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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Las actas de las sesiones 60ª y 61ª, ordinarias, en 14 y 15 de octubre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Dieciséis de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea nueva Circunscripción Senatorial y Dirección Regional del Servicio Electoral de Arica y Parinacota (boletín N° 5.432-06).



Con los once siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (boletín N° 3.562-06).



2.- Proyecto de reforma de la Carta, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (boletín N° 3.436-07).



3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



4.- Proyecto de reforma del Texto Fundamental, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (boletín N° 4.716-07).


5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (boletín N° 5.458-07).


6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en el Código Penal, en la regulación de ciertos delitos contra la Administración Pública (boletín N° 5.725-07).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el ascenso de personal de Gendarmería de Chile en el caso que indica (boletín N° 5.992-07).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza la construcción de bienes urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y salud (boletín Nº 4.304-14).



9.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima (boletín Nº 2.949-05).


10.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, que interpreta el artículo 93 del Código Penal para excluir de la extinción de la responsabilidad penal por amnistía, indulto o prescripción los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes (boletín N° 5.918-07).



11.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (boletín N° 3.962-07).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (boletín N° 5.407-05).


--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el penúltimo hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el último retira la urgencia que hizo presente respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín Nº 3.588-08).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero comunica que se ausentará del territorio nacional los días 27 de octubre a 1 de noviembre del presente año, en visita de Estado a la República de Costa Rica y para participar en la XVIIIa Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno en la República de El Salvador.



Informa, además, que durante su ausencia la subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro titular de la Cartera de Interior don Edmundo Pérez Yoma.



--Se toma conocimiento.



Con el segundo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política de la República, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema a don Guillermo Silva Gundelach (boletín N° S 1.125-05). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (boletín N° 5.310-13). (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Once del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros remite copia autorizada de igual número de sentencias dictadas en relación con los siguientes proyectos de ley: el que crea una planta de tropa profesional para las Fuerzas Armadas (boletín N° 5.479-02), y el referido a la operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (boletín N° 5.081-15).


--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Con los nueve siguientes remite copia de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de los siguientes preceptos: artículo 161 del Código Tributario; artículos 15 y 16 del decreto ley N° 2.695; artículo 45 de la Ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio; artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud; artículos 299, 230 y 297 del Código Procesal Penal, y artículo 12, inciso final, del Código del Trabajo.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo al Convenio N° 169, de la OIT, sobre Pueblos Indígenas.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, al que adhirieron los Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Cantero, García y Novoa, referido a la entrega de MM$ 4.000 a las Unidades Regionales de Atención a Víctimas y Testigos.



Nueve del señor Ministro del Interior:



Con los tres primeros responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Kuschel, acerca del reforzamiento de la vigilancia en las provincias de Chiloé, Osorno, Palena y Llanquihue, con el objeto de evitar la comisión de delitos de abigeato.



Con el cuarto contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, respecto de la situación que afecta a doña Isabel Lavín.



Con el quinto da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Ávila, relativo al otorgamiento de una pensión de gracia para las cónyuges de los pescadores del bote Rabi II, desaparecidos desde el 15 de agosto.



Con el sexto responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, sobre la autorización legal para que el Estado cree empresas en áreas donde no exista interés para ello por parte de los particulares.



Con los tres siguientes contesta igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Horvath, referentes a los propietarios del área hacia la cual se podría ampliar Chaitén; a la necesidad de tener un liceo con educación media en la localidad de La Junta, y a la adopción de medidas ante la catástrofe de Palena.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, en relación con el proceso iniciado en el Tribunal Oral en lo Penal de Temuco en contra de los señores Héctor Llaitul y Roberto Painemil.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los incidentes en los que perdió la vida el trabajador forestal don Rodrigo Cisternas, ocurridos el año 2006.



Cuatro del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero responde a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Senadores señora Matthei y señores Allamand, Chadwick, Espina, Larraín, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero y Zaldívar, con el que se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República otorgar el bono de invierno y los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad a todos los beneficiarios de pensiones mínimas del sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones (boletín N° S 1.0645-12).



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la metodología que utilizará el Estado para abordar la situación del Liceo de Aplicación y de otros establecimientos educacionales.



Con el tercero responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Kuschel, sobre la decisión de reducir el presupuesto destinado al Sistema de Incentivos para la Recuperación de Suelos Degradados en las provincias de Chiloé, Palena, Llanquihue y Osorno.



Con el cuarto contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, referido a la aplicación del decreto ley N° 701, sobre fomento forestal.



Tres del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Orpis, relativo a una moción sobre energía nuclear de la que es autor junto a otros señores Senadores, que fue declarada inadmisible.



Con el segundo responde un oficio expedido en nombre de los Senadores señores Orpis, Bianchi y Prokurica, acerca de una moción sobre concesiones de energía geotérmica de la que son autores, que fue declarada inadmisible.



Con el tercero contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, sobre la eventual incorporación de una declaración interpretativa al Convenio N° 169, de la OIT, sobre Pueblos Indígenas.



Dos de la señora Ministra de Educación:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, respecto del techado del patio interior de la Escuela Hamburgo, de Puerto Puyuhuapi.



Con el segundo da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, referido a la situación de los profesores de religión en Chile.



Del señor Ministro de Justicia, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Ávila, sobre el avance de la investigación de la muerte de don Matías Catrileo.



Dos del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social:



Con el primero da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Naranjo, relativo a una ley que conceda una reparación a las personas que realizaron el Servicio Militar Obligatorio en los años comprendidos entre 1973 y 1990.



Con el segundo responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, respecto del mecanismo de inspección que se aplica a la pequeña y mediana empresa.



Cuatro del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Romero, acerca de la factibilidad de denominar “Puerto Terrestre General Director de Carabineros, José Alejandro Bernales” al puerto terrestre ubicado en la ciudad de Los Andes.



Con el segundo da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Espina, referido al avance del proyecto de construcción de la Ruta Interlagos.



Con los dos siguientes responde igual número de oficios remitidos en nombre del Senador señor Coloma, relativos a la reposición del asfalto del camino Iloca-Duao y al estado en que se encuentra el proyecto “Pavimentación ruta K-45, sector Pelarco-Huencuecho”, en la Séptima Región.



De la señora Ministra de Agricultura, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la elaboración de semillas transgénicas de maíz y agroquímicos por la empresa multinacional Syngenta en el valle de Azapa.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de incluir a las comunidades de la localidad de Cerro Galera en los proyectos de electrificación rural.



Tres de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con los dos primeros responde igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Navarro, respecto del recurso de protección presentado en contra de la empresa ESSBIO por la circulación de camiones y otro tipo de vehículos que transportan lodos provenientes de las plantas de tratamiento de aguas servidas, en la comuna de San Nicolás, y del cumplimiento de las medidas y condiciones de la Resolución de Calificación Ambiental de la Central Bocamina II, en la comuna de Coronel.



Con el tercero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, referido a la fiscalización de las pisciculturas, descargas de las actividades mineras y condición de los relaves en la Región de Aisén.



Del señor Comandante en Jefe de la Armada de Chile, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la queja de los pescadores artesanales del litoral de Aisén en cuanto a la menor captura y necesidad de alejarse cada vez más de sus caletas y al funcionamiento del posicionador satelital de las naves pesqueras.



Del señor Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la necesidad de reforzar nuestra soberanía en la Antártica chilena.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, sobre la asignación de recursos para la habilitación de un camino de penetración entre las localidades de Lago Verde y La Tapera, comuna de Lago Verde.



Del señor Subsecretario de Aviación, con el que da respuesta a dos oficios remitidos en nombre del Senador señor Naranjo, respecto de la jornada de trabajo del doctor Gustavo Hein.



De la señora Subsecretaria de Carabineros, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Ávila, referido a los amedrentamientos de que ha sido objeto la Ministra de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, doña Eliana Quezada, en el marco de la investigación del denominado “caso Woodward”.



Dos del señor Subsecretario de Pesca, con los que contesta igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Navarro, relativos a la situación de la pesca artesanal en el país y a la asignación de cuotas de captura mediante el Régimen Artesanal de Extracción (RAE).



Del señor Subsecretario de Educación, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, respecto del cumplimiento de los compromisos contraídos con los Funcionarios No Docentes de la provincia de Palena y de las Regiones Undécima y Duodécima.



Del señor Subsecretario de Transportes, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, referido a la adquisición de una barcaza destinada a establecer conectividad permanente entre el continente y la isla Santa María, en la comuna de Coronel.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las ofertas de internet que hacen las empresas de telefonía fija.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Bianchi, respecto del proceso de transferencia de la concesión de los servicios de distribución de agua potable en la Duodécima Región a compañías extranjeras.



Del señor Superintendente de Seguridad Social, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, relativo a la situación que afecta a don Nicolás Aguilar.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Ávila, referido a información relativa a las personas e instituciones que se han constituido en beneficiarias de la ley N° 19.885, sobre donaciones con beneficios tributarios.



De la señora Directora del Trabajo, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, sobre el número de denuncias por transgredir el derecho de las madres a ausentarse del trabajo para amamantar a sus hijos y de infracciones cursadas por dicha causal.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero subrogante, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Romero, respecto de la existencia de un plan de acción para hacer frente a la polilla de la uva.



Del señor Director Nacional de la CONADI, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a la adopción de medidas que aseguren que el consentimiento de los indígenas sea respetado por las reparticiones públicas.



Del señor Director Nacional de Estadísticas subrogante, con el que responde un oficio expedido en nombre Honorable Senador señor Navarro, acerca del Primer Censo Pesquero y Acuicultor realizado en nuestro país.



Dos del señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, con los que contesta dos oficios cursados en nombre de los Senadores señores Frei y Allamand, respectivamente, sobre la situación que afecta a don Signifredo Monje.



Del señor Gerente General de EFE, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Allamand, referido al cumplimiento del “ACUERDO TRIPARTITO DE ACCESO A INMUEBLE DE PROPIEDAD DE LA EMPRESA FERROCARRILES DEL ESTADO Y EXPROPIACIÓN”, de fecha 28 de marzo de 2008, respecto del puente San Pedro, ubicado en la ciudad de Osorno, Décima Región.



Del señor Secretario Ejecutivo de Estrategia Digital, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, sobre el estado de implementación del Acuerdo Marco suscrito entre el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción -como coordinador de la Agenda Digital- y la empresa Microsoft.



Tres del señor Secretario General de Carabineros de Chile:



Con los dos primeros responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, referido al aumento de la dotación de funcionarios de Carabineros en la localidad de Mañihuales, comuna de Aisén.



Con el tercero da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, relativo a los reiterados delitos de abigeato cometidos en las comunas de Ercilla, Victoria y Collipulli, entre otras.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile subrogante, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Naranjo, sobre las labores que deben cumplir los funcionarios de la institución en los eventos masivos con fines de lucro.



Del señor Intendente Regional del Maule, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Larraín, acerca del Programa de Mejoramiento Urbano y Equipamiento Comunal, Subprograma de Inversión Regional de Asignación Local año 2008-PMU Iral.



De la señora Intendenta Regional del Biobío, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relativo al cambio de denominación del terminal aéreo de Concepción.



De la señora Secretaria Ministerial de Salud de la Región del Biobío, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca del relleno sanitario Hera Ecobío, en el fundo Las Cruces.



Del señor Director suplente del Servicio de Salud Antofagasta, con el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Cantero, referido a la contaminación acústica asociada a la construcción y habilitación del edificio ICONO.



De la señora Directora Ejecutiva subrogante del Consorcio de Universidades Estatales, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relativo a la asignación de recursos para financiar el retiro programado de los académicos en edad de jubilar.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Prokurica, Espina, Horvath, Romero y Sabag, que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, en lo relativo a la posesión y el dominio de la pequeña propiedad raíz (boletín N° 5.417-12). (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios para eximir a las viviendas sociales o subsidiadas, de hasta 750 unidades de fomento, del costo de conexión a la red de agua potable y alcantarillado y para facilitar la construcción de viviendas sociales, simplificando el procedimiento de ampliación de territorios operacionales de servicios sanitarios (boletines números 5.502-14 y 5.571-14, refundidos) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.

Moción



Del Senador señor Vásquez, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de designación de reemplazantes de los defensores públicos (boletín N° 6.166-07). (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Navarro, Ávila, Cantero, Muñoz Aburto, Ruiz-Esquide y Ominami, sobre  la renovación de los cuadros académicos y administrativos y el plan de incentivo al retiro propuesto por el Consorcio de Universidades Estatales (boletín N° S 1.123-12). (Véase en los Anexos, documento 6).


De  los Senadores señores Navarro, Ávila, Bianchi, Cantero, Muñoz Aburto y Ominami, relativo a la administración delegada de los establecimientos educacionales que imparten educación técnico profesional por parte de la Corporación Privada de Desarrollo Social de Curicó y a la inclusión de esta modalidad de administración en el proyecto de ley de fortalecimiento de la educación pública (boletín N° S 1.124-12). (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasan a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Permisos constitucionales



Los Senadores señores Flores y Cantero solicitan autorización para ausentarse del país a contar de los días 22 y 29 del mes en curso, respectivamente. 



--Se otorgan.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.



        ACUERDO DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



Retirar de la tabla el proyecto signado con el número 4, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, y enviarlo a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y luego, a la de Salud para un nuevo segundo informe, si correspondiera.

El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, respecto al acuerdo de Comités de enviar a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, y después, a la de Salud, el proyecto recién mencionado, solicito que se reactiven las indicaciones que ya había estudiado esta Comisión, a fin de llevar a cabo un debate completo.



En cuanto a la iniciativa que modifica los artículos 239 y 240 del Código Penal en lo relativo a inhabilidades, solicito -ya lo he conversado con algunos miembros de la Comisión de Constitución- que se prorrogue por una semana el plazo (que está vencido) para formular indicaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado. 



--Se acuerda prorrogar el plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 3 de noviembre, a las 12.

V. ORDEN DEL DÍA
Facilitación de financiamiento de pequeña y mediana empresas mediante contrato de factoring

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.938, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Economía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4928-26) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007.


Informes de Comisión:


Economía, sesión 62ª, en 6 de noviembre de 2007.


Economía (segundo), sesión 84ª, en 16 de enero de 2008.

Economía (nuevo segundo), sesión 59ª, en 8 de octubre de 2008.

Discusión:


Sesiones 64ª, en 13 de noviembre de 2007 (se aprueba en general); 89ª, en 5 de marzo de 2008 (vuelve a Comisión de Economía); 60ª, en 14 de octubre de 2008 (queda para segunda discusión); 61ª, en 15 de octubre de 2008 (se aplaza su votación).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, en sesión del 15 de octubre pasado, la Sala se ocupó del segundo y del nuevo segundo informe de la Comisión de Economía, recaídos ambos en el proyecto de la referencia.



 En la mencionada sesión se aprobaron todos los artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones y aquellas enmiendas acogidas unánimemente que no requerían quórum especial.



En esa oportunidad, el Comité Partido Radical Social Demócrata pidió aplazar la votación de los números 2, letra b) y 3 del artículo único,  que tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación se requiere hoy del voto conforme de 21 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, esta votación se efectuará en la próxima sesión.



--Así se acuerda.
ASOCIACIONES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA

EN GESTIÓN PÚBLICA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (3562-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 62ª, en 6 de noviembre de 2007.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 59ª, en 8 de octubre de 2008.


Discusión:


Sesiones 60ª, en 14 de octubre de 2008 (queda para segunda discusión); 61ª, en 15 de octubre de 2008 (se aplaza su discusión).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En sesión de 15 de octubre pasado, la Sala acordó aplazar la discusión del proyecto para el día de hoy, de conformidad con lo dispuesto en el N° 1° del artículo 131 del Reglamento.



Cabe recordar que el objetivo principal de la iniciativa es facilitar el ejercicio del derecho de asociación, simplificando la constitución de las agrupaciones intermedias que persigan  finalidades de interés social o cultural, sin fines de lucro.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto y lo aprobó, solo en general, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis y Sabag).



Cabe destacar que la Comisión dejó constancia en su informe de que en el debate en particular pondrá especial cuidado en incorporar a la iniciativa normas que permitan transparentar el funcionamiento del Registro Único de Asociaciones Sin Fines de Lucro y, también, la transferencia de recursos fiscales a algunas de estas agrupaciones.



Los artículos 11, 25 a 29, 31, 38 y 39 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación requieren del voto conforme de 21 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En la segunda discusión, ofrezco la palabra.



Puede hacer uso de ella el señor Ministro, y después, el Honorable señor García.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, el proyecto en debate reviste enorme trascendencia. Este ya fue aprobado por unanimidad por la Cámara de Diputados y, también, por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado.



La iniciativa tiene por objeto establecer una ley marco sobre el asociacionismo sin fines de lucro en el país, siendo un complemento y una alternativa a lo dispuesto en los artículos 549 a 559 del Código Civil, que se refieren a las fundaciones y corporaciones, y sirve de norma supletoria a toda la legislación existente respecto a las organizaciones que no tengan algún estatuto específico y que sean sin fines de lucro.



Por otro lado, el proyecto favorece la obtención de personalidad jurídica, estableciendo una fórmula sencilla para hacerlo, más simplificada que la del Código Civil. Pero no se deroga el sistema actual que permite obtenerla ante el municipio cuando esas organizaciones tienen su radio de acción solo en determinada comuna.



También se simplifica la organización interna a través de la formación de un estatuto tipo dictado por el Ministerio Secretaría General de Gobierno, para favorecer la personalidad jurídica de dichas organizaciones.



Se crea un Registro Único de Asociaciones Sin Fines de Lucro y, además, se crea un registro especial de las organizaciones de interés público sin fines de lucro (artículo 19). Se trata, obviamente, de organizaciones comunitarias, culturales, clubes deportivos, asociaciones indígenas.



En ese caso, la propia organización decide su objetivo: si se dedica solo al beneficio común de sus asociados o, también, a un fin de interés público, de bien común. Por tanto, el proyecto otorga a tal entidad un trato especial.



Al mismo tiempo, como dijo el señor Secretario, se establece un Fondo para el Desarrollo de la Sociedad Civil, que será administrado por el Consejo Nacional y por los Consejos Regionales; a estos últimos les corresponderá adjudicar dineros concursables para favorecer la actividad de las organizaciones en comento.



Es muy importante destacar que tanto el Consejo Nacional como los Consejos Regionales estarán formados mayoritariamente por representantes de la sociedad civil, no por funcionarios de Gobierno.



Otro capítulo de gran interés es el referente al Estatuto del Voluntariado.



En nuestro país existe una gran cantidad de organizaciones que se ocupan de acciones de tal índole.



En el Título IV, artículo 32, del proyecto se consigna la siguiente definición: “se entiende por voluntariado el conjunto de personas que realizan actividades de interés público, no remuneradas, llevadas a cabo de forma libre, sistemática y regular”, etcétera.



La no contraprestación pecuniaria a que se refiere el citado inciso no significa, empero, que no exista derecho a reembolso por los gastos realizados en el desempeño de dichas actividades.



Por medio de la ley en proyecto se busca reconocer y establecer en nuestra legislación las distintas instituciones del voluntariado.



En seguida, el artículo 34 del proyecto consagra los derechos de los miembros de aquellas organizaciones.



En otro orden de materias, esta iniciativa incorpora en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado un tipo especial de participación ciudadana. Y, al efecto, dispone que los diversos órganos, por una parte, deberán poner en conocimiento público la información concerniente a sus políticas, planes, programas, acciones, en fin, e igualmente, dar cuenta de la gestión respecto a unas y otros y de su ejecución presupuestaria; y por otra, establecer Consejos de la Sociedad Civil de carácter consultivo.



De otro lado, el proyecto modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y consagra los Consejos Comunales de Organizaciones de la Sociedad Civil, con los cuales debieran trabajar alcaldes y concejales.



También, estatuye los plebiscitos comunales, que específicamente tienen que referirse a inversiones que deban hacer los municipios, al plan anual de desarrollo y a las modificaciones del plan regulador. Esto es algo novedoso.



Por último -cuestión no menor-, el proyecto en discusión posibilita que las uniones comunales de juntas de vecinos -esto es especialmente significativo- y las uniones comunales de organizaciones comunitarias se agrupen en federaciones y confederaciones.



Señor Presidente, la iniciativa en debate parte de la base de la organización comunitaria y vecinal y de las organizaciones del voluntariado existentes en el país, que tuvieron su origen durante el Gobierno del Presidente Frei Montalva, que exhiben una larga historia de desarrollo y que sirven de vínculo entre los ciudadanos y los órganos del Estado tanto a nivel municipal como de gobiernos regionales o de administración central.



A esas organizaciones se las favorece para su constitución, para la obtención de personalidad jurídica, para su organización interna, para su registro. Se les da un trato especial cuando persiguen un interés público; se crea un Fondo para su desarrollo, administrado por un Consejo Nacional y por Consejos Regionales; se fija el Estatuto del Voluntariado; se buscan mecanismos de participación ciudadana en la Administración Pública. Particularmente, se posibilita la agrupación de juntas de vecinos y organizaciones comunitarias en federaciones y confederaciones. Y, por último, se modifican aspectos de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades para propiciar el contacto de los ciudadanos con el gobierno comunal.



Como Ejecutivo, atribuimos especial importancia a este proyecto, que perfecciona y extiende nuestra democracia y hace efectiva la voz de los ciudadanos en la gestión de los asuntos públicos.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, voy a concurrir con mi voto favorable a la iniciativa en debate. Sin embargo, quiero dejar constancia de algunas observaciones, para los efectos de la discusión particular.



No tengo ningún inconveniente respecto a cómo facilitar la constitución de las organizaciones en comento, a su vínculo con los municipios. No obstante, hay en el proyecto una línea de fondo que deseo connotar.



Desde mi punto de vista, la esencia de ese tipo de organizaciones son la autonomía y estar al servicio de la comunidad.



Sin embargo, la iniciativa que nos ocupa contiene por lo menos dos aspectos en que hay intromisión política de los gobiernos de turno. Y quiero precisarlos.



Primero, tal como señalé en la Comisión, no comparto que el Registro Único de Asociaciones sin Fines de Lucro dependa de un Ministerio político. Y segundo, discrepo de que los recursos que se van a distribuir a las organizaciones estén supeditados a un Consejo integrado mayoritariamente -el señor Ministro me hace señas- por personeros dependientes de los Gobiernos de turno.



Al respecto, el artículo 26 dispone que el Consejo Nacional estará integrado por el Subsecretario General de Gobierno, el Subsecretario de Hacienda, dos representantes del Presidente de la República y seis representantes de las organizaciones de interés público. Es decir, claramente, existe una intromisión o injerencia política directa -si no mayoritaria, por lo menos bastante significativa- de los Regímenes de turno en cuanto a cómo se asignan y distribuyen los recursos.



En mi concepto, por las características del Fondo para el Desarrollo de la Sociedad Civil, no debería haber ningún integrante del Gobierno de turno, para que las organizaciones se rigieran por sus propios estatutos, recibieran los recursos necesarios y, en forma autónoma, los distribuyeran entre los distintos programas.



Según expresé, también considero delicado que el Registro Único esté en manos del Gobierno de turno, por cuanto se trata de la base de datos donde figurarán todas las organizaciones: del voluntariado, corporaciones sin fines de lucro, etcétera. Me parece sobremanera preocupante que a este respecto exista injerencia del Régimen de turno, pues todos sabemos que es grande la tentación de instrumentalizar esa clase de organizaciones.



Con tales observaciones, votaré a favor del proyecto. Pero, desde ya, advierto que en la discusión particular no aprobaré lo relativo al Fondo tal como viene concebido, al menos en lo referente a la integración del Consejo que lo administrará.



Y en cuanto al Registro Único de Asociaciones sin Fines de Lucro -recordemos que hoy día existe el Consejo para la Transparencia y que habrá varios registros-, prefiero que se radique en una institución totalmente neutral, que no forme parte del Gobierno de turno.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor  Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.-  Señor Presidente, esta iniciativa se inspira en la Ley de Asociaciones de España, donde se plantea que “las agrupaciones permiten activar ideales, reconocer convicciones, cumplir fines sociales e influir en el medio para provocar cambios”.



Por otra parte, como se plantea en el segundo acápite del mensaje, se busca -y en buena hora- promover la igualdad de condiciones en cuanto a la participación de la ciudadanía, lo que se encuentra en coherencia con el marco establecido por la Constitución Política de la República.



En otras palabras, y tal como lo consigna el proyecto, el derecho de asociación para fines culturales, sociales y sin fines de lucro permite democratizar los espacios públicos en la medida en que las asociaciones puedan acceder a su uso con responsabilidad legal y construir un puente entre los gobiernos locales, sobre todo las municipalidades, y sus habitantes.



En términos del mejoramiento de la calidad de la democracia, podemos afirmar que en los últimos años, debido a la ausencia de mecanismos expeditos para fomentar la acción civil organizada, se ha tendido a solucionar los conflictos sociales a través de vías no convencionales, que en algunas ocasiones incluyen aun la violencia.



En el proyecto se manifiesta una posición muy clara respecto a lo que el Gobierno entiende por relación entre el Estado y los individuos: “elemento de cooperación y no de sumisión vertical de los individuos a la autoridad, lo cual, por ende, deviene en la intervención de la sociedad civil en la elaboración de la voluntad estatal, es decir, en el compromiso de la ciudadanía para intervenir en la elaboración y diseño de las decisiones públicas”. Ello supone para el Estado también una posibilidad de ampliar sus vínculos con la sociedad civil, en la medida en que esta, por aumentar su nivel de participación, tiene un mayor conocimiento de los aspectos técnicos y legales a través de los que aquel interviene en la comunidad. Al mismo tiempo, la intervención estatal se hace -qué duda cabe- más eficiente, ya que tendría conocimiento de la aceptación de sus medidas. En otras palabras, lo que aumenta son la comunicación y la horizontalidad entre dos actores fundamentales de nuestra realidad: el Estado y la sociedad civil.



Como saben los señores Senadores, la iniciativa enviada por el Ejecutivo tiene por objeto “Facilitar el ejercicio del derecho de asociación mediante regulaciones que simplifiquen la constitución de las agrupaciones intermedias que persigan finalidades de interés social o cultural, sin fines de lucro, que no estén reglamentadas por estatutos especiales”. Esto significa desburocratizar los mecanismos conducentes a la legalización de las asociaciones civiles, para lo cual será necesario aprobar dos artículos con rango de ley orgánica constitucional, según señaló el señor Secretario de la Corporación.



En definitiva, el proyecto plantea en su marco jurídico general que el derecho de asociación debe ser compatible con las modalidades de asociación reguladas por leyes especiales, como la afiliación a partidos políticos, sindicatos, organizaciones religiosas y agrupaciones deportivas. Se propone, por lo tanto, un régimen mínimo común para las asociaciones que no tengan regulación especial y que sean sin fines de lucro. Ello quiere decir que se excluyen de este marco las asociaciones civiles y las mercantiles.



En la búsqueda de dar mayor capacidad a las asociaciones para tomar decisiones, traspasando así responsabilidades desde el Estado a la propia sociedad civil, se permite a aquellas determinar su funcionamiento sin intervención estatal. De esta forma, mediante su inclusión en un registro especial, las asociaciones quedan habilitadas para establecer con libertad su propia organización, cumplir sus fines y recibir protección para evitar interferencias de la Administración del Estado, tal como se plantea en el artículo 3º.



Sin embargo, eso no significa que las asociaciones queden sin responsabilidades jurídicas -hay que subrayarlo-, sino que estas deben hallarse esencialmente en las regulaciones sobre las actas de fundación y estatutos, según establece el artículo 5º.



Respecto a la modificación y disolución de las asociaciones, a las obligaciones de sus directivos y a la transparencia en cuanto a la identidad de estos, me parece que los artículos 8º y 11 son aclaratorios.



Un punto relevante es el referido a la situación actual de los trabajos voluntarios, que sirven muchas veces para paliar los déficits que existen en materia de cobertura de ayudas específicas en los lugares más apartados del país, o bien, ante catástrofes naturales.



Se incluye en el proyecto un acápite que contempla regulaciones que afianzan la protección jurídica de dichas actividades cuando se realizan bajo el marco de asociaciones de la sociedad civil.



El artículo 34 de la iniciativa plantea que los voluntarios que formen parte de una asociación acreditada tienen derechos, tales como los de participar activamente, recibir capacitación por parte de la asociación y obtener certificación de voluntario. Asimismo, adquieren obligaciones: cumplir los compromisos adquiridos con la organización, rechazar cualquier tipo de remuneración por su acción voluntaria, participar en los cursos de capacitación y velar por la mantención de los recursos materiales que aquella ponga a su disposición.



Por otra parte, se reglamenta respecto de la libertad de asociación, el cumplimiento de los fines para los cuales fue conformada la asociación y la posibilidad de acceder a recursos públicos para concretar ese propósito. Así, se busca proveer de un marco jurídico que promueva la transparencia y la eficiencia en la gestión, pero que al mismo tiempo cree incentivos para que las asociaciones participen activamente de las posibilidades de subsidio estatal.



En el artículo 7º de la iniciativa se plantea que las organizaciones sin fines de lucro “podrán contraer todo tipo de obligaciones financieras, administrar proyectos de origen nacional o de cooperación internacional, recibir subvenciones o donaciones, postular a fondos concursables, solicitar créditos, pagar remuneraciones y asignar becas.”.



Es importante en tal sentido tener presente que, si bien las organizaciones sin fines de lucro deben responder con sus bienes presentes y futuros, ello no se hace extensivo a sus asociados.



En lo referente a la calidad del sistema político, tal como lo hemos planteado ya, el proyecto busca reforzar los mecanismos democráticos de participación, que a su vez son el pilar fundamental de una gestión gubernamental fiscalizada por los propios interesados, al tiempo que fomenta el sentido de comunidad, tanto de manera local en cuanto la asociación participa en un entorno determinado como en la medida en que sirve de enlace entre los individuos y el Estado. 



Por último, hay una valoración respecto a la diversidad de intereses sociales e identidades culturales que se necesita orientar a través de la organización civil por la vía de canales regulares. Subyace aquí el principio de que no existe una contradicción entre el valor de la diversidad  y la unidad nacional, pues, al contrario, el encauzamiento de las demandas particulares por medio de la organización colectiva refuerza el “nosotros”, que sirve de marco para la participación de los diferentes actores sociales.



Señor Presidente, de conformidad con el propósito y espíritu de este proyecto, así como con su presentación formal, por supuesto que voy a votar a favor.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, la Comisión de Gobierno conoció este proyecto de ley, que, como se ha expresado, tiende a facilitar el ejercicio del derecho de asociación mediante regulaciones que simplifiquen la constitución de las agrupaciones intermedias que persigan propósitos de interés social o cultural, sin fines de lucro, que no estén reglamentadas por estatutos especiales.



No quiero entrar en el detalle de cada una de sus normas, porque el Ministro “informante” lo hizo muy bien en reemplazo del Senador señor Bianchi, quien no pudo concurrir a esta sesión. Pero debo señalar que el citado órgano técnico destinó numerosas sesiones a su tratamiento y escuchó a todas las instituciones involucradas. Menciono solo algunas: Asociación Chilena de Municipalidades; Red de Voluntariado; Confederación de Uniones Comunales de Chile; Observatorio de Género y Equidad; Consejo Nacional del Fondo de Desarrollo de la Sociedad Civil; Agrupación Hain; Agrupación Metropolitana de Consejos Económicos y Sociales Comunales; Asociación Chilena de ONG, ACCIÓN; Observatorio Legislativo; Hogar de Cristo; Movimiento Aquí La Gente; Observatorio de Derechos de los Pueblos Indígenas.



La Comisión desplegó una labor importante para escuchar a todas las agrupaciones. Y, después de analizar cada una de sus aspiraciones, puedo decir que el proyecto reúne las condiciones planteadas por ellas. 



Naturalmente, ahora solo se trata de aprobar la idea de legislar. Varios señores Senadores -entre otros, el Honorable señor Orpis- han hecho observaciones, pero ellas se verán en la discusión particular, ya que habrá plazo para presentar indicaciones.



Señor Presidente, pido que se apruebe en general la iniciativa y que se fije un término más que prudencial para formular las indicaciones correspondientes.



Por supuesto, voy a votar a favor.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, siempre recuerdo aquí las palabras del ex Senador señor Mario Ríos Santander, quien decía que Chile es el país con más presidentes en el mundo, por registrarse una cantidad de organizaciones de la sociedad civil que no se dan en otras partes y constituyen una característica muy propia de nuestro pueblo: voluntariados, entidades religiosas, ambientalistas, regionalistas, indigenistas, de fomento, culturales, deportivas, en fin. Existe mucho tejido social que, desde luego, se debe rescatar y fiscalizar a tiempo para permitir con ello una sana participación. Cuando esta última se queda en lo formal y no interviene en el quehacer social, se produce frustración ciudadana.



Ahora, la vigencia de un marco jurídico que favorezca la participación fortalece también el proceso democrático y facilita la actuación eficiente de los órganos del Estado que adoptan decisiones públicas. Sin embargo, en esta materia no podemos admitir ningún tipo de intervencionismo del Gobierno de turno. Y, en ese sentido, debemos ser muy cautos con el proyecto al momento de su discusión particular.



Se han formulado diversos comentarios al respecto, algunos de los cuales quisiera destacar.



La iniciativa no debería establecer que la organización y funcionamiento de las asociaciones deben ser democráticos y pluralistas, ya que esas entidades deben tener libertad en su estructura interna. Si bien corresponde que actúen de manera acorde con el régimen democrático y con respeto al pluralismo en su vida pública, deberían estar facultadas para organizarse según lo estimaran conveniente. Además, de esta forma se dejaría fuera de la aplicación de la normativa a diversas organizaciones -entre ellas, las religiosas- que persiguen fines de interés público.



Es necesario definir con mayor precisión desde qué momento una asociación obtiene la personalidad jurídica, ya que se fija un plazo para que el Ministerio Secretaría General de Gobierno objete la constitución, pero no queda claro desde cuándo se goza de la primera.



El procedimiento de obtención debe perfeccionarse por la vía de otorgar algún tipo de acreditación que garantice que los solicitantes lo iniciaron.



Entre paréntesis, para lograr éxito en esa tramitación se debe pasar hoy día por un laberinto de observaciones, de ires y venires a nivel regional y nacional, que puede tomar años.



La copia de los estatutos de las organizaciones sin fines de lucro solo debería entregarse al Ministerio Secretaría General de Gobierno y no a los organismos públicos que este señale, ya que ello, de mantenerse, va a dificultar la obtención de la personalidad jurídica.



Además, tal disposición no guarda coherencia con la posibilidad de observaciones a los estatutos, que solo puede formular la mencionada Secretaría de Estado, sin que el proyecto haga referencia a las que eventualmente puedan plantear otros organismos.



Debe otorgarse más libertad a las asociaciones voluntarias en la confección de sus estatutos. La gran cantidad de requisitos que se consagran pueden llevar a entrabar su constitución y el trámite de obtención de la personalidad jurídica.



Corresponde a las asociaciones determinar la periodicidad con que deben elegirse sus dirigentes y el número de veces que podrán ser reelectos. Por lo tanto, es una materia que no debe estar determinada en la ley.



El Consejo Nacional del Fondo de Fortalecimiento debe tener un carácter más participativo y democrático, por lo que cabría eliminar el elevado número de representantes del Presidente de la República. Lo anterior, además, es de gran relevancia si se considera que el organismo aprobará los criterios y requisitos para la postulación a proyectos o programas financiables con los recursos del Fondo y posteriormente los adjudicará.



Es necesario introducir un mecanismo de rendición de cuentas de los dineros que se asignarán.



Los derechos y obligaciones de quienes practican el voluntariado no deben ser materia de la ley en proyecto, sino que se les debería otorgar libertad para organizarse de acuerdo a sus criterios.



Por otra parte, el reembolso de los gastos en que incurran en el desempeño de sus funciones y su capacitación debería ser facultativo para las organizaciones de voluntariado y no obligatorio. De lo contrario, se pondrán trabas a la existencia de esas entidades.



No resulta adecuado disponer que las organizaciones no gubernamentales deben entenderse como sin fines de lucro, pues el campo de ellas es muy amplio y no existe un estatuto común que las regule. De este modo, bastaría con que cualquier organización se autodenominara “no gubernamental” para ser considerada como sin fines de lucro.



Debe mantenerse la prohibición de que las organizaciones de interés público participen en actividades propias de los partidos políticos. 



En cuanto a las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, se determina que cada órgano de esta última deberá crear “Consejos de la Sociedad Civil”, los que estarán integrados de manera pluralista por representantes de la sociedad civil. Sin embargo, no se indica cómo y bajo qué criterios serán elegidas esas personas.



En cuanto a las enmiendas que se proponen respecto a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, tenemos varias observaciones que formular.



Por las razones expuestas, vamos a votar con mucha cautela a favor del proyecto. Pero, desde luego, tendrá que ser modificado radicalmente durante su discusión particular.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, me asisten las mismas aprensiones que señaló en su intervención el Senador señor Orpis, por lo cual votaré en contra de la iniciativa en estudio. 



Me parece que lo que aquí se está consagrando es la intervención de los Gobiernos de turno en las organizaciones de la sociedad civil, al extremo de que para poder participar del Fondo de Fortalecimiento de las Asociaciones y Organizaciones de Interés Público va a ser necesario que la entidad se halle inscrita en el Registro de Organizaciones de Interés Público “que al efecto llevará el Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.



En mi opinión, señor Presidente, todo eso está de más. Contamos con una Ley sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias que permite la constitución de las más diversas entidades sociales de carácter funcional. Se trata de una normativa que funciona bien; que contempla un trámite expedito para la obtención de personalidad jurídica, en cada comuna, quedando claro el domicilio de cada uno de los vecinos participantes en la respectiva organización.



Luego, respecto de las fundaciones y corporaciones, la personalidad jurídica se logra a través del Ministerio de Justicia. Y la rendición de cuentas de los fondos y la entrega de los balances una vez al año se realizan también por la vía de esa Secretaría de Estado. Para obtener un certificado de personalidad jurídica vigente, se requiere estar al día con todos esos antecedentes.



¡Para qué determinar ahora todo un procedimiento distinto a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno! ¡Es absurdo! ¡Significa politizar al máximo todas y cada una de las organizaciones comunitarias, vecinales, del voluntariado y hasta las deportivas! 



La verdad es que el Gobierno está llegando demasiado lejos en su afán socialista,…

El señor NAVARRO.- ¡Ojalá…!

El señor GARCÍA.- … en su afán de querer meterse en la vida de las organizaciones privadas de los vecinos, de los ciudadanos. ¡Esto es socialismo marxista puro, señor Presidente!



Por eso, votaré que no.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin lugar a dudas, uno de los elementos en que todos debiéramos concordar es la búsqueda del perfeccionamiento de nuestro ordenamiento jurídico para incentivar en la vida pública las diversas organizaciones de la sociedad civil; para generar el más amplio abanico de alternativas a fin de que la ciudadanía pudiera organizarse y participar en la vida pública.



La posibilidad de crear organizaciones sociales intermedias está bastante garantizada no solo en la Constitución, sino también en la restante normativa. Muchas veces es necesario perfeccionar esta última, y creo que el proyecto camina en ese sentido.



Un segundo elemento se halla en que la promoción del funcionamiento de esas entidades también debe estar dada por la posibilidad real y objetiva de participar en la vida pública y tener voz en los organismos públicos que, a través de sus programas, su normativa y su accionar, van concretando el desarrollo del país, de la sociedad, y, por lo tanto, influyendo en la vida cotidiana de esta última y de las personas. Creo que es crecientemente claro lo necesario y saludable de que estas últimas instituciones registren participación de la ciudadanía.



El Congreso -y el Senado, en particular- ha avanzado sustancialmente en aspectos esenciales. En cuanto al acceso a la información, por ejemplo, los ciudadanos lo tendrán respecto de aquella que emana de los distintos órganos públicos. Pero creo que la participación ciudadana no debe agotarse obligadamente en ello, en contar con la información de cómo los organismos públicos van desarrollando sus tareas, sus objetivos, sino que también debe existir la posibilidad de ser escuchado, de que propuestas, anhelos, inquietudes, sean recibidos por la autoridad.



Recién terminamos un proceso eleccionario relativo a una entidad que, a mi juicio, es el órgano estatal clave. En efecto, pienso que el deseo de mucha gente es ser escuchada en las municipalidades. Y debemos buscar las fórmulas legales, jurídicas, para que ese propósito pueda ser logrado por el ciudadano que libremente se asocie a otros, que se incorpore a una organización, si cumple la ley y genera sus objetivos de bien común.



Me parece que no hay dos opiniones en el Senado en el sentido de que lo anterior es saludable, necesario. Por lo tanto, forzosamente debiéramos observar en forma detenida la iniciativa en debate, para ver si satisface tal condición.



El proyecto presenta aspectos a mi juicio cuestionables. Por eso, mencionaré algunos de ellos, ya que se apartan, de manera real y concreta, del objetivo de que exista libertad de los ciudadanos para organizarse, para participar en la vida pública y para definir los objetivos de su organización.



Lo primero que llama la atención es la vinculación que establece el articulado con un órgano preferentemente político: el Ministerio Secretaría General de Gobierno.



¿Cuál es el Ministro más político del gabinete? El que está en la pelea diaria, hora a hora, entre el Gobierno y la Oposición; el que decía que se iba a ganar cinco por cero en las elecciones municipales. Y al titular de esa Cartera vamos a darle la tuición de todo el entramado de organizaciones sociales del país.



Creo que ello forma parte de una contradicción vital del texto que nos ocupa.



Si creyera que al final se va a imponer el criterio de que sea ese Ministerio el que va a disponer de un sinnúmero de atribuciones fundamentales en la vida de las organizaciones sociales, debiese votar en contra de la iniciativa. Pero pienso que en la discusión en particular, por lo que hemos hablado en la Comisión de Gobierno, se presenta un amplio campo para modificar sustancialmente esa clase de aspectos.



No puede ser que el Registro sea manejado por el Ministerio Secretaría General de Gobierno; que las posibilidades de declarar si una organización es de interés público o no queden entregadas preferentemente a esa Cartera. Ello claramente significaría -concuerdo al respecto con el Senador señor García- una intromisión absolutamente inaceptable de los gobiernos de turno en lo que es la participación ciudadana, que debe estar básicamente radicada en la libertad de las personas para asociarse, para organizarse. Y lo anterior, sobre todo, en la medida en que es preciso que las organizaciones intermedias se manejen con la mayor amplitud, con el máximo campo para actuar, sin tener siempre presente la dificultad de que el Gobierno, a través del órgano más político de su estructura, pueda decirles: “Ustedes han dejado de ser de interés público” o “Vamos a quitarles el financiamiento, pues no están cumpliendo ciertas normas por las cuales, como facultad legislativa, debo velar”.



Ciertamente, eso atenta contra la libertad de asociación, contra las organizaciones intermedias. Esperamos que en la discusión en particular sea algo modificado sustancialmente. Deseo hacer una demostración de fe en la conversación que hemos mantenido los miembros de la Comisión de Gobierno, donde participan Senadores de distintos partidos, respecto de que esa es una materia por enmendar.



Y ello, dado que la iniciativa es loable por tender a mejorar en forma fundamental la participación ciudadana, por proporcionarle a esta canales adecuados, por conferirle potestades para que los órganos públicos, así como deben permitir el acceso a su información, también tengan ciertas obligaciones al objeto de que el derecho a participar de la gente esté efectivamente resguardado.



Esa es una objeción de fondo.



El Ministro señor Viera-Gallo mencionó que uno de los aspectos de la iniciativa -y también hacemos sobre el particular perfecta cuestión- es el concerniente al voluntariado. ¡Resulta que es preciso regularlo! O sea, tenemos que generar un Estatuto del Voluntariado, con lo cual este ya no presenta tanto dicho carácter.



El proyecto incluso hace referencia a un contrato de voluntariado, lo que estimo claramente un despropósito, porque si algo interpreta adecuadamente dicha palabra es la absoluta libertad de las personas para participar en una organización y para salirse de ella. Si a través de la ley vamos a obligar a firmar tal contrato a quienes quieren participar de propia iniciativa en determinado organismo, a lo que se sumará el hecho de que su renuncia puede generar discusión, me parece que estamos trasgrediendo un elemento central en la materia.



Los anteriores son dos reparos en términos generales, con implicaciones de carácter político o de visión de las cosas. Pero también, en el desarrollo del proyecto, para concretarlo, se observan aspectos susceptibles de cuestionamientos de carácter constitucional, que vamos a hacer valer de no mediar una modificación.



Cabe mencionar al respecto, por ejemplo, todo lo tocante al financiamiento. Se dice que si un determinado organismo intermedio no cumple algunos requisitos no podría acceder al subsidio estatal. Y se hace referencia, en términos muy genéricos, ambiguos, a cierta discriminación.



Pero si la gente crea organizaciones -al servicio del bien común, desde luego, mas para dar cuenta de una parte de la sociedad-, resulta indudable que tiene el legítimo derecho de establecer normas y criterios de ingreso. Porque las ha constituido voluntariamente. ¿Y por esa razón el Estado podrá decirle: “Entonces, a usted no le doy financiamiento.”?



Ello se aleja de normas constitucionales claras, como también el hecho de imponer en la ley determinadas maneras de organización. ¡Si nuevamente estamos aquí ante la libertad de las personas para organizarse! Y, si es así, tienen perfecto derecho a generar las estructuras de sus organizaciones de acuerdo con lo que mejor les parezca. No puede ser que les determinen, mediante actos de autoridad o leyes, estructuras que pueden no corresponder al ideario que se persigue y a la necesidad de organizarse -reitero- conforme a la voluntad y con absoluta libertad.



En consecuencia, estamos frente a una iniciativa realmente interesante, que nos importa promover dentro de los más amplios campos de libertad. Pero vamos a ser muy rigurosos para evitar y oponernos a toda norma que signifique inmiscuir a la autoridad política, gubernamental, en las organizaciones. También lo seremos para no aceptar disposiciones que impongan criterios a entidades que son, por sobre todo, voluntarias.



Lo que sí cabe es mejorar claramente todo aquello que a las personas organizadas voluntariamente les permita ser escuchadas por la autoridad y participar en una serie de procedimientos internos, lo cual resultaría sano para la convivencia democrática y, también, para la respuesta adecuada que la autoridad y los órganos públicos requieren dar a la ciudadanía.


Por eso, anuncio mi voto favorable, con la prevención clara de que en la discusión particular necesariamente habrá que modificar de manera sustancial algunos elementos para que la normativa cumpla con los objetivos que el mensaje reseña.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda, la ley en proyecto es una de las más importantes que se tramitan en el Senado, pues habla de la participación de los ciudadanos, que es lo que exige la sociedad y lo que vivimos hace dos días en las elecciones municipales. 



Existe una preocupante ausencia de participación societaria,  pero no de aquella que postula “Quiero que me escuches y luego tú haces lo que quieras”.



Por eso, la opinión del Senador señor García -la que, por cierto, respeto-, asimilando toda participación social al marxismo o al socialismo, resulta sumamente extraña. O sea, cuando se trata de que el Estado aporte plata a los bancos, ahí no hay socialismo, sino el cumplimiento del rol del Estado. Cuando se salva a la banca privada y se le entrega 2 mil millones de dólares, eso no implica socialismo: es un deber del Estado. Pero cuando se pretende dar más poder a la participación ciudadana, tal acción inmediatamente se vuelve socialista. Como siempre, capitalistas para las ganancias, socialistas para las pérdidas. Es el sino de la Derecha. Y siento que hay una convicción en creerlo así.



Me cuento entre quienes piensan que esta Constitución monárquica (el fracaso de la Constitución de Pinochet con la firma de Lagos), que consagra un presidencialismo extremo, debe ser cambiada. Y mediante la normativa en debate damos un pequeño paso. Procuramos avanzar, aunque no exentos de dificultades.



Tengo el orgullo de ser el autor de la ley N° 20.131, que permite a los jóvenes de 14 años incorporarse a las juntas de vecinos y participar en la elección de sus directivos. Se trata de una ley poco usada. Sin embargo, espero que sigamos avanzando: que los jóvenes puedan votar a los 16 años y transferir más poder.



En cuanto al texto en análisis, quiero hacer las siguientes observaciones.


Fondo para el Desarrollo de la Sociedad Civil



La pregunta es cuánta plata se le va a asignar y si ello va a depender de los alcaldes, de la voluntad del gobierno de turno, de la necesidad de aportar algo para que la gente no reclame tanto. ¿Cuánto dinero está dispuesto a poner el Senado para que la sociedad civil, las diversas organizaciones de interés público, puedan participar? 



A mi juicio, un Estado que invierte mucho en participación es un Estado que invierte mucho en tranquilidad, en paz social. Y como el Fondo mencionado no tiene fórmulas de financiamiento, espero que este sea por un monto determinado y de carácter permanente. Si no, de repente nos vamos a encontrar con que se le asigna un peso o 10 millones.



Debe existir un mecanismo que garantice que el Fondo va a funcionar, no porque dependa ni de las multas de algo ni de las donaciones de otros, sino porque invertir en participación es una obligación del Estado, tan importante como asignar plata para educación, salud o transporte. Si no se le aporta dinero y queda abierto, lo que estaremos haciendo es un tongo de participación. 



La participación cuesta y el Estado tiene el deber de financiarla, como también la sociedad civil privada tiene el deber y la posibilidad de contribuir a ello.


Artículo 29


En este aspecto, aunque me cueste un poco, coincido con el Senador señor Pérez Varela. 



Quiero expresarle al Honorable colega -por su intermedio, señor Presidente- que esto lo venimos conversando desde hace como 18 años. Porque nada explica que un conjunto de organizaciones o, más bien, de instituciones o servicios públicos que dicen relación con la sociedad civil estén en el Ministerio de Planificación, y otro grupo, en el Ministerio Secretaría General de Gobierno.



Creo que es necesario reformular el MIDEPLAN. Es preciso definir un Ministerio donde haya participación social y preocupación del Estado a través de servicios públicos, adaptado, financiado y diseñado para mantener una mejor relación con la sociedad civil. O sea, que el SERNAM, el Instituto Nacional de la Juventud, la CONADI y el SENAMA estén en MIDEPLAN y, en cambio, queramos radicar este nuevo instrumento en el Ministerio Secretaría General de Gobierno, no me parece adecuado. 



Soy partidario de una profunda intervención del MIDEPLAN. Se ha anunciado veinte veces que va a ser reformulado, rediseñado y convertido en un ministerio de planificación y desarrollo de verdad. Hasta ahora, aparece como un mosaico, lleno de colgajos y, en definitiva, carente de cierto sentido.



El Presidente Frei -actual Senador- dijo durante su mandato: “Vamos a terminar con MIDEPLAN; lo vamos a transformar en otra institución”. Yo sé que es difícil transformar ministerios, pero este requiere una urgente modificación. Y coincido: la Secretaría General de Gobierno no es el órgano más adecuado para que dependa de él un vínculo de participación tan importante, en esta Administración o en cualquier otra.


Artículo 39



En su número 1) se propone reemplazar, en la letra m) del artículo 63 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, la expresión “consejo económico y social comunal” por “Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil”.


La verdad es que la actual legislación fracasó. Ni un solo alcalde -ni de Derecha ni de Izquierda ni independiente- hace funcionar los consejos económicos y sociales comunales (cescos). O sea, es una norma floppy. No hay participación. Los alcaldes no se atreven a convocar a los cescos porque les temen: le temen a la crítica de los dirigentes vecinales, le temen a la voz de la ciudadanía. Y, claro, consultada esta, el domingo sacó a muchos de ellos. 



¿Cuántos de los alcaldes removidos y sustituidos tenían funcionando un consejo económico y social comunal? ¡Ninguno! No los hacen operar.



Mi pregunta es si el Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil va a corregir las deficiencias del cesco. Por lo que veo, la respuesta es no, porque hasta lo va a presidir el alcalde. 



El concejo municipal debe facilitar la participación en asuntos de relevancia local; además, existe la obligación de informar acerca de la marcha de la municipalidad, pero lo que los dirigentes reclaman es participación real, elementos vinculantes, es decir: “Yo no quiero este proyecto; quiero que se cite al Consejo y que el alcalde me preste atención”. Y la única manera de lograr esto es cuando efectivamente el llamado de atención o la convocatoria es vinculante. De lo contrario, la participación será nominal y los Consejos fracasarán igual que los cescos.



No basta con un cambio de nombre: es necesario modificar el sentido de misión que debe cumplir ese organismo de participación de base de las organizaciones sociales.



En el número 7) del artículo 39 se sustituye el artículo 94 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, para establecer que la integración, organización, competencia y funcionamiento del Consejo -que será presidido por el alcalde- se determinarán mediante un reglamento que se someterá a la aprobación del concejo municipal.



¡Trescientas cincuenta y cuatro comunas, trescientos cincuenta y cuatro reglamentos de participación comunal!



Creo que estamos generando una situación muy compleja. Es cierto que la Municipalidad de Chile Chico es diferente de la de Providencia, de la de Cerro Navia o de la de Chiguayante, en mi Región,  pero la verdad es que dejar que un reglamento determine en cada comuna las formas de participación resulta bastante complicado. 



Lo que vamos a tener es restricción de derechos y aumento de derechos. Los alcaldes progresistas -aunque algunos tienen la chapa de progresistas, son extremadamente conservadores- van a ser grandes participadores; otros, muy conservadores, se van a limitar a informar, a través de Internet, en la página web del municipio.



Claramente -extremo el argumento-, lo que no debe ocurrir es que la integración y funcionamiento del Consejo se determinen mediante un reglamento alcaldicio. Al menos debe haber algunas definiciones generales, contenidas en una normativa de carácter nacional, susceptibles de ser adaptadas a nivel comunal.



Otro aspecto que me preocupa es que sea el alcalde quien presida el Consejo, instancia que debe operar con autonomía. ¿De quién? No solo del Gobierno central, sino, particularmente, del gobierno local, o sea, del jefe comunal. ¡Que lo presida el alcalde es intimidatorio! ¡Si en Chile los alcaldes siguen siendo pequeños señores feudales! ¡Del partido que sean! Los alcaldes de Renovación Nacional no tienen contratado a ningún militante de la UDI; los alcaldes socialistas, a ningún democratacristiano. Existe un mecanismo de exclusión política. A quienes pertenecen a otra colectividad no les dan la pasada, ni canastas familiares, ni subsidios, ni nada de lo que se imaginen. 



Por lo tanto, que el Consejo sea presidido por el alcalde, que es precisamente el que tiene que ser fiscalizado a través de una contraloría social por parte de los dirigentes, no me parece. El alcalde puede participar, pero no presidir.



En el número 9) del artículo 39 se reemplaza el inciso primero del artículo 98 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, donde se sustituye la oficina de partes y reclamos por una oficina de informaciones, reclamos y sugerencias y se obliga al municipio a responder las presentaciones en el plazo de 30 días.



¡Plop! 



La verdad es que la gente no quiere que le respondan: quiere que le resuelvan los problemas. 



Cambiar la oficina de partes y reclamos por otra de informaciones, reclamos y sugerencias no resulta. Tiene que haber sanciones si no hay respuesta, y mecanismos de denuncia formal para que el sistema funcione. Lo otro es un simple cambio de nombre.



En el número 10) del artículo 39 se reemplaza el artículo 99 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. Se dispone que ciertas materias deberán someterse a plebiscito, pero, nuevamente, por el alcalde, con acuerdo del concejo municipal, a requerimiento de los dos tercios de los concejales en ejercicio o a solicitud del 5 por ciento de los vecinos inscritos en los registros electorales.



Lo bueno: es importante la figura del plebiscito. Lo malo: no es vinculante. O sea, puede darse el caso de que un alto porcentaje de vecinos, mayor al 5 por ciento -que parece el porcentaje adecuado-, rechace algo -ocurrió en La Reina, donde el 90 por ciento se oponía al cruce por un parque- y el alcalde simplemente diga: “Está bien. ¡Qué bueno escucharlos!”. Pero no hay vinculación.


Si vamos a tener plebiscitos, para no reírnos de la gente y para que efectivamente se trate de una participación real y concreta, tienen que ser vinculantes. Eso es de la más mínima democracia. ¿Para qué preguntarle a la gente si después vamos a desconocer su opinión? 



Ahí, señor Presidente, hay una situación que debe ser modificada. 


Incorporación de organizaciones indígenas


En esta materia, aunque al parecer el Gobierno no lo ha advertido, nos hemos ganado un gran lío.





En efecto, la ratificación del Convenio 169 obliga al Congreso Nacional y al Ejecutivo a revisar la agenda legislativa. 



El Convenio fue ratificado el 15 de septiembre de 2008. De acuerdo con su artículo 38, entrará en vigor el 15 de septiembre de 2009. Pero este año no es de gracia, sino que es el lapso que tiene el Estado que ratifica para efectuar las modificaciones legales necesarias tendientes a adecuar en su ordenamiento jurídico la entrada en vigencia del Convenio. Así lo establece la OIT y, por cierto, ello se debe cumplir.



El proyecto establece modificaciones muy importantes. 



En su artículo 20 incorpora automáticamente a sus disposiciones, “por el solo ministerio de la ley”, a las comunidades y asociaciones indígenas reguladas por la ley Nº 19.253, al otorgarles la condición de “organizaciones de interés público”. 



Sin embargo, también introduce normas y medidas que terminan por menoscabar el estatus de las organizaciones indígenas y limitar el derecho de participación. Esta, en suma, se ubica muy por debajo de las obligaciones de consulta establecidas en el artículo 34 de la ley Nº 19.253 y en los artículos 6 y 7 del Convenio 169.



En la práctica, el proyecto produce el efecto de desconocer la especificidad de las organizaciones de los pueblos indígenas e, indirectamente, desmantelar su estatuto y derechos de participación. Esto es grave y siento que ha sido una omisión, porque el Convenio fue aprobado ahora y el proyecto venía caminando. 



No se consideraron como antecedentes la ley Nº 19.253, en especial su artículo 34, y la jurisprudencia internacional de la Corte Interamericana, vinculante para Chile -nos han condenado un par de veces-, y se ha omitido el Convenio 169.



Este desconocimiento se traduce en las siguientes anomalías.



En primer lugar, la iniciativa impone nuevos controles estatales a las organizaciones de los pueblos indígenas. Se trata de una reglamentación inconsulta que las afectará en forma directa. 



Las organizaciones quedarán supeditadas a un Registro Único Nacional y expuestas a nuevas regulaciones. Ya no solo estarán sujetas a la CONADI, sino que ahora, además, serán controladas por la Secretaría General de Gobierno.



El proyecto, en su artículo 16, impone a dichas comunidades el mencionado Registro Único Nacional, mecanismo de publicidad que no les ha sido consultado y al cual no le han otorgado su consentimiento previo, libre e informado. 



¿Están los pueblos indígenas dispuestos a exponer públicamente su tejido organizacional en un país donde aún no se ha legislado para proteger en forma debida los datos personales y donde las comunidades indígenas y sus directivas son sometidas de manera constante a presiones y acoso por parte de empresas que ambicionan sus territorios? 



El proyecto, indirectamente, al asimilar las organizaciones indígenas al resto de las organizaciones civiles reguladas por la ley, abre la posibilidad de que a aquellas se les apliquen nuevas causales para caducar su personalidad jurídica, no contempladas en la ley Nº 19.253 ni menos aún en el Convenio 169. 



Si bien el texto se refiere a “organizaciones sin fines de lucro”, es claro que existe una intromisión. Resulta muy grave que por esta vía se abra la posibilidad de declarar ilícitas a organizaciones sociales en caso de que alguna autoridad judicial considere que son contrarias a la moral, al orden público o a la seguridad del Estado. 



La Ley Indígena no impone semejantes causales y los legisladores de la época, incluso con Senadores designados -estoy hablando de principios de los noventa-, se cuidaron de no mezclar legislación indígena y seguridad del Estado. 



Esas causales, amplias e indeterminadas, en un país como Chile dejan la puerta abierta para una cacería de organizaciones indígenas. Reivindicar derechos ancestrales, autonomía, libre determinación, ¿será considerado contrario a la seguridad del Estado?



Este es un tema muy vigente. 



Mi Región, señor Presidente -y usted lo sabe-, se halla militarizada en la zona de Tirúa. El Estado gastó 5 mil 700 millones de pesos (11 millones de dólares) solo durante el año 2007 en fuerzas policiales. Y la CONADI contó con 10 mil millones de pesos para comprar tierras en conflicto. 



¡10 mil millones para comprar tierras en conflicto y 5 mil 700 millones en un año para disponer fuerzas de seguridad, particularmente carabineros, a resguardar predios fiscales de las forestales! 



Por eso, señor Presidente, habrá que revisar en plenitud el acápite relacionado con el Convenio 169, el cual debe ser sometido a consulta previa e informada de los pueblos indígenas. Todo el título relativo a la participación de los pueblos indígenas debe ser analizado, conversado y acordado con ellos. 



Así lo establece el Convenio 169, que el Senado aprobó en su oportunidad.





He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, estamos en la discusión general del proyecto.



En primer lugar, quiero manifestar mi conformidad con sus aspectos fundamentales. 



A mi juicio, se trata de una iniciativa muy importante para dar un estatuto jurídico a normas que favorezcan el desarrollo, el fortalecimiento y la participación civil en la vida de la sociedad y en su vinculación armónica con el Estado.



Esto va más allá de la declaración del derecho a la asociación libre contenida en la Constitución. Nos indica que, desde el punto de vista del Estado, es de interés público que se desarrolle la organización de la sociedad civil y, por tanto, que haya una política activa en el sentido de promover la asociación y la participación ciudadanas en los distintos ámbitos de la vida social. 



Ese es el sentido que tiene hacer una ley específica. Si no, bastaría con el texto constitucional. Tal es, creo yo, el gran avance que estamos realizando desde la perspectiva jurídica al aprobar esta normativa. O sea, declarar que es de interés público el que haya una sociedad civil fuerte y, por ende, que también es responsabilidad del Estado poner todo a su disposición para que, efectivamente, pueda desarrollarse y tener cada vez más presencia, participación e influencia en la vida de la sociedad.



Me quiero referir a dos observaciones que han surgido aquí.



La primera tiene que ver con el supuesto de que el proyecto dejaría a las organizaciones de la sociedad civil sujetas, de una u otra manera, al control o supervigilancia de un órgano de carácter -según se dice- político. 



Al efecto, hay que sostener una discusión muy seria y muy a fondo, porque puede existir -así ha ocurrido en la historia de la humanidad, y para qué decir en la historia de Chile y, principalmente, en la historia reciente del Chile no democrático- la tentación de los Estados para influir, manipular o intervenir en las organizaciones de la sociedad civil. Eso es evidente. Es un dato de la realidad.



Ahora, que la institución dependa de la Secretaría General de Gobierno es una herencia del Régimen militar. Esto no lo inventamos nosotros. Además, todos los Ministerios son políticos. Esta diferencia entre los que tienen ese carácter y los que no lo tienen es una distinción que a la Oposición le gusta mucho hacer, pero, en mi opinión, resulta discutible.



Aquí los temas de fondo son dos.



Primero, si se necesita o no un registro. Ese es el primer problema. Porque perfectamente podría no ser indispensable y, en ese sentido, las normas pertinentes serían por completo inútiles. En la medida en que haya una política pública activa, de promoción de las organizaciones e, incluso, un fondo de financiamiento, es evidente que se requiere cierta formalización con el objeto de que no aparezcan entidades que no existen, para no dar tantos recursos fiscales a organizaciones de fachada, etcétera. Debe haber cierta regulación. Por eso se pide contar con personalidad jurídica y cumplir con ciertos requisitos mínimos. Creo que eso no atenta contra la libertad de las organizaciones. De otra manera no se podrían canalizar adecuadamente fondos estatales para el fomento de dichas organizaciones. 



Si no hubiera fomento público, es indudable que no sería necesario el registro. En ese caso, que la gente se asocie y que se dé los estatutos que quiera. Pero estimo que los requisitos establecidos son, en general, muy mínimos. 



Por lo tanto, pienso que ese aspecto está bien salvado en el texto.



Ahora, si la idea es que el registro dependa de otro Ministerio, yo no veo ningún problema. Podría ser el MIDEPLAN u otro. No es el punto. Porque si algún Gobierno quiere intervenir de mala manera, cualquiera que sea la Cartera de que se trate, la información estará disponible igual. Si está en el Ministerio de Justicia y se la quiere enviar a la  Secretaría General de Gobierno -que es órgano político-, es cuestión de apretar una tecla. 



En consecuencia, no me parece relevante de qué entidad dependa la información del registro. Lo que hay que discutir es si este último es necesario. Yo creo que sí, por las razones anotadas. Y, obviamente, tiene que estar en manos de algún organismo del Estado.



Lo mismo vale para las objeciones planteadas por un Senador respecto del voluntariado. No es que se le esté reglamentando, sino que se establecen mínimas normas de registro para las organizaciones voluntarias que sean objeto de políticas públicas. Porque las que no lo son no necesitan ni registro ni personalidad jurídica. 


Entonces, estimo que el argumento no se encuentra bien formulado. Lo otro sería sostener que no debe haber registro público ni exigencia mínima en lo formal, pero no en los contenidos, orientación o definición sustantiva de lo que hace la sociedad civil, pues eso ha de quedar a la libre decisión. Pero me parece razonable un registro con mínimas condiciones a objeto de acceder a recursos públicos.



Por otro lado, escuché un argumento que no aprecio en el texto, en el sentido de que los Consejos, a nivel tanto nacional como regional, tendrían una mayoría de Gobierno. Leo exactamente lo contrario. El Consejo Nacional lo constituyen seis representantes de organizaciones de la sociedad civil, más dos autoridades del Ejecutivo y dos representantes de la ciudadanía designados por el Presidente de la República. Si la aritmética no me falla, seis contra cuatro significa una mayoría de las entidades de la sociedad civil y no del Gobierno. Lo mismo ocurre respecto de los consejos regionales. Pienso que se trata de un error en la lectura de los  artículos 26 y siguientes.



Finalmente, en cuanto a la prevención planteada por el Senador señor Navarro acerca de la vinculación entre la ley en proyecto y el Convenio 169 de la OIT, sobre los derechos de los pueblos indígenas, es una materia que debería ser revisada en la discusión particular.



Por lo expuesto, anuncio mi voto favorable a la idea de legislar.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, procuraré ser breve, porque los principales argumentos presentados  por algunos colegas recogen mi posición. Los planteados por los Senadores señor García, Pérez Varela y Navarro, por distintos caminos, ilustran las inquietudes que surgen de un proyecto que en sí mismo parece una muy buena iniciativa. ¿Quién puede objetar el favorecer, fomentar la participación ciudadana, las organizaciones intermedias y el apoyarlas a fin de que cumplan con sus finalidades? Es como oponerse a mejorar la educación o la salud. Se trata de necesidades del todo indispensables en una sociedad tan compleja y diversa como la nuestra.



Sin embargo, cuando uno empieza a desmenuzar el texto, se encuentra con sorpresas que dan un carácter totalmente distinto al perfil que debería tener una iniciativa de esta envergadura.



En primer lugar, el proyecto entrega al Ministerio Secretaría General de Gobierno el completo control del funcionamiento y de la operatoria de estas asociaciones: su constitución; su registro; la supervisión del funcionamiento y, por lo tanto, la posibilidad de eliminar a una institución del registro por no cumplir con sus fines; la definición de si están o no satisfaciendo el interés público, para los efectos de recibir fondos; la Secretaría General del Consejo. Todo se encuentra entregado a la Cartera mencionada.



Me parece que ello le otorga un carácter eminentemente político a la gestión. Me causa mucho humor ver que algunos avalan esto porque la institución así fue hecha durante el Gobierno militar. Se trata de un argumento nuevo en los Senadores de la Concertación, que se alegran de esa intervención y la fundamentan por haber sido de la Administración castrense. Me parece realmente algo “bonito”, que imagino será efecto poselectoral.



No obstante, lo considero algo absolutamente nefasto. ¿Entregar esto a un Ministro como Francisco Vidal? ¡Por favor! ¡Todos sabemos lo que eso significaría! Él es muy simpático, pero no se equivoca en qué es lo que está haciendo desde que despierta hasta que se duerme. Y creo que además sueña con intervenir en política y actuar y sacar provecho ideológico para su causa.



En consecuencia, se trata a todas luces de crear un instrumento para un Gobierno. No digo que necesariamente para el actual. “Piensa mal y acertarás”, señala el refrán español. Y pensando, por ejemplo, en algunos ministros secretarios generales de gobierno, para no seguir nombrando más al que ya mencionamos, obviamente contarán con una herramienta política.



En cuanto a la constitución del Consejo, se sostenía que solo cuatro personas son representantes del Ejecutivo. ¿Y serán de Oposición los otros seis? ¡Por favor! Entre ellos habrá de todos los sectores. Por lo tanto, cualquiera que sea la composición política, la mayoría de cuatro inclina la integración del Consejo a favor del Gobierno. En consecuencia, ese órgano, que podría ser de un carácter más autónomo obviamente no lo es.



Por otra parte, el Estatuto del Voluntariado es la burocracia del funcionamiento de las organizaciones intermedias. Hay formas comunes y corrientes para constituir las asociaciones. Se dictó una ley de organizaciones comunitarias, está el Código Civil. Todo ello siempre ha funcionado normalmente bajo el Ministerio de Justicia, a cargo de las personerías jurídicas sin fines de lucro. Y nunca nadie ha oído una queja de utilización política, porque las cosas se han hecho técnicamente, sin intervención.



Por consiguiente, el organismo que se está creando con muy buenas intenciones es francamente algo que al final nos produce temor. Y una entidad que busca apoyar a las organizaciones básicas de la gente no debiera generar temor a la manipulación, al mal uso, a que se persigan objetivos distintos de aquellos para los cuales fueron creadas.



En consecuencia, mientras posea ese perfil, no me es posible dar mi voto favorable a la iniciativa. Alguien sostuvo que da lo mismo, que  se puede cambiar de Ministerio. Si así se quiere y se desea liberalizar el funcionamiento del Consejo, entonces, que aquella vuelva a Comisión. Porque, a partir de mi experiencia legislativa, he aprendido que, aprobada una iniciativa en general, resulta muy difícil corregirla en la discusión particular.



Por lo tanto, el proyecto como está no contará con mi voto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, hay una organización que probablemente sea la más importante en nuestro país, que ha fomentado el asociacionismo; que sin duda es una de las más antiguas de nuestra historia en materia juvenil; que agrupa a la mayor cantidad de jóvenes en Chile; que es la segunda más grande del mundo en su rubro; que ha encabezado el presente proyecto de ley: la Asociación de Guías y Scouts de Chile.



Cuando aquí escucho ciertas opiniones, me da la impresión de que algunos tienen en realidad una visión muy sesgada respecto del nivel de las entidades sociales, de su heterogeneidad, de su diversidad y de la importancia de fomentar la organización de la sociedad civil.



La cantidad de encuentros de bandas juveniles en Chile es extraordinaria. También lo son los grupos folclóricos, los de coro. Uno podría hacer una lista muy grande. Lo mismo sucede respecto de algunas organizaciones de adultos, de voluntariado, como la de las  Damas  de  Rojo -fundada en los años sesenta- o la de las Damas de Amarillo, que apoya en los hospitales entregando ropa a los enfermos. Y se podrían nombrar sinnúmero de entidades.



Y lo que ellas han planteado a lo largo de los últimos años en diferentes encuentros, en todas las Regiones, es que quieren contar con recursos y fondos para desplegar sus actividades de forma más permanente y plena. Ese es en esencia el espíritu de la iniciativa en debate.



Y en verdad, el proyecto está bastante recortado, acotado, jibarizado respecto de lo que querían las organizaciones.



En nuestro país -también quiero decirlo- los dirigentes sociales son muy responsables; la abrumadora mayoría, muy maduros, sea en el ámbito deportivo, en lo territorial, en las organizaciones funcionales. Por consiguiente, no me interpretan ciertos criterios entregados ahora respecto de los eventuales beneficiarios del proyecto, en quienes deberíamos estar pensando al discutirlo.



El texto que tenemos frente a nosotros en muchas materias no me interpreta.



En primer término, los Consejos que se crean no me convencen. Entiendo que exista una estructura para definir ciertos criterios sobre distribución de fondos de carácter regional o nacional, como se hace con el FONDART, con el Fondo del Libro o con el de la Música. Creo que en el Senado contamos con la experiencia suficiente para encontrar instancias que den garantías al momento de definir criterios de distribución de recursos económicos y no de selección de proyectos. Eso se puede hacer de buena forma.



A mi juicio, la vinculación con la Secretaría General de Gobierno está de más. Yo creo en la autonomía de las organizaciones sociales. Considero que estas poseen sus propios mecanismos, que son muy útiles. 



Estimo que, si compartimos ese criterio, debemos dejar de lado algunos comentarios excesivamente politizados o partidizados, que no dicen relación a los intereses de las organizaciones que han encabezado este esfuerzo con responsabilidad. Porque pareciera que las entidades que han impulsado esta iniciativa no lo han hecho con responsabilidad. Y de acuerdo con lo que sé, han actuado con gran entrega todas las del voluntariado, que han ido estimulando el asociacionismo en nuestro país.



Tengo dudas respecto de los mecanismos que se usarán para obtener las personalidades jurídicas. Creo que en esta materia vale la pena efectuar una segunda revisión. Las diferentes denominaciones entregadas no me parecen las más adecuadas, pues estimo que llevarán a cierta confusión.



No obstante, estoy de acuerdo en la idea general de que para las organizaciones sin fines de lucro haya procedimientos más fáciles que los existentes en el Ministerio de Justicia, porque estamos buscando un espacio intermedio -a mi entender- entre las de carácter comunal o territorial -regidas por la Ley de Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias- y las corporaciones y fundaciones. Hay un punto intermedio.



Quizás se pueda explorar un procedimiento distinto. No tengo objeción alguna a que se vinculen con el Ministerio de Justicia o con el del Interior, o que se haga otro espacio. Pero no quiero que se pierda de vista que eso no constituye lo principal, así como tampoco lo es quién lleve el Registro ni como se entregan las personalidades jurídicas. Lo que ocurre hoy día es que muchas de esas organizaciones en nuestro país utilizan la Ley de Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias para tener un paraguas legal, aunque su accionar vaya más allá del territorio comunal.



Eso, a mi parecer, lo queremos mejorar.



Entiendo que la idea es aprobar en general el proyecto.



Deseo insistir en que no me gusta mucho la forma en que están diseñados los Consejos. Sin embargo, estimo que tendremos mejores posibilidades de perfeccionar esta iniciativa si entendemos que la gran mayoría de las organizaciones sociales son supertolerantes en lo político, en lo religioso, en lo deportivo; son heterogéneas, diversas, como la Asociación de Guías y Scouts de Chile o las juntas de vecinos.



Me van a perdonar lo que diré: pero pensar que los dirigentes de organizaciones sociales son manipulados con tanta facilidad, creo que constituye despreciar un poco a esas entidades, las cuales tienen su propia dinámica y son dirigidas por personas con buen saber y entender.



Señor Presidente, sería conveniente abrir la votación del proyecto.



Quiero reiterar mi reparo: no veo razón en la dependencia del Ministerio Secretaría General de Gobierno. Pero, además, creo importante recordar el origen de este proyecto: la generación de espacios de participación ciudadana.



Me gustaría que este tipo de organizaciones pudiesen contar con facultades -no está claro que las tengan- para promoción de iniciativas de ley; para consulta ciudadana o plebiscitos comunales; para decidir sobre el uso de recursos y su presupuesto, sea a nivel comunal o regional; que se pueda entregar a la ciudadanía ciertas potestades de las que hoy carecen. Me parece que haría muy bien al sistema político chileno generar espacios de iniciativa, como sucede en otras naciones.



Entiendo que no existe todavía esa voluntad en nuestro país. Sin embargo, trataría de no ir al extremo, pues me llama la atención en esta oportunidad escuchar que el Senador señor García insinúa que en esta iniciativa hay algo así como un manto ideológico y usa un lenguaje –lo digo con todo respeto- un poquito anticuado.



Votaré a favor, señor Presidente. Y pido que se abra la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



Acordado.



En votación general el proyecto.

)----------------------(

El señor NOVOA.- Señor Presidente, pido autorización para que la Primera Subcomisión Mixta de Presupuestos funcione a partir de las 18.



De ser necesario venir a votar, se suspendería nuestra reunión para que lo hagan los  señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?



--Se autoriza.

)------------(

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Minería y Energía, pido prorrogar el plazo para la presentación de indicaciones al proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable señor Senador Allamand, que establece estándares mínimos de desempeño energético para los artefactos eléctricos que se comercializan en el territorio nacional.



Aprovecho la asistencia del señor Ministro Secretario General de la Presidencia para recordarle que el Gobierno se comprometió a enviar una indicación que concita bastante interés en la Comisión Nacional de Energía, porque se enmarca dentro de la política de ahorro energético impulsada por el Ejecutivo.



De modo que solicito al señor Ministro que ojalá mañana nos haga llegar esa indicación, a fin de seguir el análisis del proyecto de ley particularmente interesante presentado por el Senador señor Allamand.



--Se acuerda ampliar el plazo para formular indicaciones al proyecto hasta el 10 de noviembre, a las 12.
)--------------)



--(Durante el fundamento de voto).
El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, deseo efectuar dos reflexiones en torno de esta iniciativa.



En primer término, quiero recordar al Ejecutivo, y fundamentalmente a los miembros del Senado, que cuando discutimos el proyecto sobre la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, establecimos que en cada municipio habría un CESCO, organización a través de la cual se expresaría la voluntad popular y que sería la manera en que la ciudadanía podría participar en la gestión comunal. Todos estuvimos de acuerdo en entregar a las municipalidades la posibilidad de que establecieran los mecanismos por medio de los que las organizaciones sociales y de la sociedad civil pudieran expresarse localmente.



También concordamos en que se trataba de un mecanismo adecuado. Nunca nadie consideró que eso significaba avanzar hacia una sociedad socialista o a una marxista, porque lo cierto era que había unanimidad en que debía darse cierta organicidad a lo que estaba desorganizado.



Además, en ese tiempo, todos participamos de la necesidad de perfeccionar la Ley de Juntas de Vecinos. Por cierto, tenemos claro que hay una dificultad, ya que demasiadas juntas de vecinos no necesariamente cumplen la totalidad de las disposiciones legales.



En lo que avanza este proyecto es en entregar cierta organicidad a las organizaciones voluntarias, en las que por cierto a nadie se obliga a participar.



Me parece que lo más novedoso es dar una cierta estructura a las expresiones múltiples de trabajo voluntario en distintas comunidades. Existe un trabajo voluntario extraordinariamente más extendido que el conocido a través de los medios de comunicación.



Lo que hace esta iniciativa es entregar la posibilidad de que en ese voluntariado tenga cierta responsabilidad el Estado, a través de sus diversas entidades.



Estoy de acuerdo con el Honorable señor Letelier, por ejemplo, en que el Consejo no debiera depender de un Ministerio. Yo soy más bien partidario de que esté supeditado a una Intendencia o a los CORE. Estos debieran ser un factor muy importante, independientemente de la legitimidad de sus miembros. Creo que el día en que se apruebe la idea -ojalá con los votos de todas las bancadas- de que los integrantes de los gobiernos regionales o de los consejos regionales sean elegidos mediante voto popular, ellos tendrán una gran legitimidad. 



¿Por qué no hacer depender a aquellas organizaciones voluntarias que existen en la sociedad de alguna institución que les dé cierta organicidad de modo de canalizar así sus esfuerzos, considerando el hecho de que hoy no tienen la atención suficiente como para que puedan desarrollarse plenamente?



A modo de ejemplo, todos sabemos -y creo que cada uno cuenta con la experiencia de su circunscripción- de la gran organicidad que se está generando respecto de los adultos mayores. Sin embargo, estamos ciertos también de que a ellos les resulta muy difícil poder viajar y acceder a los beneficios que les otorga la ley. Normalmente, carecen de recursos para disponer de un pequeño local donde juntarse y tener efectivamente posibilidades de alcanzar bienes de carácter espiritual o, incluso, material.



A mi juicio, este proyecto no hace sino que continuar con la tradición de nuestro país de dar un mayor grado de organicidad y canalizar los recursos de manera adecuada, para que todas las organizaciones civiles que surgen espontáneamente en la sociedad logren más protección por parte del Estado. Por lo tanto, apreciar en esta iniciativa un intento de manipulación de aquel hacia las instituciones sociales, me parece una exageración. 



En nuestro país no se va a dar esa situación. 



Yo no estoy de acuerdo en que ellas dependan de una sola entidad; de la Secretaría General de Gobierno, por ejemplo. Me parece mucho más adecuado que pertenezcan a las intendencias, a los CORE, donde están representadas todas las expresiones de la sociedad. En este sentido, considero que, en caso de ser aprobado en general el proyecto, debiéramos formular indicación para que aquel sea efectivamente el mecanismo a través del cual se incentive el desarrollo de las organizaciones sociales.



Voto a favor, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, me pronunciaré favorablemente en esta iniciativa porque estimo trascendental fortalecer la organización social del país. No obstante que existe una tradición bastante importante en cuanto a organización social, aún queda un camino largo que recorrer.



Tengo la sensación de que hay una relación muy estrecha entre grado de desarrollo de una nación y grado de organización de la sociedad civil. Según lo que conozco, los países más desarrollados cuentan con asociaciones de los más diversos tipos. Estas son fuertes y permiten a la ciudadanía participar en distintas formas, canalizando energías que, sin lugar a dudas, son positivas. 



Aquí se citó el caso de los adultos mayores. Estimo que una de las cosas buenas que se ha hecho en Chile en el último tiempo se vincula a la organización de esas personas. Esto es algo que viene desde hace diez o quince años. Y la verdad es que da mucho gusto ver cómo gente que antes estaba sola, triste, abandonada en un rincón, hoy día realiza actividades      -tradicionalmente, participa un número mayor de mujeres que de hombres- encaminadas a juntar recursos para, por lo general, conocer el mar o para desplazarse hacia el sur.



Son buenas iniciativas que requieren un marco legal más sólido.



Considero que el proyecto apunta bien en la dirección de promover la organización social, facilitar su constitución y simplificar todo lo relativo a su funcionamiento.



Sin perjuicio de lo anterior, señor Presidente, deseo decir dos cosas. 



Comparto la observación planteada en esta Sala en el sentido de que la dependencia de esas organizaciones de la Secretaría General de Gobierno, dada la tradición de esta última, probablemente no sea la más adecuada. Creo que ese punto es factible de ser revisado. Por de pronto, declaro mi voluntad en orden a participar de una indicación, de un esfuerzo por generar una dependencia y una estructura que dé las máximas garantías en lo atinente al Consejo. Porque creo que sería hacerle un flaco favor a la organización social el establecer una institucionalidad que esté permanentemente bajo sospecha de intervencionismo, de utilización política.



Por otra parte, deseo referirme a una falencia que observo en el proyecto de ley, la cual es importante para mí. 



Pienso que si hay algo difícil de desarrollar en Chile es el ejercicio de la labor de dirigente social. Rara vez estos son gratificados cuando las cosas funcionan y siempre son blanco de fuertes críticas cuando las cosas no salen o tardan, muchas veces por responsabilidades no atribuibles a ellos.



Aclaro que no estoy en absoluto planteando la idea que sostienen algunos de otorgarles cierto tipo de dieta o determinada remuneración a esos dirigentes. Sin embargo, estimo que sería conveniente analizar la posibilidad -y pido al Gobierno que lo considere- de brindarles algún seguro de vida que los cubra en el ejercicio de sus funciones; que constituya un estímulo para el desarrollo de la dirigencia social, un reconocimiento al papel que ellos realizan, y, por cierto, un incentivo para que muchas más personas ejerzan tal labor.



Me parece que esa idea podría ser digna de estudio. Y, naturalmente, por su naturaleza requiere el patrocinio del Ejecutivo.



En todo caso, señor Presidente, voto favorablemente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto por no haberse reunido el quórum constitucional exigido (14 votos por la afirmativa, 2 por la negativa y 10 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Escalona, Gazmuri, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Sabag y Vásquez.



Votaron por la negativa los señores García y Novoa.



Se abstuvieron la señora Matthei y los señores Allamand, Chadwick, Coloma, Espina, Larraín, Longueira, Prokurica, Romero y Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Como la iniciativa fue rechazada, procede la formación de una Comisión Mixta. La Mesa propone que la integren los Senadores de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



¿Habría acuerdo para ello?

El señor LARRAÍN.- ¡Es lo que corresponde, señor Presidente!



--Así se acuerda.
)------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, al igual como lo pidió el Senador señor Novoa, solicito autorización para que la Tercera Subcomisión de Presupuestos funcione paralelamente con la Sala a partir de las 18:30.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Habría objeción en tal sentido?



--Se accede.
)------------------(

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si van a funcionar las Subcomisiones no habrá quórum para sesionar.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Pero habría quórum para aprobar el proyecto signado con el número 3.

El señor GÓMEZ.- Así es, señor Presidente, el que modifica la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Existe unanimidad para acoger esa iniciativa, la que fue aprobada de igual forma en la Comisión.

El señor GÓMEZ.- Efectivamente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Entonces, se procederá a tocar los timbres para que los señores Senadores vengan a votar.

ADECUACIÓN DE LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

A CARTA REFORMADA. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica la ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, con urgencia calificada de “simple”. (Véase en los Anexos, documento 8).

--Los antecedentes sobre el proyecto (4059-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 18 de abril de 2006.

En trámite de Comisión Mixta, sesión 2ª, en 12 de marzo de 2008.

Informes de Comisión:


Constitución, sesión 15ª, en 10 de mayo de 2006.


Constitución (segundo), sesión 14ª, en 2 de mayo de 2007.


Hacienda, sesión 14ª, en 2 de mayo de 2007.


Constitución (nuevo segundo), sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.


Hacienda (nuevo), sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.

Mixta, sesión 62ª, en 28 de octubre de 2008.

Discusión:



Sesiones 19ª, en 6 de junio de 2006 (se aprueba en general); 15ª, en 8 de mayo de 2007 (vuelve a Comisión de Constitución); 77ª, en 19 de diciembre de 2007 (se aprueba en particular).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe señalar, señores Senadores, que la controversia entre ambas ramas del Parlamento se originó en el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados de 30 enmiendas que introdujo el Senado.



La Comisión Mixta, formula en la parte pertinente de su informe, la proposición destinada a resolver las divergencias entre ambas Corporaciones, la que fue acordada por unanimidad, con excepción de la conformación de la nómina de 7 personas que propondrá el Tribunal Constitucional para el nombramiento de 2 suplentes de Ministros, que contó con el voto en contra del Senador señor Larraín y del Diputado señor Eluchans, quienes eran partidarios de la formación de una quina y de la modificación respecto de la oportunidad en que deben formularse los requerimientos, estableciéndose que la promulgación de la ley se entenderá efectuada por el Ejecutivo cuando ingrese a la Oficina de Partes de la Contraloría General de la República el respectivo decreto promulgatorio.



Dicha proposición tuvo el voto contrario del Senador señor Larraín y del Diputado señor Eluchans, quienes se manifestaron partidarios de entender efectuada la promulgación desde la toma de razón del mencionado decreto.



Asimismo, el informe deja constancia de que no se alcanzó acuerdo en la Comisión Mixta respecto del número 4° del artículo 47 S, que correspondía a una de las causales de inadmisibilidad del requerimiento formulado para declarar la inconstitucionalidad de un precepto legal previamente declarado inaplicable. Dicha causal, que se puede consultar en la parte correspondiente del texto comparado, quedará excluida del proyecto.



Toda la proposición de la Comisión Mixta tiene el carácter de orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación del voto conforme de 22 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna las diversas etapas de la tramitación del proyecto de ley.



Finalmente, corresponde informar que la Cámara de Diputados aprobó la proposición de la Comisión Mixta en sesión celebrada el día de hoy.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión el informe.

Tiene la palabra el Honorable señor Allamand

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en cuanto al proyecto que nos ocupa, que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, y que ha de ser visto en virtud de la revisión obligatoria a la que debe abocarse el propio Tribunal, deseo dejar constancia de una cierta duda relacionada con el sistema de miembros suplentes contenido en el articulado de la iniciativa.



Según entiendo, ha habido toda una discusión sobre la materia, porque originalmente se contemplaba un mecanismo de abogados integrantes. Pero, en definitiva, este fue reemplazado y hoy día el proyecto consigna un sistema de miembros suplentes.



La verdad es que la normativa es bastante cuidadosa en cuanto a la forma de nominación, los mecanismos y los requisitos establecidos, precisamente, acerca de los miembros suplentes.



La única duda que a mí me asalta es si, en un organismo de de la naturaleza e importancia descritas, en que la Constitución consigna en forma rigurosa y minuciosa los mecanismos de designación de sus integrantes, donde participan el Ejecutivo, la Cámara de Diputados, el Senado, es dable instituir un sistema de nominación de suplentes diferente, que la Carta no establece.



Entonces, creo muy válido preguntarse, teniendo presente que habrá una revisión obligatoria del texto por parte del propio Tribunal, si en esta materia puede haber un problema de constitucionalidad.



Es perfectamente razonable plantear esta inquietud.



El asunto -como dije- es muy simple. Si la Constitución ha sido especialmente rigurosa y minuciosa al establecer el procedimiento  para el nombramiento de los integrantes de un organismo de esta envergadura, el hecho de que se fije un mecanismo de suplencia -sin que la Carta lo autorice expresamente- distinto del que se establece en el ordenamiento constitucional, a lo menos debe ser objeto de análisis por parte del Tribunal cuando este proceda a la revisión de la normativa que nos ocupa.



Entonces, con esa salvedad, concurriré a la aprobación del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Señores Senadores, se ha pedido segunda discusión para la iniciativa en debate. 



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.
El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solicito que el proyecto de reforma del Tribunal Constitucional sea puesto en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá. 



Acordado.






)------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Asimismo, se ha pedido segunda discusión acerca del proyecto que regula los convenios no concursales para pequeños deudores y pequeñas y medianas empresas, que figura en el quinto lugar de la tabla, y que  también requiere quórum especial.



Terminado el Orden del Día.
VI. TIEMPO DE VOTACIONES
FIJACIÓN DE FÓRMULAS TARIFARIAS DE ELECTRICIDAD PARA PERÍODO 2008-2012. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Romero, Ávila, García, Gazmuri, Pizarro y quien habla.
--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1120-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 59ª, en 8 de octubre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto de acuerdo se refiere al decreto que deberá fijar las fórmulas tarifarlas de electricidad para el período 2008-2012, sugiriendo que se tengan en consideración las  siguientes materias:



-Que los cobros por uso de potencia se realicen por lo consumido durante el mes y por el promedio de lo consumido en el período de horas punta.



-Que se aplique a los consumos de potencia de los usuarios finales la misma definición de período de horas punta que se emplea para la energía que los generadores venden a los distribuidores, y



-Que la tarifa por costos de distribución de electricidad dependa solo de los factores que afecten directamente a dicho costo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

RECONOCIMIENTO DE LUPUS COMO ENFERMEDAD CATASTRÓFICA E INCLUSIÓN EN AUGE. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Prokurica, Bianchi, Kuschel, Naranjo, Orpis, Ruiz-Esquide y quien habla.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1109-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 50ª, en 9 de septiembre de 2008.


Oficio de Comisión:


Salud, sesión 61ª, en 15 de octubre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el reconocimiento del lupus como enfermedad catastrófica y su incorporación entre las patologías cubiertas por el Plan AUGE.



La Comisión de Salud informa a la Sala que a la unanimidad de sus integrantes presentes (Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide) este proyecto de acuerdo no le mereció ninguna observación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
DESARROLLO DE POLÍTICAS PÚBLICAS EN BENEFICIO DE AFECTADOS POR ALZHEIMER. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo y Vásquez.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1118-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 56ª, en 1 de octubre de 2008.


Oficio de Comisión:


Salud, sesión 61ª, en 15 de octubre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objeto del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el desarrollo de políticas públicas que sean necesarias y otra serie de medidas para apoyar a las personas enfermas del mal de Alzheimer.



La Comisión de Salud informa a la Sala que la a unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide) este proyecto de acuerdo no le mereció observación alguna.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminado el Tiempo de Votaciones.
VII. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



Al señor Contralor General de la República, sobre EVENTUALES IRREGULARIDADES EN SITUACIÓN LABORAL DE FUNCIONARIOS DE INDAP.


De los señores GARCÍA, ALLAMAND, CHADWICK, ESPINA, LARRAÍN Y ROMERO:



Al señor Contralor General de la República, solicitándole ADOPCIÓN DE MEDIDAS ADMINISTRATIVAS ANTE EVENTUALES IRREGULARIDADES  EN MUNICIPALIDAD DE TOLTÉN.


Del señor GIRARDI:



Al señor Director General de Movilización Nacional,  con relación a USO Y DETONACIÓN DE EXPLOSIVOS POR PARTE DE HIDROAYSÉN EN RÍO BAKER, COMUNA DE COCHRANE; a la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de Aisén, consultándole sobre EXISTENCIA DE AUTORIZACIÓN SANITARIA O PERMISO PARA ACTIVIDADES DE HIDROAYSÉN O DE CONTRATISTAS EN ZONA DE RÍO BAKER, y a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, formulándole interrogantes y pidiéndole resolución en cuanto a EXISTENCIA DE AUTORIZACIÓN A HIDROAYSÉN O A CONTRATISTAS EN MATERIA DE GENERACIÓN, TRATAMIENTO O EVACUACIÓN DE RESIDUOS EN OBRAS EN ZONA DE RÍO BAKER (comuna de Cochrane).


Del señor HORVATH:


Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a la señora Ministra de Agricultura, a fin de requerir MEDIDAS RESPECTO DE CONTAMINACIÓN TRANSGÉNICA DE CULTIVOS; al señor Ministro de Obras Públicas, para que se dispongan OBRAS DE CONECTIVIDAD E INTEGRACIÓN EN COMUNA DE O`HIGGINS, y al señor Director Nacional de SERNAPESCA, solicitándole AMPLIACIÓN DE PLAZO A PESCADORES ARTESANALES DE AISÉN PARA CAPTURA DE MERLUZA.



Del señor NARANJO:



Al señor Subsecretario de Aviación, pidiéndole informar sobre SITUACIÓN LABORAL DE DIRECTOR DE SERVICIO DE URGENCIA DE HOSPITAL FACH DURANTE  2007 Y 2008.



Del señor OMINAMI:



Al señor Ministro del Interior, haciéndole presente necesidad de AUMENTO DE DOTACIÓN DE CARABINEROS E INVESTIGACIONES EN COMUNA DE OLMUÉ, y a la señora Ministra de Salud, solicitándole antecedentes sobre funcionamiento de SISTEMAS DE CONTROL Y NOTIFICACIÓN A ENFERMOS DE VIH EN QUINTA REGIÓN.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Independientes. 



No intervendrá.



En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

PROBLEMAS QUE AFECTAN A TÉCNICOS BECADOS EN EXTRANJERO. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero llamar la atención de Su Señoría y de la Sala para referirme a la situación que afecta a los técnicos becados en el extranjero.



El debate sobre las posibilidades y la calidad de la educación que reciben los jóvenes chilenos, en todos los niveles, ha estado en la opinión pública y en los foros políticos y académicos desde la revolución de los “pingüinos” en 2006, hecho que permitió a nuestra sociedad recordar la vigencia de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza (LOCE), y que ha derivado, finalmente, en una discusión amplia y diversa sobre el papel del lucro y la exclusión en el sistema educacional, frente a lo que debiera ser la acción del Estado como garante de una educación pública de calidad.



Por eso, muchos no nos sorprendimos y, por el contrario, nos alegramos cuando, en su mensaje del 21 de mayo pasado, la Presidenta Bachelet anunció lo siguiente:



“Que los jóvenes que cursan estudios de formación técnica también salgan a estudiar al extranjero. Este año saldrán los primeros 150 técnicos a cursos de perfeccionamiento en el extranjero.



“De aquí a 2010 habremos creado cupos para que dos mil técnicos jóvenes puedan formarse en los países más avanzados y en áreas prioritarias para el país. Y si es necesario aumentaremos aún más los cupos en todas aquellas áreas que Chile necesita. ¡Estas son oportunidades de verdad para nuestros jóvenes!



“Queremos que el compromiso con la formación de excelencia en el exterior sea permanente. Que nuestros jóvenes sepan que estas oportunidades estarán siempre disponibles. Estamos apostando al futuro”.



Esas fueron las palabras pronunciadas por la señora Presidenta el pasado 21 de mayo, y nos dio alegría escucharlas



Más tarde, a mediados de agosto, la Ministra de Educación, Mónica Jiménez, durante la entrega de las becas a los 150 técnicos seleccionados, dijo:



“Este programa promueve la igualdad de oportunidades entre jóvenes técnicos a través del acceso al perfeccionamiento en centros extranjeros de excelencia, propicia el desarrollo económico del país mediante la formación de capital humano altamente calificado en especialidades que son de interés nacional y, también, posibilita la formación de capital humano avanzado en el desarrollo de capacidades de investigación, desarrollo e innovación en el sistema de educación superior y en el sector productivo”.



En esa ocasión, la señora Ministra reiteró: 



“A los 150 becados de este año se sumarán 1.850 nuevos beneficiarios en los próximos dos años. De esta manera, al finalizar el año 2010, un total de 2.000 técnicos habrán sido becados para realizar estudios de perfeccionamiento en el extranjero gracias a este programa”.



La beca, se señalaba entonces, cubriría todos los gastos asociados al programa, que incluían: pasaje aéreo, cobertura del arancel de la institución, alojamiento, alimentación, viático, seguros y asistencia personal.



Este Programa de “Beca Técnicos al Extranjero” actualmente forma parte del Sistema Bicentenario de Formación de Capital Humano avanzado, lanzado oficialmente tan solo ayer.



Y no es que yo tenga vocación de aguafiestas, como algunos lo han insinuado, señor Presidente, pero debo decir que más allá de la alegría inicial que todos sentimos al ver que se otorgaba a los técnicos la posibilidad de estudiar en el extranjero -tantas veces postergados, porque siempre hablamos de los profesionales: ingenieros, doctores, abogados-, hoy esa
satisfacción se ha transformado en preocupación a partir de informaciones aparecidas en la prensa, de testimonios a través de correos electrónicos, facebook, y de lo que personalmente he podido obtener de algunos de estos 150 jóvenes becados fuera del país. 



Ellos viajaron llenos de expectativas, sueños, esperanzas. Pero cuando aún retumbaban en sus oídos las palabras “Cursos de perfeccionamiento”, “formación de excelencia”, “oportunidades de verdad”, “apuesta al futuro”, la realidad los ha llevado más bien por los caminos del desencanto y la frustración.



Cuando apenas van dos meses desde que viajaron, algunos de estos jóvenes técnicos ya regresaron al país. De hecho, uno de ellos está hoy en las tribunas, porque ha tenido la amabilidad de hacerme llegar algunos antecedentes. Y creemos que tiene que haber una preocupación del Gobierno frente a lo que estamos señalando.



En cuanto a las becas, al inicio de este proceso existía la página web www.tecnicosalextranjero.cl, que estuvo fuera del ciberespacio por un tiempo. Ahora pasó a llamarse www.becaschile.cl, sitio que contenía algunas características sobre las becas.



Así, por ejemplo, se decía en este sitio que el programa estaba dirigido a titulados de carreras técnicas de nivel superior ªque se encuentren en condiciones de cursar estudios teóricos y prácticos durante el plazo máximo de un año en el extranjero”.



El objetivo -se expresaba- era “promover la formación de calidad de Técnicos de Nivel Superior en Chile”, así como “exponer a Técnicos chilenos a experiencias de formación integral, en culturas en que dicha actividad ha constituido un pilar importante para el desarrollo económico y social del país”.



Entre los requisitos estaba el de haberse titulado en los últimos diez años y pertenecer a las áreas de estudio especificadas para cada nación de destino.



Se señalaba, además, que se conformaría un listado de preseleccionados para Canadá y Australia, quienes deberían rendir una prueba de diagnóstico a los efectos de determinar si contaban o no con el inglés básico requerido.



La postulación y la presentación de antecedentes se hacían solo a través de Internet. Y los seleccionados debían suscribir, con la firma de un aval, una carta de compromiso donde se garantizaba su regreso a Chile una vez finalizados los estudios en el exterior.



Los estudios -mencionaba entonces el sitio- se impartirían por un máximo de un año lectivo, en instituciones de excelencia -reitero- y de reconocida trayectoria internacional en la formación técnica de nivel superior. Y se agregaba que tanto las instituciones como las especialidades en las cuales se desarrollarían las pasantías serían definidas por el Ministerio de Educación.



¿Cuál es la realidad, señor Presidente?



Los testimonios que he recibido de parte de algunos jóvenes que aún permanecen en el extranjero y de otros que ya regresaron muestran una realidad muy distinta de la que acabo de describir.



Ello, partiendo desde la selección, proceso durante el cual nunca fueron citados por el Ministerio para conocerlos en persona, recabar antecedentes sobre su perfil e intereses. Solo fueron convocados, mediante llamados telefónicos y algunos correos electrónicos, a la ceremonia de entrega de las becas. Además, nunca se verificaron en original, legalizados, los antecedentes subidos a Internet, lo que, en los tiempos que corren, podría haber facilitado más de una falsificación o adulteración de documentos.



Los seleccionados respondían a gran diversidad de perfiles. Así, había personas de vasta experiencia y trayectoria en su área, con más de un título técnico o universitario, pero también gente sin ningún tipo de experiencia laboral, sino solo el título, lo que, indudablemente, dificultaba la consecución del objetivo de que todos “reforzaran los conocimientos ya adquiridos en Chile”.



De hecho -es preciso decirlo-, así como algunos profesionales han optado por regresar al país ante la constatación de la situación real de estudios, otros han tomado esta como “vacaciones pagadas por el Estado de Chile”.



Un primer aspecto sensible que debieron enfrentar los becarios fue su recepción y alojamiento en casas de familias, las que recibieron una asignación mensual por ello. Según pudieron comprobar en los hechos, a diferencia de lo ocurrido con jóvenes de otros países cuyos Ministerios chequearon los perfiles para que los becarios concordaran de mejor forma con las familias receptoras, en el caso chileno el apuro, al parecer, conspiró contra la posibilidad de elaborar cuestionarios que permitieran velar por este aspecto. De tal modo, muchos llegaron a casas donde había desde problemas de alimentación hasta casos de violencia intrafamiliar, lo que no permitía una adecuada estadía. De hecho, algunos estudiantes sufrieron problemas de salud ocasionados por la alimentación.



A raíz de lo anterior y del costo de la vida en los países de destino, los becarios hicieron presente al Ministerio la insuficiencia de los 200 dólares mensuales que se les entregaban, atendido que muchos debían comprar comida, útiles de aseo, vestimentas adecuadas para el clima, y también, pagar su transporte al centro de estudios.



Por tales razones, algunos le escribieron a la señora Sonia Zavando, del Sistema Innovación de la División de Educación Superior del MINEDUC, funcionaria a cargo del programa, para solicitar la revisión del monto asignado. Recibieron una respuesta mediante la cual se indicaba que esa cantidad “era lo que se tenía” y se instaba a los becarios a “recordar” su época de estudiantes, es decir, a cachar que pasarlo tan mal ahora no era gran novedad.



Señor Presidente, quiero detenerme en particular en la situación de los estudiantes que se hallan en Canadá, tanto porque con ellos he mantenido mayor contacto, a través del e-mail, como porque en ese país se encuentra prácticamente la mitad de los técnicos becados.



En primer lugar, debo recordar que el MINEDUC generó un convenio con la entidad canadiense que agrupa a todos los colleges de aquel país, que imparten formación técnica, aparentemente en las especialidades elegidas en Chile. Sin embargo, los jóvenes verificaron que en dicha nación no existen los estudios de “postítulo” en esta área y que los que se imparten duran como mínimo un año, lo cual, considerando los cuatro meses de aprendizaje del idioma, imposibilita el acceso de los becarios chilenos.



Por otra parte, en el caso específico de los técnicos en turismo, muchos jóvenes que disponían de vasta experiencia y otros títulos fueron derivados a colleges de pequeñas ciudades apartadas, sin ninguna posibilidad de salir de ellas y donde además pudieron comprobar personalmente que la única opción de estudio era el equivalente a un curso básico de turismo impartido en Chile, similar al primer semestre de cualquier carrera tradicional de turismo. 


Esa situación es grave, señor Presidente. Se trata de una realidad bastante alejada de la “profundización de competencias” que ofrecía el MINEDUC en la convocatoria a las mencionadas becas.



Como si eso fuera poco, los estudiantes en comento vivieron también la amarga experiencia de enterarse de que solo para entrar de “oyente” a clases como Introducción al Turismo o Producción de Eventos se necesitaba un nivel de inglés equivalente a 8 -el mínimo exigido para estudiar en Canadá-, requisito que por cierto no tenían y que ni siquiera el proceso de aprendizaje les permitiría cumplir. Es decir, los estudiantes se quedaban fuera.



Aquello revela la falta de prolijidad del Ministerio al someter a los becarios a una prueba de idiomas que ahora ellos mismos no dudan en calificar de “básica”.



Otra situación grave es la que debieron enfrentar jóvenes que eligieron la especialidad de Minería, pues en sus lugares de estudio simplemente no existía la carrera. Y peor aún: fueron derivados a Escuelas de Negocios.



Lamentablemente, se trata de una realidad que se repite en las especialidades de Gastronomía y Salud, donde los becarios saben que poco y nada van a aprender en sus áreas, ya que solo podrán optar a lo más elemental, debiendo asumir que jamás profundizarán sus habilidades ya adquiridas en Chile.



Más grave aún es que la inducción prometida y publicitada en la página www.tecnicosalextranjero.cl nunca existió.



Peor todavía: a muchos becarios nadie los recibió en Canadá, ni siquiera en el college. Únicamente por sus propios medios, ellos averiguaron y lograron constatar la desorganización y la nula planificación del programa. Ninguno tuvo acceso en forma previa a una malla de estudios, ni menos a información acerca de dónde iban a estudiar.



Tras los reclamos y los retornos de muchos de esos jóvenes técnicos, el MINEDUC ha ofrecido, por única vez, entregar 500 dólares a cada uno, a cambio de la suscripción de un documento donde se comprometan a terminar sus “estudios” y, en caso de no seguirlos, a retornar parte de los recursos invertidos en ellos, lo que, de ser efectivo, agravará lo ya narrado.



Algunos becarios -hay que decirlo- decidieron quedarse solo por estudiar, aprender o mejorar su inglés, aunque saben que en su especialidad de poco o nada les va a servir.



Finalmente, quisiera relevar que muchos de los referidos jóvenes tienen familias, hijos, y dejaron trabajos para optar a esa “oportunidad”, que terminó en una gran decepción.



Ellos merecen recibir más que una explicación administrativa formal y que el diploma con un lindo logo de un college por asistir de oyentes a diferentes cursos, no siempre relacionados con su profesión y que no les servirán ¡de nada! a su regreso al país.



Por eso, junto con anunciar que presentaremos numerosas indicaciones a las glosas pertinentes del presupuesto del MINEDUC, pido que se oficie en mi nombre a la Ministra de Educación, señora Mónica Jiménez, para que nos informe detalladamente acerca del proceso de convocatoria, selección y envío de los referidos 150 jóvenes técnicos a Canadá, a Australia y al País Vasco; nos remita un listado con sus nombres y títulos, precisando la Región de origen y el college al que fueron derivados; nos señale las carreras que fueron a estudiar, y nos indique los criterios de selección de los colleges y los montos invertidos por el Estado en cada joven.



Por cierto, también solicito que la señora Ministra se refiera a las respuestas entregadas por el MINEDUC ante los legítimos reclamos de los becarios; nos señale los nombres de quienes retornaron y las razones que tuvieron para hacerlo -que nos digan por qué volvieron-, y nos indique cómo el Ministerio puede garantizar que aquellos que sean beneficiados para estudiar en otros países, ya sea carreras técnicas o posgrados, no volverán a vivir las experiencias que he descrito y que, claramente, no responden a las expectativas de los postulantes, ni menos a las necesidades profesionales del país, que estas becas -se suponía- debían satisfacer.



Además, con motivo del debate presupuestario, debo recordar -y lo hago en mi calidad de Presidente de la Comisión de Educación del Senado- que la Presidenta de la República anunció más de 30 mil becas de estudios de postítulo. Y como señalaron Víctor Pérez, Rector de la Universidad de Chile y Presidente del Comité Ejecutivo del Consejo de Rectores, y Juan Zolezzi, Rector de la Universidad de Santiago y Presidente del Consorcio de Universidades Estatales, ellos nunca fueron consultados.



¡El Ministerio de Educación envía al extranjero a miles de profesionales que abandonan sus trabajos para ir a obtener un doctorado o un posdoctorado, y las universidades chilenas ni siquiera son consultadas!



Además, como señaló el Rector Pérez muy asertivamente y con gran fuerza, si no se provee el aporte para financiar jubilaciones al interior de nuestras universidades, todos aquellos que realicen doctorados o posdoctorados en el exterior no tendrán cabida aquí cuando regresen. Por consiguiente, o quedarán frustrados, o deberán salir del país. 



Esa gente ha ido al extranjero a capacitarse para enseñar mejor, para investigar, pero en Chile no existen cupos. No hay sincronía entre la vuelta de profesionales altamente capacitados y la disponibilidad de nuestras universidades para recibirlos. En ellas, 5 mil académicos se encuentran en condiciones de pensionarse; sin embargo, el Ministerio de Hacienda no entrega los recursos necesarios para concretar las jubilaciones. 



Por lo tanto, como dijo el Rector de la Universidad de Chile -la casa de estudios pública más importante del país-, estamos ad portas de que el programa pertinente se convierta nuevamente en un fracaso. Es decir, tanto en el nivel técnico como en el profesional de doctorados y posdoctorados, nos enfrentamos a una Cartera que no consulta a las instituciones adecuadas y realiza las cosas a medias.



En esta materia salió el tiro por la culata. Los jóvenes están indignados, y sus familias, tremendamente preocupadas, no solo porque se trata de plata del Fisco, sino porque muchos de ellos abandonaron sus trabajos para salir al exterior a perfeccionarse. Querían aprovechar la oportunidad que el Estado de Chile les ofrecía. Es gente responsable, de esfuerzo, que se educó y trabajó. Muchos ya pagaron sus carreras. Y esta era una gran ocasión. 



¡Qué manera de desvirtuar las oportunidades que la Presidenta de la República plantea!



Yo pido que se establezcan las responsabilidades. La señora Ministra de Educación debe señalar qué pasó. 



¡Esto es escandaloso!



Existe un problema. Y, frente a él, los afectados se han comportado de manera superdecente: hicieron llegar los antecedentes del caso a un Senador para que formalmente los entregue al Gobierno.



La verdad es que la situación registrada daba para un tremendo escándalo. Ellos lo saben, pero no quieren por nada que se transforme en un hecho político. Solo buscan una solución. Desean que tanto la situación de quienes están en el extranjero como la de aquellos que regresaron se resuelvan, y que se saquen lecciones para que el problema no vuelva a surgir.



Espero que el MINEDUC procese la situación y, en particular, que la Ministra ordene la investigación necesaria. Porque lo ocurrido deja muy mal parados no solo al Gobierno, sino también al Senado, que en unos días más deberá votar el proyecto de Ley de Presupuestos 2009.



Señor Presidente, con los Senadores Larraín, Muñoz Barra y Ávila ya dijimos, entre otras cosas, que no estamos disponibles para aprobar el presupuesto del Ministerio de Educación si al menos no debatimos sobre la deuda histórica que afecta a los profesores.



No queda más que plantear el asunto duramente. Pero esto no es deslealtad ni traición, sino obligar a que por lo menos se discuta acerca de materias respecto de las cuales se han cometido errores que el Gobierno tiene el deber de corregir. 



En cuanto a la deuda con los profesores, reitero que no estoy dispuesto a votar a favor del presupuesto de dicha Cartera si al menos no se debate acerca de cuándo vamos a resolver los aspectos de fondo.



Los jóvenes técnicos que se hallan en Canadá, en Australia y en el País Vasco esperan una respuesta. Confío en que la Ministra la entregue con la mayor brevedad y en que encontremos la forma de ayudar a que el problema se solucione. Pero tal situación no puede continuar. 



He dicho.



¡Patagonia sin represas!



--(Aplausos en tribunas).

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Adhiero a la solicitud de oficio formulada por Su Señoría.


--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Prokurica.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Los Comités Demócrata Cristiano, Mixto, Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional no harán uso de sus tiempos.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:28.

Manuel Ocaña Vergara,






Jefe de la Redacción 

A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS

1

OFICIOS DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRO DE LA CORTE SUPREMA A DON GUILLERMO SILVA GUNDELACH

(S 1125-05)

DE
:
PRESIDENTA DE LA REPUBLICA

A
:
SEÑOR ADOLFO ZALDIVAR LARRAIN



PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. Se encuentra vacante un cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema por cese de funciones de don Enrique Tapia Witting.

2. De conformidad al inciso tercero del artículo 78 de la Constitución Política de la República, corresponde al Presidente de la República, con acuerdo del H. Senado, designar a los Ministros de la Corte Suprema, de una cinquena que le haga llegar al máximo tribunal del país.

3. Habiéndose producido la situación descrita en la parte final de la norma antes citada, mediante oficio Nº 4351, de fecha de 06.08.08, la Excma. Corte Suprema procedió a completar la cinquena conformada por miembros pertenecientes al Poder Judicial, y en base a la cual corresponde al Presidente de la República hacer su proposición al Senado.

4. En mérito de lo anterior, y de conformidad a lo establecido en el artículo 78 de la Constitución Política de la República, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación, para designar en el cargo de Ministro de la Excma Corte Suprema a don GUILLERMO SILVA GUNDELACH.

Saluda atentamente a Ud.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, 

Presidenta de la República

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 150 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO, RELATIVO A DESCANSO SEMANAL DE TRABAJADORAS DE CASA PARTICULAR

(5310-13)



Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 150 del Código del Trabajo por el siguiente:

“Tratándose de trabajadores que vivan en la casa del empleador se aplicarán las siguientes normas:


a) Tendrán derecho a un día completo de descanso a la semana, el cual podrá ser fraccionado en dos medios, a petición del trabajador.


b) Tendrán derecho a descanso todos los días que la ley declare festivos. No obstante, las partes, con anterioridad a ellos, podrán pactar por escrito que el descanso se efectúe en un día distinto que no podrá fijarse más allá de los noventa días siguientes al respectivo festivo. Este derecho caducará si no se ejerce dentro de dicho plazo y no podrá compensarse en dinero, salvo que el contrato de trabajo termine antes de haberse ejercido el descanso.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): GUILLERMO CERONI FUENTES, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados

3

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES PROKURICA, ESPINA, HORVATH, ROMERO Y SABAG, QUE MODIFICA EL DL. Nº 2.695, DE 1979, EN LO RELATIVO A POSESIÓN Y DOMINIO DE LA PEQUEÑA PROPIEDAD RAÍZ

(5417-12)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de someter a vuestra consideración su segundo informe relativo al proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica, Alberto Espina, Antonio Horvath, Sergio Romero y Hosaín Sabag.

 - - -

A las sesiones que vuestra  Comisión dedicó al estudio de este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Baldo Prokurica Prokurica.

Concurrieron, asimismo, la Ministra de Bienes Nacionales, señora Romy Schmidt, la Jefa de la División Jurídica, señora Pilar Vives, y la Jefa de la División de Constitución de la Propiedad Raíz, señora Lorena Escalona, de la misma cartera ministerial.


NORMAS DE QUÓRUM

No hay.

 - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo transitorio.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 3,  11, 13, 14, 15, 20, 22, 23, 24, 25 y 26.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 6, 8 letra b), 10 letra b), 16 y 18. 

4.- Indicaciones rechazadas: 2, 4, 5, 7, 8 letra a), 9, 10 letra a), 12, 17, 19, 21, 27, 28 y 29.

5.- Indicaciones retiradas: 1. 

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.
 - - -

CONSTANCIAS


En cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República y del artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional  del Congreso Nacional, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales mediante Oficio N° MA/ 265/2008, de 7 de octubre del año en curso, recabó la opinión de la Excma. Corte Suprema con relación a la indicación número 25, letra a) de S. E. la Presidenta de la República  recaída en el artículo 22 del decreto ley N° 2.695, de 1979. A la fecha del despacho de este segundo informe, no se había recibido la respuesta de ese Excmo. Tribunal.
 - - -

DISCUSIÓN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las Indicaciones presentadas, explicándose las disposiciones en que inciden, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.


Las indicaciones números 1 y 2, del Honorable Senador señor Vásquez, para incorporar dos numerales nuevos previos al número 1 del  texto aprobado en general.

La primera es del siguiente tenor:


1.-“….) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 1º, la expresión “Los poseedores” por “Las personas naturales que sean poseedoras”.”.

El artículo 1° del texto legal vigente prescribe que serán habilitados para adquirir el dominio por prescripción adquisitiva a que se refiere esta legislación, aquéllos poseedores de bienes raíces rurales o urbanos, cuyo avalúo fiscal sea el indicado en la misma norma, y que carezcan de título inscrito.


El Honorable Senador señor Vásquez expresó que la Indicación que formula, pretende limitar el procedimiento de regularización sólo a ”las personas naturales que sean poseedoras”:


Refirió que, como es sabido, algunas empresas del sector forestal han regularizado, mediante el decreto ley N° 2.695, de 1979,  miles de hectáreas lo que, en su opinión, no corresponde, dado que ha entendido que esta legislación beneficia sólo a personas naturales, y por un determinado avalúo fiscal.

Agregó que las grandes extensiones a que se refirió suelen ser terrenos de escaso valor comercial y, en consecuencia, se regularizó una a una estas propiedades, burlando con ello el espíritu de la ley.


El Honorable Senador señor Prokurica consultó a la señora Ministra cómo era posible que esta situación ocurriera, en circunstancia que el decreto ley N° 2.695, de 1979, tiene por objeto regularizar la pequeña propiedad raíz.


A su vez, el Honorable Senador señor Horvath manifestó no ser partidario de la Indicación en comento, por cuanto su aprobación implicaría que organizaciones comunitarias, tales como una junta de vecinos, un club deportivo o una asociación de pescadores artesanales, quedaran excluidas del beneficio que contempla el citado decreto ley.

La Ministra de Bienes Nacionales, señora Romy Schmidt manifestó su discrepancia con la Indicación propuesta, señalando que el propósito del decreto ley N° 2.695, de 1979, es permitir la regularización de pequeñas propiedades, cuyo avalúo señala la misma norma, sin distinguir entre personas naturales y jurídicas, añadiendo que el porcentaje de bienes raíces que han sido regularizados por personas jurídicas es de un 10% a un 15%, y, en su gran mayoría corresponden a entidades sin fines de lucro.


--La Indicación fue retirada por su autor.

La Indicación N° 2, tiene el siguiente tenor:


2.-“…) Sustitúyese, en el número 1 del artículo 2º los términos “cinco años” por “diez años”.”.



El Honorable Senador señor Vásquez, expresó que su Indicación se explica, por cuanto el plazo establecido por el Código Civil para la prescripción adquisitiva ordinaria es de cinco años, en tanto que el plazo de 10 años se establece para la prescripción extraordinaria, en relación a los actos absolutamente nulos, y precisamente, acotó, el decreto ley N° 2.695, de 1979, regula una situación que no se refiere a actos jurídicos sino que a hechos, como son los actos posesorios.

La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales, señora Pilar Vives, señaló que  el decreto ley N°  2695, de 1979, tiene carácter excepcional, y por ello los plazos que considera tienen la misma naturaleza.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Longueira relativa a la cantidad de solicitudes anuales y los plazos promedio de regularización, aseveró que la demanda anual asciende a 12.000 solicitudes, de las cuales 8.000 son acogidas por reunir los requisitos legales. 


El Honorable Senador señor Prokurica opinó que la manera de probar el cumplimiento de la posesión en dicho plazo de 5 años es muy precario, dado que a veces basta con un simple certificado, proponiendo que el plazo de prescripción adquisitiva se mantenga en cinco años, exigiéndose mayores requisitos para probar la posesión.

El Honorable Senador señor Horvath, manifestó que la normativa que contempla el decreto ley N° 2.695, de 1979, constituye, precisamente, un instrumento para regularizar la posesión no inscrita, y que si bien puede ser objeto de una utilización maliciosa, es partidario de mantener el plazo de cinco años y de mejorar los sistemas de publicidad  que establece la ley.

Enseguida, la Jefa de la División de Constitución de la Propiedad Raíz, señora  Lorena Escalona, afirmó que la prueba de la posesión es suficientemente sólida, considerando que no se trata de la prueba del dominio. Agregó que el Ministerio de Bienes Nacionales no otorga el dominio del bien raíz, sino que dicta una resolución que reconoce al solicitante el carácter de poseedor regular, que le permite a éste, al cabo de un año, adquirir el dominio mediante la  prescripción adquisitiva de corto plazo.


Añadió que es importante mejorar los sistemas de prueba y de publicidad teniendo en consideración que se está probando hechos.



Agregó que entre las Indicaciones que formuló el Ejecutivo se propone una modificación relativa al plazo para adquirir el dominio mediante la prescripción, que actualmente es de un año, y se amplía a dos. 

--Puesta en votación la Indicación N° 2 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Longueira, Navarro y Prokurica.

NÚMERO 1)


La Indicación N° 3, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el N° 1) del texto aprobado en general por el siguiente:


“1) Intercálese en el artículo 2º, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser inciso final:


“El solo hecho de existir una inscripción anterior que ampare el inmueble, no significará que el poseedor material esté reconociendo dominio ajeno, sin perjuicio de los derechos del titular de esa inscripción contemplados en el Título IV de la presente ley.”.”.


La señora Ministra de Bienes Nacionales expresó que la Indicación propuesta sólo traslada la norma contenida en el inciso final del artículo 4° por razones de ordenamiento del texto actual.


--Puesta en votación la Indicación N° 3 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Longueira, Navarro y Prokurica.



La Indicación N° 4, del Honorable Senador señor Allamand, para sustituir el N° 1) del texto aprobado en general por el siguiente:


“1) Modifícase el artículo 2º de la manera que sigue:



a) Agregar el siguiente número 3, nuevo:



“3.-Exhibir un título aparente de dominio, entendiéndose por tal:


a) El emanado del más reciente titular de la inscripción de dominio del inmueble, o al menos de alguno de ellos, si fueren varios; tal como un contrato de promesa que no hubiere dado lugar a la celebración del contrato prometido;


b) La calidad presunta de heredero, cuando la inscripción de dominio vigente fuere de una antigüedad mayor de diez años y el solicitante acreditare que si se hubiera tramitado regularmente la posesión efectiva del inmueble le hubiere correspondido algún derecho en él, o


c) Una promesa o contrato sin fuerza legal por no cumplir requisitos legales, en cuya virtud el solicitante hubiera podido adquirir derechos de una persona que se encuentre en la situación de la letra b).”.


b) Suprimir el inciso segundo.”.


El Honorable Senador señor Prokurica manifestó su concordancia con la Indicación propuesta, afirmando que la misma va en la dirección correcta al exigir mayores requisitos al poseedor no dueño para acceder al beneficio contemplado en el decreto ley N° 2.695, de 1979,  tales como exhibir un título aparente de dominio.


El Honorable Senador señor Longueira discrepó
del sentido de la Indicación en estudio, afirmando que es preferible establecer mayores exigencias en las publicaciones y en la información, en lugar de aumentar los requisitos para acceder al beneficio establecido en el texto legal en estudio, que, en definitiva, impedirá el uso de esta legislación.

La señora Ministra de Bienes Nacionales afirmó compartir el criterio del Honorable Senador señor Longueira, aseverando que esta  legislación ha sido un instrumento de gran utilidad, que ha permitido a personas vulnerables, de escasos recursos y de sectores rurales el acceso a la propiedad, señalando que el 80% de los peticionarios son de sectores rurales y el 52% son mujeres.

Luego se refirió a las irregularidades que el Ministerio ha detectado, las que están siendo conocidos por la justicia ordinaria, que no alcanzan al 0,5% del total de casos que conoce esa Cartera de Estado.


--Puesta en votación la Indicación fue rechazada por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Longueira, un voto a favor del Honorable Senador señor Prokurica y una abstención del Honorable Senador señor Navarro.



La Indicación N°5, del Honorable Senador señor Allamand, para intercalar, a continuación del número 1), el siguiente, nuevo:



“…) Deróguense los incisos primero y segundo del artículo 3º.”.


En concordancia con el rechazo de la Indicación anterior y, con la misma votación,  se desechó la Indicación.
NÚMERO 2)


La Indicación N°6, de S. E. la Presidenta de la República, para sustituir el N° 2) del texto aprobado en general, por el siguiente:


 “2) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:


  a) Sustituir el inciso primero, por el siguiente: 

       
 “Artículo 4º.- La posesión material deberá acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil, como el corte de maderas, la construcción de edificios, la de cerramiento, las plantaciones o sementeras y otros de igual significación que impliquen habitación o explotación del inmueble cuyo título se pretende regularizar o por algún título o antecedente que le de la apariencia de dueño, conforme lo señalado en el inciso segundo del artículo 3º.”.


b) Agregar en su inciso segundo, a continuación de la expresión “del peticionario”, la oración “a menos que ocurra la circunstancia prevista en la parte final del inciso primero del artículo 8º, caso en el cual no será aplicable el presente decreto ley.”.


c) Suprimir su inciso tercero.”. 


La Ministra de Bienes Nacionales explicó que la Indicación acoge la idea propuesta en la Moción, contenida en el artículo 4° del texto aprobado en general, cuya finalidad es la de señalar cuáles son los hechos positivos que sirven de fundamento a la posesión material. Lo anterior, manteniendo la referencia al artículo 925 del Código Civil.


Asimismo, la letra b) agrega en el inciso segundo del artículo 4° una referencia que recoge la idea del texto aprobado en general en orden a proteger al propietario que esté al día en el pago del respectivo impuesto territorial, que se encuentra contenida en la Indicación N° 11 formulada por el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Prokurica manifestó su conformidad con lo planteado por la titular del Ministerio de Bienes Nacionales, coincidiendo con la Secretaria de Estado en cuanto acoge alguna de las ideas contenidas en la Moción.


--La Indicación N° 6 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira  y Navarro.

En sesión del 7 de octubre de 2008 y en virtud del artículo 125 del Reglamento del Senado, y como consecuencia de la discusión recaída en la Indicación N° 7, la Comisión acordó reabrir debate respecto de la Indicación N° 6.


-- En consecuencia, la Comisión aprobó la Indicación, con la enmienda que se indicará en el capítulo de modificaciones, por la unanimidad de los miembros  presentes Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, y Prokurica.

La Indicación N° 7
, del Honorable Senador señor Allamand, para reemplazar el N° 2) del texto aprobado en general por el siguiente:



“2) Modifícase el artículo 4º de la manera que sigue:



a) Sustituir el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 4º.- La posesión material deberá acreditarse por hechos positivos que impliquen habitación o explotación del inmueble cuyo título se pretende regularizar o por algún título o antecedente que le de apariencia de dueño, tales como la adquisición de mejoras o de derechos y acciones sobre el inmueble, sea por instrumento público o privado y el hecho de ser el solicitante descendiente o heredero presunto del poseedor anterior. La calidad de descendiente podrá acreditarse también con las partidas de bautismo y de matrimonio religioso o con la partida de nacimiento en que conste el nombre del padre o de la madre.”.


b) Suprimir, en el inciso segundo, el vocablo “plena” y la última oración.”.


El Honorable Senador señor Prokurica afirmó que la Indicación propuesta por el Senador Allamand pretende limitar los medios de prueba de la posesión, restringiéndolos a aquellos hechos positivos que impliquen habitación o explotación del inmueble o a algún título  que le de apariencia de dueño.


A su vez, la Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales hizo presente que la Indicación N° 6 del Ejecutivo reemplaza el numeral 2 del texto aprobado en general, sustituyendo el inciso primero del artículo 4°, que en su concepto, recoge las  inquietudes tanto del Senador Allamand como las del Senador Prokurica, en cuanto incorpora distintos medios de probar la posesión.


Es así como el artículo 4° del texto vigente se remite al artículo 925 del Código Civil, el que establece, a vía ejemplar, diversos medios de prueba de la posesión, en tanto que la Indicación del Ejecutivo agrega las que ya plantearon los Senadores señalados.


Por su parte, la Indicación en estudio alude a los títulos o antecedentes que dan apariencia de dueño, excluyendo los ejemplos a que se refiere el artículo 925 del Código Civil. Asimismo, excluiría como medio de prueba el pago del impuesto territorial, la explotación del predio, y todas las que se recogen en la modificación ya señalada.   


La Jefa de la División de Constitución de la Propiedad Raíz, señora Lorena Escalona, aseveró que la redacción del artículo 4° que se propone aprobar en la Indicación N° 6 es perfectible, sugiriendo se agregue una oración que señale que ninguno de los hechos o medios de prueba que se indican, constituye plena prueba considerado individualmente, y que el conjunto de ellas concurre a la formación del conocimiento de causa.


La Comisión acordó acoger lo señalado por  la representante del Ministerio de Bienes Nacionales, y en consecuencia, modificar la Indicación N° 6 de S. E. la Presidenta de la República, en el sentido ya indicado.


-- Por lo expuesto, la Indicación N° 7 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 8, del Honorable Senador señor Vásquez, para intercalar, a continuación del número 2), los siguientes, nuevos:



“…) Modifícase el artículo 4º de la manera que sigue:


a) Reemplazar en el inciso segundo la expresión “cinco años” por “diez años”.


b) Intercalar, en el inciso final, a continuación de la frase “titular de esa inscripción”, la siguiente: “, incluyendo los”.”.


La letra a) de esta Indicación propone aumentar el plazo establecido en el inciso segundo del artículo 2° del texto vigente.


--La letra a) fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro.

La Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales, señora Pilar Vives manifestó que la propuesta de la letra b) de la Indicación, posibilita que puedan ejercer acciones de oposición no sólo los propietarios del bien raíz sino que, además, terceros que no tengan ese carácter. 


Cabe señalar que habiéndose aprobado la Indicación N°3 de S.E. la Presidenta de la República que trasladó el texto a que hace referencia la indicación en estudio como inciso tercero del artículo 2° del decreto ley N° 2.695, de 1979, la Comisión acordó aprobar la Indicación del Honorable Senador señor Vásquez trasladándola a dicha ubicación.



--Puesta en votación la letra b) se aprobó, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro.


La Indicación N° 9, del Honorable Senador señor Vásquez, propone agregar un número nuevo del siguiente tenor:


“…) Intercalar, en el artículo 6º, a continuación de las palabras “declaración jurada”, la frase “ante el oficial del Registro Civil en cuyo territorio jurisdiccional se encuentre el inmueble o ante el funcionario que el Servicio determine,”.”.


El Honorable Senador señor Prokurica coincidió con la Indicación propuesta, puesto que a su juicio, se le otorga mayor seriedad a la declaración jurada como medio de prueba, si se realiza ante un Oficial del Registro Civil. 


Por su parte, la Ministra de Bienes Nacionales manifestó que de aprobarse esa Indicación, la norma restringiría el número de funcionarios ante los cuáles puede prestarse la declaración jurada, que son los indicados en el artículo 5° del decreto ley N° 2.695, de 1979.



El Honorable Senador señor Allamand manifestó que en lo relativo el valor de las declaraciones juradas, éste  radica en lo que se declara y no ante quién se declara. 


--Puesta en votación la Indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro.

La Indicación N° 10, del Honorable Senador señor Vásquez, para incorporar un nuevo número en el texto aprobado en general, del siguiente tenor:


“…) Modifícase el artículo 8º de la manera que sigue: 


a) Intercalar, en el inciso primero, a continuación de la expresión “ley 17.729”, la siguiente: “y 19.253”.


b) Intercalar, en el inciso segundo, a continuación de la frase “herencias deferidas a favor de ellos,” la siguiente: “como asimismo los inmuebles que se encuentren comprendidos en una herencia yacente”.”.


La señora Ministra de Bienes Nacionales señaló que la modificación propuesta mediante la letra a) pretende que la referencia se efectúe no sólo a la ley N° 17.729, sino que se haga, además, a la Ley N° 19.253, sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Pueblos Indígenas, esta última derogó la señalada ley N°17.729. Por tal razón en la Indicación número 11 del Ejecutivo se propone que la referencia se efectúe a la normativa vigente en la materia.


-- La letra a) de la Indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

En cuanto a la letra b), la Ministra de Bienes Nacionales aseveró que existe  una confusión entre el concepto de herencia vacante y el de herencia yacente, esta última es aquélla herencia testada en la que transcurrido el plazo de 15 días desde que se abrió  la sucesión, los bienes de la herencia no han sido reclamados por heredero alguno.  En la herencia yacente  no pasan necesariamente los bienes al Fisco, como sí ocurre en el caso de la herencia vacante.


La Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales manifestó que la aprobación de la letra b) de esta Indicación, que incorpora las herencias yacentes dentro del artículo 8° podría ser interpretado como que el decreto ley N° 2.695, de 1979, no se aplicaría a inmuebles de particulares incluidos en la herencia yacente, lo que contraría el sentido de la norma, cual es el de excluir sólo a las propiedades fiscales inscritas a nombre del Fisco, los gobiernos regionales, municipalidades, y servicios públicos descentralizados.


A su vez, el Honorable Senador señor Vásquez afirmó que se debe tener presente que en la herencia yacente, a falta de herederos la herencia pasa al Fisco, por lo que estimó conveniente incluir a los bienes inmuebles de la herencia yacente, dentro de los bienes a los cuales no les es aplicable la regularización que contempla la citada legislación. 


La Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales reiteró sus planteamientos, agregando que no cabe duda que la herencia vacante pasa al Fisco, según lo establecen las normas de la sucesión intestada. En tanto, respecto de la herencia yacente, aseveró que es aquélla en la que transcurrido el plazo legal para aceptarla, los herederos no han concurrido a ello.


Añadió que puede suceder que, no habiendo herederos o no habiendo aceptación de éstos, la herencia pase al Fisco, sin embargo, en la sucesión testada pueden existir legados de inmuebles que deben respetarse, en consecuencia, aún cuando el Fisco sea heredero universal, los legatarios de inmuebles pueden requerir de la regularización establecida en esta legislación.


El Honorable Senador señor Vásquez expresó que, en su opinión, es conveniente modificar la redacción de la Indicación en análisis, en el sentido de incluir a “las herencias vacantes y yacentes, según proceda”, con lo cual quedarían excluidos los legados.


El Honorable Senador señor Prokurica coincidió con lo expresado por el autor de la Indicación, en el sentido que en ningún evento el Fisco pueda ser desplazado por un tercero que no tiene la calidad de heredero o de legatario, utilizando para ello el citado decreto ley N° 2.695, de 1979. 


-- Puesta en votación la letra b) de la Indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.
NÚMERO 3)


La Indicación N° 11, de S. E. la Presidenta de la República, para sustituir el número 3) del texto aprobado en general por el siguiente:


“3) Modifícase el artículo 8°, del siguiente modo:


a) Introducir las siguientes modificaciones a su inciso primero:


i) Reemplazar la expresión “ley 16.741” por “normativa vigente en la materia”.


ii) Agregar, a continuación de la expresión “provincia de Isla de Pascua”, la frase “y a los inmuebles con inscripción de dominio anterior vigente en que el pago del impuesto territorial, en los casos que corresponda, reúna las características de regularidad y continuidad por quien aparece como titular de la respectiva inscripción.”.


b) Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto, a ser incisos cuarto, quinto y sexto, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales podrá aplicar el procedimiento de regularización establecido en este decreto ley y bajo los requisitos que esta normativa establece, a inmuebles o terrenos poseídos por particulares y que se encuentran al interior de propiedades fiscales amparadas por inscripciones globales o departamentales practicadas a nombre del Fisco de acuerdo al procedimiento establecido en el  artículo 58 del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces.”.


c) Eliminar en el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, la expresión “Sin perjuicio de lo anterior,” y agregase entre las palabras “podrá” y “aplicar”, la expresión “, asimismo,”.”.


El Ejecutivo hizo presente que esta Indicación recoge una de las ideas contenidas en la Moción y en el numeral 1) del texto aprobado en general, que incorpora un nuevo inciso al artículo 2° del decreto ley N° 2.695, de 1979, a objeto de cautelar al propietario de un inmueble con inscripción vigente, cuyo pago del Impuesto Territorial, reúna las características de regularidad y continuidad. 


La letra b) de la Indicación hace aplicable el procedimiento de regularización a los inmuebles o terrenos poseídos por particulares que se encuentren al interior de propiedades fiscales amparadas por inscripciones globales o departamentales.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Horvath, acerca de qué se entiende por inscripciones globales, la Ministra de Bienes Nacionales señaló que corresponde a una inscripción efectuada  a una extensión  grande de terreno, tal como ocurrió después de la Guerra del Pacífico, en que al anexar territorio se hizo una inscripción global en el norte que comprendía desde Arica hasta Atacama, lo que provoca serios problemas de administración. 


Concluyó señalando que la modificación en estudio ayudaría a ordenar y administrar el territorio dentro de estas grandes extensiones territoriales.


En cuanto a la letra c) de la Indicación, ésta introduce modificaciones formales al actual inciso tercero.


-- La Indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 12, del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar, en el inciso final nuevo que se propone agregar al artículo 9º, la frase “debiendo conocer de” por “debiendo pronunciarse sobre”. 


La Ministra de Bienes Nacionales señaló que la Indicación propuesta guarda relación con el numeral 3) del texto aprobado en general, mediante el cual se tipificaba un delito de fraude especial para los funcionarios públicos, que se estimó inconveniente mantener ya que el Código Penal establece  una sanción  para este tipo de ilicitudes.


En concordancia con el reemplazo del numeral  3) del texto aprobado en general, que eliminó el tipo penal que se proponía, la Comisión acordó el rechazo de esta Indicación.


-- La Indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.
NÚMERO 4)


La Indicación N° 13, de S. E. la Presidenta de la República, para efectuar las siguientes modificaciones en el numeral 4) del texto aprobado en general:


a) Reemplazar en la letra a), el inciso segundo nuevo que se intercala, por el siguiente:


“Con todo, no se oficiará al servicio indicado en el inciso precedente, si la información a que alude esta disposición puede ser obtenida por el Ministerio de Bienes Nacionales, válidamente, a través de medios electrónicos.”.


b) Reemplazar la letra b), por la siguiente:


“b) Intercálese en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, a continuación de la palabra “fallecimiento”, la siguiente oración, precedida de un punto seguido (.): “De igual forma, no se oficiará a los servicios referidos si la información puede ser obtenida por el mismo Ministerio de la manera indicada en el inciso precedente.”.



c) Agregar las siguientes letras c), y d), nuevas:


“c) Sustitúyese el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente:


“Con estos antecedentes, el Servicio procederá a notificar la solicitud de manera personal o mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella. Tratándose de propiedad rural o de inmuebles ubicados en zonas extremas o desprovistas de comunicación, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá complementar la notificación señalada mediante tres avisos radiales con cobertura en el lugar del domicilio del supuesto propietario, sea ésta nacional, regional o comunal. De todo lo anterior, se deberá dejar constancia en el expediente respectivo.”.


d) Agregar en el actual inciso cuarto, que ha pasando a ser inciso quinto, a continuación de la expresión “del supuesto titular”, la siguiente frase: “o de la manera indicada en los incisos segundo y tercero,”.”.

La letra a) de la Indicación en estudio reemplaza la letra a) del numeral 4 del texto aprobado en general, cuya finalidad es establecer la obligación para el Ministerio de Bienes Nacionales de requerir información al Conservador de Bienes Raíces respectivo relativa a las inscripciones de dominio, hipotecas y gravámenes que se encuentren vigentes respecto del inmueble cuya posesión se pretende regularizar.

Tal como lo señaló la Ministra de Bienes Nacionales en el debate en general, la proposición que pretende obligar al Ministerio de Bienes Nacionales a requerir información al Conservador de Bienes Raíces respectivo no es adecuada, por cuanto nuestro sistema registral es de folio personal y no real. 


Por ello, el Ejecutivo propone en su reemplazo que la información que se solicita al Servicio de Impuestos Internos en virtud del inciso primero del artículo 10 del texto vigente, pueda también ser obtenida válidamente por medios electrónicos.



En el mismo sentido, la letra b) de la Indicación propone que la información que se requiere del Registro Civil e Identificación y del Servicio Electoral, pueda también ser obtenida válidamente a través de medios electrónicos. 


La letra c) de la Indicación incorpora dos nuevos literales al numeral 4) del texto aprobado en general. 


La nueva letra c) incorpora los avisos radiales dentro de los medios de notificación, que deben considerarse en el caso de propiedad rural o de inmuebles ubicados en zonas extremas o desprovistas de comunicación. 


Debido a la importancia que en el procedimiento administrativo tienen las notificaciones, el Honorable Senador señor Prokurica solicitó dejar constancia en el presente informe que el Reglamento deberá establecer la obligación del representante de la radioemisora de certificar que el Ministerio de Bienes Nacionales efectivamente contrató los señalados avisos.


-- La Indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 14, del Honorable Senador señor Vásquez, para incorporar el siguiente número, nuevo, a continuación del número 4) del texto aprobado en general:


“…) Modifícase el inciso primero del artículo 11 de la manera que sigue:


a) Intercalar, a continuación de la frase “bienes raíces ubicados en”, la siguiente: “ciudades de menos de cincuenta mil habitantes, en zonas rurales o”.


b) Suprimir la frase “que el Servicio señale,”.


c) Sustituir la frase “mediante mensaje radial” por “mediante tres avisos radiales, los cuales deberán ser emitidos durante el plazo de cinco días corridos”.”.


El Honorable Senador señor Vásquez, explicando su Indicación señaló que, en su concepto, en las ciudades de menos de 50.000 habitantes los periódicos tienen muy poca frecuencia y circulación, razón por la que las publicaciones a que se refiere el artículo 11 no cumplen su objetivo, siendo más conveniente que se realicen dichas publicaciones a través de medios radiales, que sí tienen mayor cobertura.

Continuó expresando que el artículo 11 del decreto ley en estudio, prescribe que la determinación de cuáles son zonas geográficas de difícil acceso le corresponde al Ministerio, opinando que le parece inconveniente mantener el carácter facultativo, dado que el Ministerio podría por razones presupuestarias, evitar hacer esta declaración. 


La Ministra de Bienes Nacionales señaló que le parece inadecuado ocupar como criterio el número de habitantes de una ciudad, como lo propone el autor de la Indicación, acotando que es preferible hacer referencia a aquellas ciudades o localidades rurales o inmuebles ubicados en zonas extremas o desprovistas de comunicación como lo formulara el Ejecutivo en su Indicación N°13.


-- Puesta en votación la Indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 15, de S. E. la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:


“…) Reemplázase, en el inciso final del artículo 11, el guarismo “30” por “60”.”.


La Ministra de Bienes Nacionales expresó que el inciso final del actual artículo 11 establece el plazo de 30 días hábiles para que terceros puedan deducir oposición al procedimiento de regularización, el que se amplía a 60 días hábiles mediante la Indicación en estudio.


-- La Indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 16, de S. E. la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente número nuevo al texto aprobado en general:


“…) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 15, la expresión “un año” por “dos años”.”.


Concordante con el espíritu de la iniciativa, la Indicación propone aumentar de uno a dos años, el plazo de posesión inscrita no interrumpida para que el poseedor adquiera el inmueble mediante prescripción adquisitiva. 


-- La Indicación fue aprobada, con una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 17, del Honorable Senador señor Vásquez, para incorporar el siguiente número, nuevo:


“…) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 15, la frase “un año completo” por “cinco años”.


Consecuente con el plazo de dos años, ya aprobado. para la prescripción  adquisitiva, se acordó el rechazo de la Indicación.


-- La indicación fue rechazada por dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Ávila y Horvath y la abstención del Honorable Senador señor Prokurica.

La Indicación N° 18, de S. E. la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente número, nuevo:


“…) Modifícase el artículo 16 de la siguiente manera:


a) Sustituir, en los incisos primero y segundo, la expresión “un año” por “dos años”.


b) Agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“Si en virtud de la aplicación del presente decreto ley se acoge  una solicitud de saneamiento y producto de ésta pudieren quedar propiedades encerradas o sin acceso al camino público, el Ministerio de Bienes Nacionales podrá establecer sobre el mismo inmueble o terreno que regulariza, servidumbres legales de tránsito que lo graven.  De igual manera, podrá fijar estas servidumbres de tránsito para que sean constituidas y soportadas por quien resulta ser reconocido como poseedor regular, para efectos de mantener o dar continuidad a los accesos que de acuerdo a sus antecedentes, se encuentran legalmente constituidos.”.”.

La letra a) permite concordar el plazo de prescripción de las acciones reales establecido en el inciso primero del artículo 16, con el de la prescripción adquisitiva señalado en el artículo 15, que como ya se dijera se aumentó  a 2 años.


La Ministra de Bienes Nacionales señaló que el espíritu de la proposición es prescribir que las servidumbres que actualmente tienen el carácter de gratuita, continúen siéndolo, ya que de lo contrario perderían este atributo.


El Honorable Senador señor Horvath señaló que la Indicación está redactada en término facultativos, sugiriendo que sea obligatorio para el Ministerio, para lo cual propuso sustituir la expresión “podrá establecer” por “establecerá”. 

-- La Indicación fue aprobada, con la enmienda que se indicó, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 19, del Honorable Senador señor Vásquez, para incorporar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:


“…) Reemplázase, en los incisos primero y segundo del artículo 16, la expresión “un año” por “cinco años”.”.


En concordancia con el rechazo de la Indicación N° 17 del mismo autor, se desechó con igual votación


-- La indicación fue rechazada por dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Ávila y Horvath y la abstención del Honorable Senador señor Prokurica.

La Indicación N° 20, de S. E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:


“…) Modifícase el artículo 17 de la siguiente manera:


a) Sustituir el inciso primero por el siguiente:


 “Artículo 17.- Los poseedores de inmuebles inscritos con arreglo a esta ley no podrán gravarlos ni enajenarlos, así como tampoco podrán prometer gravarlos ni enajenarlos, durante el plazo de cinco años contados desde la fecha de la inscripción.”.

b) Reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “un año” por “cinco años”.


La Ministra de Bienes Nacionales expresó que la Indicación mantiene la actual prohibición de gravar y enajenar para los poseedores inscritos, haciéndola extensiva al contrato de promesa de gravar o enajenar dichos inmueble, aumentando el plazo de la prohibición, de 1 año a 5 años, contado desde la fecha de la inscripción.


-- La Indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 21, del Honorable Senador señor Vásquez, para incorporar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:

 
“…) Modifícase el artículo 17 de la siguiente manera:


a) Sustituir en los incisos primero y segundo la expresión “un año” por “cinco años”.


b) Suprimir los incisos tercero y cuarto.”.


La letra b) de la Indicación propone eliminar los actuales incisos tercero y cuarto, norma que posibilita el acceso al crédito  de los poseedores constituyendo gravámenes en favor de organismos de crédito estatales o privados.


Sobre el particular, la Ministra de Bienes Nacionales manifestó que el espíritu del decreto ley N°2.695, de 1979, es permitir que los inmuebles regularizados tengan productividad, lo cual es contrario a la Indicación propuesta que impide contraer créditos. 


-- La indicación fue rechazada por dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Ávila y Horvath y el voto favorable del Honorable Senador señor Prokurica.

La Indicación N° 22, de S. E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:

 
“…) Sustitúyese el inciso primero del artículo 19, por el siguiente:


“Artículo 19.- Los terceros podrán formular oposición a la solicitud desde que ésta se acoge a tramitación y durante el procedimiento administrativo de regularización, hasta la oportunidad establecida en el artículo 11 de la presente ley. La oposición sólo podrá fundarse en alguna de las causales siguientes:”.”.


La Ministra de Bienes Nacionales expresó que la Indicación tiene por objeto reforzar el derecho de terceros, en el sentido de ampliar los plazos de que disponen para formular oposición, en concordancia con la modificación que se propuso para el artículo 11.


-- La Indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 23, de S. E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:


“…) Reemplázase el inciso primero del artículo 20, por el siguiente:


“Artículo 20.- La oposición deberá deducirse ante el Servicio en la oportunidad que indica el inciso primero del artículo precedente y hasta el plazo de 60 días hábiles contados desde la última publicación a que se refiere el artículo 11. Ésta deberá contener la individualización de el o de los oponentes, sus fundamentos, los documentos y demás medios de prueba en que se apoya y las peticiones concretas que se formulen.”. “.

La Ministra de Bienes Nacionales señaló que la modificación es concordante con lo ya aprobado para el artículo anterior.. 


-- La Indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 24, de S. E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:


“…) Agréguese en el artículo 21, la siguiente oración final: “Lo expuesto, a menos que le conste la existencia de un mejor derecho del oponente.”.”.


Tal como lo adelantara la Ministra de Bienes Nacionales en la discusión general del proyecto, la Indicación propone establecer que el patrocinio y representación del Ministerio, al que está obligado respecto del peticionario de escasos recursos, pueda ser desistido por el Ministerio en caso que el oponente cuente con un mejor derecho.

-- La Indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 25, de S. E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:


“…) Modifícase el artículo 22, del siguiente modo:


a) Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente: 


“En los casos que el juez de la causa declare, conforme a las reglas generales, el abandono del procedimiento, éste deberá devolver el expediente respectivo al Ministerio de Bienes Nacionales, a objeto de que el Servicio continúe con su tramitación administrativa.”.


b) Eliminar en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, la frase “ordenando la respectiva inscripción”.”.



La letra a) de la propuesta del Ejecutivo pretende que en caso que el juez declare el abandono de la instancia, el tribunal respectivo devuelva el expediente al Ministerio de Bienes Nacionales para que continúe el procedimiento administrativo.


La Comisión fue de opinión de efectuar la consulta a la Excma. Corte Suprema respecto de la letra a) de la Indicación, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República.



La letra b), en tanto, efectúa una adecuación refiriéndolo al texto que se propone en la letra a) de la Indicación.


-- Puesta en votación, la Indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 26, de S. E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:


“…) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 26, la expresión  “un año” por “dos años”.”.


La misma tiene por objeto ajustar el plazo de un año que señala el artículo 26, al que se propone aprobar para el artículo 19. 

-- La Indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 27, del Honorable Senador señor Vásquez, para incorporar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:


“…) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 26, la frase “un año, contado” por “cinco años, contado”.”.


Consecuente con lo resuelto en la Indicación anterior, la Comisión desechó esta Indicación.

-- La Indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 28, del Honorable Senador señor Vásquez, para incorporar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:


“…) Sustitúyese en el artículo 29 la palabra “cinco” por “siete”.”.


-- La Indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Prokurica.

La Indicación N° 29, del Honorable Senador señor Vásquez, para incorporar el siguiente número, nuevo, al texto aprobado en general:


“…) Reemplázase el artículo 30 por el siguiente:


“Artículo 30.- Si la sentencia reconociere los derechos invocados, el valor de los mismos fijados en ella se pagará, a falta de acuerdo entre las partes, con un mínimo de un veinte por ciento y un máximo de hasta un cuarenta por ciento al momento de quedar firme la sentencia y el saldo en un plazo no superior a dos años contados desde esa misma fecha, con un interés que no excederá del seis por ciento anual y reajustado de conformidad a la variación que experimente la unidad de fomento entre la fecha de certificación de ejecutoria de la sentencia y el momento del pago efectivo.”. “.

El Honorable Senador señor Prokurica coincidió con la Indicación propuesta, ya que la misma  pretende aumentar el mínimo que el poseedor vencido debe pagar al propietario, así como de restringir el plazo en que debe pagarse el saldo.


La Ministra de Bienes Nacionales señaló que hay que considerar que estamos en presencia de personas con escasos recursos económicos, agregando que es partidaria de mantener la norma actual, de lo contrario, el poseedor que no obtuvo el dominio del bien raíz podría estar obligado a vender la propiedad para pagar las compensaciones. 


-- La indicación fue rechazada por dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Ávila y Horvath y la abstención del Honorable Senador señor Prokurica.
 - - - 
MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de ley despachado en general por la Sala del Senado, con las siguientes modificaciones: 

NÚMERO 1)


Reemplazar el N° 1) por el siguiente:


“1) Intercálase en el artículo 2º, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser inciso final:


“El solo hecho de existir una inscripción anterior que ampare el inmueble, no significará que el poseedor material esté reconociendo dominio ajeno, sin perjuicio de los derechos del titular de esa inscripción, incluyendo los contemplados en el Título IV de la presente ley.”.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones  N°3 y N° 8, letra b).
NÚMERO 2)


Sustituir el N° 2) por el siguiente:


 “2) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:


    a) Sustituir el inciso primero, por el siguiente: 


 “Artículo 4º.- La posesión material deberá acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil, como el corte de maderas, la construcción de edificios, la de cerramiento, las plantaciones o sementeras y otros de igual significación que impliquen habitación o explotación del inmueble cuyo título se pretende regularizar o por algún título o antecedente que le de la apariencia de dueño, conforme lo señalado en el inciso segundo del artículo 3º. Con todo, ninguno de los hechos o medios probatorios señalados constituirá plena prueba por sí solo.”.

b) Agrégase en su inciso segundo, a continuación de la expresión “del peticionario”, la oración “a menos que ocurra la circunstancia prevista en la parte final del inciso primero del artículo 8º, caso en el cual no será aplicable el presente decreto ley”.


c) Suprímese su inciso tercero.”. 

(Unanimidad, con modificaciones. 3X0. Indicación N° 6)
NÚMERO 3)
Reemplazarlo por el siguiente:


“3) Modifícase el artículo 8°, del siguiente modo:


a) Introdúcense las siguientes modificaciones a su inciso primero:


i) Reemplázase la expresión “ley 16.741” por “normativa vigente en la materia”.


ii) Agrégase, a continuación de la expresión “provincia de Isla de Pascua”, la frase “y a los inmuebles con inscripción de dominio anterior vigente en que el pago del impuesto territorial, en los casos que corresponda, reúna las características de regularidad y continuidad por quien aparece como titular de la respectiva inscripción”.

(Unanimidad 3X0. Indicación N° 11.)

b) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la frase “herencias deferidas a favor de ellos,” la siguiente: “como asimismo los inmuebles que se encuentren comprendidos en una herencia vacante o yacente cuando le correspondiere al Fisco”.”.
(Unanimidad, con enmiendas 3X0. Indicación N° 10, letra b).

c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto, a ser incisos cuarto, quinto y sexto, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales podrá aplicar el procedimiento de regularización establecido en este decreto ley y bajo los requisitos que esta normativa establece, a inmuebles o terrenos poseídos por particulares y que se encuentran al interior de propiedades fiscales amparadas por inscripciones globales o departamentales practicadas a nombre del Fisco de acuerdo al procedimiento establecido en el  artículo 58 del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces.”.


d) Elimínase en el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, la expresión “Sin perjuicio de lo anterior,”, iniciando con mayúscula el artículo “el” que le sigue, y agrégase entre las palabras “podrá” y “aplicar”, la expresión “, asimismo,”.”.

(Unanimidad 3X0. Indicación N° 11.)
NÚMERO 4)

Introducir las siguientes modificaciones:


“4) Modifícase el artículo 10, de la siguiente forma:



a) Reemplázase en la letra a), el inciso segundo nuevo que se intercala, por el siguiente:


“Con todo, no se oficiará al servicio indicado en el inciso precedente, si la información a que alude esta disposición puede ser obtenida por el Ministerio de Bienes Nacionales, válidamente, a través de medios electrónicos.”.


b) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:


“b) Intercálase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, a continuación de la palabra “fallecimiento”, la siguiente oración, precedida de un punto seguido (.): “De igual forma, no se oficiará a los servicios referidos si la información puede ser obtenida por el mismo Ministerio de la manera indicada en el inciso precedente”.



c) Agréganse las siguientes letras c), y d), nuevas:


“c) Sustitúyese el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente:


“Con estos antecedentes, el Servicio procederá a notificar la solicitud de manera personal o mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella. Tratándose de propiedad rural o de inmuebles ubicados en zonas extremas o desprovistas de comunicación, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá complementar la notificación señalada mediante tres avisos radiales con cobertura en el lugar del domicilio del supuesto propietario, sea ésta nacional, regional o comunal. De todo lo anterior, se deberá dejar constancia en el expediente respectivo.”.


d) Agrégase en el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso quinto, a continuación de la expresión “del supuesto titular,”, la siguiente frase: “o de la manera indicada en los incisos segundo y tercero,”.”.
(Unanimidad 3X0. Indicación N° 13)
 - - -


Incorporar el siguiente N° 5), nuevo: 


“5) Modifícase el artículo 11 de la manera que sigue:


- En su inciso primero:


a) Intercálase continuación de la frase “bienes raíces ubicados en”, la siguiente: “ciudades de menos de cincuenta mil habitantes, en zonas rurales o”.


b) Suprímase la frase “que el Servicio señale,”.


c) Sustitúyase la frase “mediante mensaje radial” por “mediante tres avisos radiales, los cuales deberán ser emitidos durante el plazo de cinco días corridos”.”.


- En su inciso final:


Reemplázase el guarismo “30” por “60”.”.

(Unanimidad 3X0. Indicaciones N°s 14 y 15)
 - - -


Insertar el siguiente número 6), nuevo: 


“6) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 15, la expresión “Transcurrido un año completo” por “Transcurridos dos años completos”.”.

(Unanimidad, con enmienda 3X0. Indicación N° 16) (artículo 121 del Reglamento del Senado)


 - - -


Incorporar el siguiente número 7), nuevo:


“7) Modifícase el artículo 16 de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en los incisos primero y segundo, la expresión “un año” por “dos años”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Si en virtud de la aplicación del presente decreto ley se acoge  una solicitud de saneamiento y producto de ésta pudieren quedar propiedades encerradas o sin acceso al camino público, el Ministerio de Bienes Nacionales establecerá sobre el mismo inmueble o terreno que regulariza, servidumbres legales de tránsito que lo graven.  De igual manera, podrá fijar estas servidumbres de tránsito para que sean constituidas y soportadas por quien resulta ser reconocido como poseedor regular, para efectos de mantener o dar continuidad a los accesos que de acuerdo a sus antecedentes, se encuentran legalmente constituidos.”.”.
(Unanimidad, con enmienda 3X0. Indicación N° 18) (artículo 121 del Reglamento del Senado)


- - -


Incorporar el siguiente N° 8), nuevo:


“8) Modifícase el artículo 17 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


 “Artículo 17.- Los poseedores de inmuebles inscritos con arreglo a esta ley no podrán gravarlos ni enajenarlos, así como tampoco podrán prometer gravarlos ni enajenarlos, durante el plazo de cinco años contados desde la fecha de la inscripción.”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “un año” por “cinco años”.

(Unanimidad 3X0. Indicación N° 20)


 - - -


Agregar el siguiente número 9), nuevo:
 
“ 9) Sustitúyese el inciso primero del artículo 19, por el siguiente:


“Artículo 19.- Los terceros podrán formular oposición a la solicitud desde que ésta se acoge a tramitación y durante el procedimiento administrativo de regularización, hasta la oportunidad establecida en el artículo 11 de la presente ley. La oposición sólo podrá fundarse en alguna de las causales siguientes:”.”.

(Unanimidad 3X0. Indicación N° 22.)
 - - -


Agregar el siguiente número 10), nuevo:


“10) Reemplázase el inciso primero del artículo 20, por el siguiente:


“Artículo 20.- La oposición deberá deducirse ante el Servicio en la oportunidad que indica el inciso primero del artículo precedente y hasta el plazo de 60 días hábiles contados desde la última publicación a que se refiere el artículo 11. Ésta deberá contener la individualización de el o de los oponentes, sus fundamentos, los documentos y demás medios de prueba en que se apoya y las peticiones concretas que se formulen.”. “.
(Unanimidad 3X0. Indicación N° 23.)
 - - -


Introducir el siguiente número 11), nuevo:


“11) Agrégase en el artículo 21, la siguiente oración final: “Lo expuesto, a menos que le conste la existencia de un mejor derecho del oponente.”.”.

(Unanimidad 3X0. Indicación N° 24.)
 - - -


Incorporar el siguiente número 12), nuevo:


“12) Modifícase el artículo 22, del siguiente modo:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente: 


“En los casos que el juez de la causa declare, conforme a las reglas generales, el abandono del procedimiento, éste deberá devolver el expediente respectivo al Ministerio de Bienes Nacionales, a objeto de que el Servicio continúe con su tramitación administrativa.”.


b) Elimínase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, la frase “ordenando la respectiva inscripción”.”.

(Unanimidad 3X0. Indicación N° 25)
 - - -


Agregar el siguiente número 13), nuevo:


“13) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 26, la expresión  “un año” por “dos años”.”.

(Unanimidad 3X0. Indicación N° 26)
 - - -

TEXTO DEL PROYECTO 



En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:
PROYECTO DE LEY


"Artículo único: Modifícase el decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella, en la forma que a continuación se indica:


1) Intercálase en el artículo 2º, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser inciso final:


“El solo hecho de existir una inscripción anterior que ampare el inmueble, no significará que el poseedor material esté reconociendo dominio ajeno, sin perjuicio de los derechos del titular de esa inscripción, incluyendo los contemplados en el Título IV de la presente ley.”.

2) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:


    a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente: 


 “Artículo 4º.- La posesión material deberá acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil, como el corte de maderas, la construcción de edificios, la de cerramiento, las plantaciones o sementeras y otros de igual significación que impliquen habitación o explotación del inmueble cuyo título se pretende regularizar o por algún título o antecedente que le de la apariencia de dueño, conforme lo señalado en el inciso segundo del artículo 3º. Con todo, ninguno de los hechos o medios probatorios señalados constituirá plena prueba por sí solo.”.


b) Agrégase en su inciso segundo, a continuación de la expresión “del peticionario”, la oración “a menos que ocurra la circunstancia prevista en la parte final del inciso primero del artículo 8º, caso en el cual no será aplicable el presente decreto ley”.


c) Suprímese su inciso tercero.


3) Modifícase el artículo 8°, del siguiente modo:


a) Introdúcense las siguientes modificaciones a su inciso primero:


i) Reemplázase la expresión “ley 16.741” por “normativa vigente en la materia”.


ii) Agrégase, a continuación de la expresión “provincia de Isla de Pascua”, la frase “y a los inmuebles con inscripción de dominio anterior vigente en que el pago del impuesto territorial, en los casos que corresponda, reúna las características de regularidad y continuidad por quien aparece como titular de la respectiva inscripción”.

b) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la frase “herencias deferidas a favor de ellos,” la siguiente: “como asimismo los inmuebles que se encuentren comprendidos en una herencia vacante o yacente cuando le correspondiere al Fisco”.

c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto, a ser incisos cuarto, quinto y sexto, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales podrá aplicar el procedimiento de regularización establecido en este decreto ley y bajo los requisitos que esta normativa establece, a inmuebles o terrenos poseídos por particulares y que se encuentran al interior de propiedades fiscales amparadas por inscripciones globales o departamentales practicadas a nombre del Fisco de acuerdo al procedimiento establecido en el  artículo 58 del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces.”.


d) Elimínase en el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, la expresión “Sin perjuicio de lo anterior,” iniciando con mayúscula el artículo “el” que le sigue, y agrégase entre las palabras “podrá” y “aplicar”, la expresión “, asimismo,”.

4)  Modifícase el artículo 10, de la siguiente forma:



a) Reemplázase en la letra a), el inciso segundo nuevo que se intercala, por el siguiente:


“Con todo, no se oficiará al servicio indicado en el inciso precedente, si la información a que alude esta disposición puede ser obtenida por el Ministerio de Bienes Nacionales, válidamente, a través de medios electrónicos.”.


b) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:


“b) Intercálase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, a continuación de la palabra “fallecimiento”, la siguiente oración, precedida de un punto seguido (.): “De igual forma, no se oficiará a los servicios referidos si la información puede ser obtenida por el mismo Ministerio de la manera indicada en el inciso precedente.”.



c) Agréganse las siguientes letras c), y d), nuevas:


“c) Sustitúyese el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente:


“Con estos antecedentes, el Servicio procederá a notificar la solicitud de manera personal o mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella. Tratándose de propiedad rural o de inmuebles ubicados en zonas extremas o desprovistas de comunicación, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá complementar la notificación señalada mediante tres avisos radiales con cobertura en el lugar del domicilio del supuesto propietario, sea ésta nacional, regional o comunal. De todo lo anterior, se deberá dejar constancia en el expediente respectivo.”.


d) Agrégase en el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso quinto, a continuación de la expresión “del supuesto titular,”, la siguiente frase: “o de la manera indicada en los incisos segundo y tercero,”.”.

5) Modifícase el artículo 11 de la manera que sigue:


- En su inciso primero:

a) Intercálase, a continuación de la frase “bienes raíces ubicados en”, la siguiente: “ciudades de menos de cincuenta mil habitantes, en zonas rurales o”.


b) Suprímese la frase “que el Servicio señale,”.


c) Sustitúyese la frase “mediante mensaje radial” por “mediante tres avisos radiales, los cuales deberán ser emitidos durante el plazo de cinco días corridos”.

- En su inciso final:


Reemplázase el guarismo “30” por “60”.

6) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 15, la expresión “Transcurrido un año completo” por “Transcurridos dos años completos”.

7) Modifícase el artículo 16 de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en los incisos primero y segundo, la expresión “un año” por “dos años”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Si en virtud de la aplicación del presente decreto ley se acoge  una solicitud de saneamiento y producto de ésta pudieren quedar propiedades encerradas o sin acceso al camino público, el Ministerio de Bienes Nacionales establecerá sobre el mismo inmueble o terreno que regulariza, servidumbres legales de tránsito que lo graven.  De igual manera, podrá fijar estas servidumbres de tránsito para que sean constituidas y soportadas por quien resulta ser reconocido como poseedor regular, para efectos de mantener o dar continuidad a los accesos que de acuerdo a sus antecedentes, se encuentran legalmente constituidos.”.

8) Modifícase el artículo 17 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


 “Artículo 17.- Los poseedores de inmuebles inscritos con arreglo a esta ley no podrán gravarlos ni enajenarlos, así como tampoco podrán prometer gravarlos ni enajenarlos, durante el plazo de cinco años contados desde la fecha de la inscripción.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “un año” por “cinco años”.

 
9) Sustitúyese el inciso primero del artículo 19, por el siguiente:


“Artículo 19.- Los terceros podrán formular oposición a la solicitud desde que ésta se acoge a tramitación y durante el procedimiento administrativo de regularización, hasta la oportunidad establecida en el artículo 11 de la presente ley. La oposición sólo podrá fundarse en alguna de las causales siguientes:”.

10) Reemplázase el inciso primero del artículo 20, por el siguiente:


“Artículo 20.- La oposición deberá deducirse ante el Servicio en la oportunidad que indica el inciso primero del artículo precedente y hasta el plazo de 60 días hábiles contados desde la última publicación a que se refiere el artículo 11. Ésta deberá contener la individualización de el o de los oponentes, sus fundamentos, los documentos y demás medios de prueba en que se apoya y las peticiones concretas que se formulen.”. 

11) Agrégase en el artículo 21, la siguiente oración final: “Lo expuesto, a menos que le conste la existencia de un mejor derecho del oponente.”.

12) Modifícase el artículo 22, del siguiente modo:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente: 


“En los casos que el juez de la causa declare, conforme a las reglas generales, el abandono del procedimiento, éste deberá devolver el expediente respectivo al Ministerio de Bienes Nacionales, a objeto de que el Servicio continúe con su tramitación administrativa.”.


b) Elimínase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, la frase “ordenando la respectiva inscripción”.

13) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 26, la expresión  “un año” por “dos años”.

Artículo transitorio: Las solicitudes de regularización que se encontraren en tramitación a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, continuarán sustanciándose de acuerdo a las normas vigentes del decreto ley N° 2.695, de 1979. Las que aún no hubieren sido admitidas a tramitación por el Servicio, se sujetarán al procedimiento establecido en la presente ley.”.

Acordado en sesiones celebradas los días 2 y 30 de septiembre y 7 de octubre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Nelson Ávila Contreras (Presidente), Andrés Allamand Zavala (Baldo Prokurica Prokurica), Antonio Horvath Kiss (Presidente Accidental), Pablo Longueira Montes y Alejandro Navarro Brain

Sala de la Comisión, a  20 de octubre de 2008.

(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS SANITARIOS PARA EXIMIR A VIVIENDAS SOCIALES O SUBSIDIADAS DE HASTA 750 UNIDADES DE FOMENTO DEL COSTO DE CONEXIÓN A RED DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO Y PARA FACILITAR LA CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS SOCIALES, SIMPLIFICANDO PROCEDIMIENTO DE AMPLIACIÓN DE TERRITORIOS OPERACIONALES DE SERVICIOS SANITARIOS

(5502-14 y 5571-14)

HONORABLE SENADO:

 



Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Diputados señores Gonzalo Duarte Leiva, Andrés Egaña Respaldiza, Fidel Espinoza Sandoval, Manuel García García, Jorge Insunza Gregorio De Las Heras, Juan Carlos Latorre Carmona, Jaime Quintana Leal, Eugenio Tuma Zedán y Gonzalo Uriarte Herrera, con urgencia calificada de “simple”.




Por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.
A algunas de las sesiones en que se consideró este proyecto asistieron los Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel Silva y Juan Pablo Letelier Morel, y el Honorable Diputado señor Eugenio Tuma Zedán.

También concurrieron, especialmente invitados, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo: el Jefe de la División de Desarrollo Urbano, señor Luís Eduardo Bresciani y la asesora jurídica, señora Jeannette Tapia. De la Superintendencia de Servicios Sanitarios: la Superintendente, señora Magaly Espinosa; el Fiscal, señor David Peralta, y el Jefe de la División de Concesiones, señor José Luis Szczaranski. De la Cámara Chilena de la Construcción: el II Vicepresidente, señor Jaime Pilasi; el Presidente del Comité de la Vivienda, señor Ricardo Posada, y la abogada, señora Carolina Arrau. De la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios: el Presidente, señor Guillermo Pickering, y los Miembros del Directorio, señores Felipe Larraín, Mario Mira, Patricio Herrada, Gabriel Bitrán, Pedro Pablo Errazúriz, Jorge Arancibia y Gustavo González, y el Relacionador Público de ESVAL, señor Juan Emilio Lafontaine. Asimismo, asistió el asesor de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela, señor Charles Holmes.

- - - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


 


El proyecto de ley tiene por objeto modificar la Ley General de Servicios Sanitarios, para eximir de los aportes financieros reembolsables -que son exigidos por las empresas sanitarias para otorgar la factibilidad de agua potable y alcantarillado-, a las viviendas sociales que indica, que se financien, en todo o en parte, con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Además, simplifica el procedimiento para la ampliación de territorios operacionales, ya que la rigidez de los requisitos y la amplitud de los plazos, en muchos casos desincentiva la construcción de proyectos de viviendas sociales.
ANTECEDENTES JURÍDICOS

Decreto con fuerza de ley N° 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto de la Ley General de Servicios Sanitarios.
Artículo 33°

 
Establece que el prestador estará obligado a prestar servicio a quien lo solicite, sujeto a las condiciones establecidas en la ley y su reglamentación, y, en su caso, en el respectivo decreto de concesión. En caso de discrepancias entre el prestador y el interesado en lo que se refiere a dichas condiciones, éstas serán resueltas por la entidad normativa, a través de resolución fundada, pudiendo incluso modificar el programa de desarrollo del prestador sin que ello represente daño emergente para éste.
Artículo 33°A

Su texto dispone lo siguiente:





“Artículo 33º A.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22º, cada vez que exista la necesidad de asegurar la provisión del servicio sanitario en determinadas zonas dentro del límite urbano, la Superintendencia deberá efectuar la respectiva licitación pública, no pudiendo excusarse de hacerlo cuando así lo requiera el Ministro de la Vivienda y Urbanismo respecto de las áreas urbanas, fundado en la necesidad de cumplir sus políticas, planes y programas relativos a viviendas sociales o subsidiadas, hasta 750 unidades de fomento.




En caso de no existir proponentes para la referida licitación, o no haber sido adjudicada ésta por no cumplir los proponentes con los requisitos exigidos por la ley, la Superintendencia podrá exigir al prestador que opere el servicio sanitario del área geográfica más cercana a la zona aludida en el inciso precedente, la ampliación de su concesión a esta última zona.




Para ejercer la facultad referida en el inciso precedente la Superintendencia requerirá el cumplimiento de los siguientes requisitos:




a) La incorporación de las nuevas áreas deberá ser, en opinión fundada de la Superintendencia, factible técnicamente.




b) El aumento del territorio operacional derivado de la incorporación de las nuevas áreas deberá ser razonablemente factible de enfrentar administrativa y financieramente por el prestador.





La expansión de la concesión, de la forma indicada en los incisos segundo y tercero de este artículo, se formalizará de acuerdo a lo señalado en los artículos 17º y siguientes.




Cuando la licitación la solicite el Ministerio de Vivienda y Urbanismo conforme al inciso primero, el llamado a propuesta se realizará dentro del plazo de seis meses, pudiendo prorrogarse por otro período igual o menor, mediante resolución fundada de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.




En ese caso, la Superintendencia podrá establecer en las respectivas bases que determinadas obras referidas al área que se licita serán consideradas como aportes de terceros o no reembolsables. Dichos aportes se incluirán en el decreto de otorgamiento de la respectiva concesión.”.

ANTECEDENTES DE HECHO


Esta iniciativa tiene su origen en dos Mociones.

 
La primera, que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios para eximir a las viviendas sociales o subsidiadas de hasta 750 unidades de fomento, del costo de conexión a la red de agua potable y alcantarillado (Boletín Nº 5.502-14), manifiesta que los servicios sanitarios son básicos, y que están destinados a producir y a distribuir agua potable y a recolectar las aguas servidas.

 
Agrega que en nuestro país los servicios sanitarios son proveídos por empresas privadas, por tratarse de una actividad económica en que existe interés de esta índole para su explotación. 
 
Indica que conforme al principio de subsidiaridad del Estado, éste sólo puede ejercer o desarrollar actividades económicas cuando no haya particulares interesados en ello.

 
Precisa que por tratarse de servicios básicos relacionados con la salubridad e higiene públicas, se encuentran regulados en la Ley General de Servicios Sanitarios (decreto con fuerza de ley N° 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas), que establece, mediante un sistema concesional, los requisitos para que las empresas se adjudiquen la prestación de los servicios, y los derechos y obligaciones de las empresas concesionarias.

 
Destaca que uno de los problemas que surgen en el servicio de distribución o abastecimiento domiciliario de agua potable es que para el concesionario no sea rentable prestar el servicio, no por el hecho mismo de la distribución, sino por la necesidad de construir la infraestructura imprescindible para ello. Es lo que ocurre, por ejemplo, con la edificación de proyectos inmobiliarios en lugares que carecen de agua potable o alcantarillado. 
 
Las concesionarias para prestar el servicio, y los urbanizadores para desarrollar sus proyectos, optan por cobrar el denominado costo de acercamiento, que es el valor de las construcciones necesarias para quedar en condiciones de entregar el servicio. 
 
Dicha situación, añade, fue abordada parcialmente por la ley N° 20.038, y al no estar regulada completamente, se produce un vacío normativo difícil de suplir, ya que la facultad que entrega la ley consiste en que la Superintendencia de Servicios Sanitarios, advirtiendo que dentro del radio urbano existe la necesidad de prestar el servicio, disponga la extensión del área licitada a una empresa, y si ésta -ejerciendo su derecho- se niega, puede dicho Órgano Fiscalizador convocar a una licitación para proveer el servicio. Subraya que a ésta difícilmente se presentarán interesados, pues si la concesionaria cercana decidió que no era rentable, menos lo será para otra más lejana o una nueva. Ello, puesto que no es posible obligar a una empresa privada a prestar un servicio que le signifique incurrir en pérdidas y, eventualmente, en la quiebra.


Además de este costo de acercamiento, existe el costo de conexión, que de acuerdo a las disposiciones de la Ley General de Servicios Sanitarios, es de cargo del urbanizador.


Expresa que en el caso de viviendas sociales o subsidiadas se produce una situación absurda, ya que a las personas beneficiadas con los programas habitacionales les resulta más oneroso asumir el costo de conexión que el de la vivienda misma; en otras palabras, pagan más por la urbanización que por las casas. 
 
A pesar de establecerse en la ley que dicho costo es de cargo del urbanizador, -que muchas veces son los propios comités de la vivienda, o las empresas contratadas para el efecto-, éstos no tienen la capacidad para asumir los gastos de conexión, que en definitiva deben ser asumidos por sus propietarios.

Agrega que las empresas sanitarias del país, con un profundo compromiso social, entienden que este costo puede ser enfrentado por ellas sin que les signifique una carga excesiva, por lo que estarían dispuestas a asumirlo, tratándose de viviendas sociales o con subsidio de hasta 750 unidades de fomento.


La segunda Moción, que facilita la construcción de viviendas sociales, simplificando el procedimiento de ampliación de territorios operacionales de servicios sanitarios (Boletín Nº 5.571-14), expresa que establecer, construir y explotar servicios sanitarios en zonas urbanas o urbanizables sólo es posible si se cuenta con la respectiva concesión sanitaria, a la que se refiere la Ley General de Servicios Sanitarios.

 
Manifiesta que en materia de licitaciones -sin perjuicio de la facultad de la concesionaria para solicitar ampliaciones de su concesión a la autoridad competente-, la regla general es que cada vez que exista la necesidad de asegurar la provisión del servicio sanitario en determinadas zonas dentro del límite urbano, la Superintendencia de Servicios Sanitarios debe efectuar la respectiva licitación pública, no pudiendo excusarse de hacerlo cuando así lo requiera el Ministerio de Vivienda y Urbanismo respecto de las áreas urbanas, fundado en la necesidad de cumplir con sus políticas, planes y programas de viviendas sociales o subsidiadas de hasta 750 unidades de fomento.

 
El reglamento, por su parte, agrega en el artículo 48 que "la Superintendencia llamará a licitación pública para el otorgamiento de nuevas concesiones en los casos previstos en la ley y cuando por causas de interés social, calificadas por la misma Superintendencia, sea imprescindible en una zona urbana asegurar la provisión de servicios sanitarios". En estos casos, dicho Órgano Fiscalizador solicitará informe al Ministerio de Vivienda y Urbanismo y a la Municipalidad respectiva, con el fin de obtener su pronunciamiento respecto a la necesidad de asegurar la provisión respectiva.
 
Añade que el mecanismo de ampliación forzada, procede cuando no existen proponentes para la licitación, o éstos no han cumplido con los requisitos legales, caso en el que la Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá exigir al prestador que opere el servicio del área geográfica más cercana a la zona en licitación o la ampliación de su concesión a esta última, siempre que exista la factibilidad técnica y la posibilidad del prestador de enfrentar administrativa y financieramente este costo.
 
Indica que en virtud de la ley N° 20.038, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo puede solicitar a la Superintendencia la licitación de territorios que no cuenten con concesiones sanitarias, en áreas urbanizables, sólo para desarrollar políticas, planes y programas de viviendas sociales o subsidiadas de hasta 750 unidades de fomento. Dicho Organismo para hacer el llamado a la propuesta tiene un plazo obligatorio de seis meses, prorrogables por otro periodo similar.

 
Señala que como actualmente existen diversas áreas idóneas en el país para el desarrollo de proyectos de viviendas sociales, sin que existan territorios operacionales, se hace necesario efectuar las reformas para que obtengan la factibilidad de servicios sanitarios y para realizar las licitaciones públicas de concesiones.


Finalmente, manifiesta que el propósito de esta iniciativa es colaborar en la implementación de la política habitacional destinada a solucionar los problemas de las viviendas de los sectores más vulnerables del país.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR 




La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que las empresas sanitarias tienen la obligación de otorgar el servicio dentro de los territorios operacionales respecto de los cuales obtuvieron su concesión, estando facultadas para financiar las obras que sean necesarias mediante los aportes financieros reembolsables (AFR). Connotó que este hecho ha sido un obstáculo para la política habitacional, especialmente respecto de los subsidios dirigidos a la población más vulnerable. 

 



Expresó que las familias en situación de desmedro sólo requieren ahorrar 10 unidades de fomento para adquirir su vivienda, pero deben solventar, además, los referidos aportes, que les son exigidos por las empresas para otorgarles la factibilidad de servicio.

 



Precisó que los AFR, son mecanismos de financiamiento de las empresas sanitarias para la ejecución de obras de extensión y de capacidad. Los AFR por “capacidad” son los requeridos a los urbanizadores para financiar el aumento de la capacidad general de las redes en el territorio operacional; en tanto que los AFR por “extensión” son los solicitados a los urbanizadores para financiar la extensión de redes hasta el proyecto respectivo.
 



Explicó que los AFR deben ser reembolsados por su valor inicial reajustado y con intereses, excepto en el caso de la devolución mediante acciones. La forma y el plazo de las devoluciones se determina entre la empresa de servicios sanitarios y quien deba hacer el aporte, que en caso de no ser en dinero, debe efectuarse mediante documentos mercantiles endosables y liquidables en un plazo máximo de 15 años.





Indicó que la iniciativa exime del pago de los AFR a todos los proyectos de los Programas del Fondo Solidario I y II, que concentran a los sectores más vulnerables de la población, y a los Proyectos Integrados, que premian a ciertos grupos de clase media que, pudiendo postular a otras viviendas, optan por integrarse a aquéllos de menores ingresos. 

 



Manifestó, además, que la iniciativa de ley simplifica el procedimiento dispuesto para la ampliación de los territorios operacionales de las empresas sanitarias, a fin de incorporar las áreas donde se desarrollarán los referidos programas habitacionales, con el objeto de permitir que cuenten con una factibilidad de servicio anticipada para la aprobación de sus proyectos.





Advirtió que durante la tramitación de la presente iniciativa en la Honorable Cámara de Diputados, algunas de las organizaciones que fueron escuchadas propusieron una modificación más integral del régimen sanitario. Sin embargo, subrayó que al Ministerio de Vivienda y Urbanismo le interesa, por el momento, el despacho de este proyecto de ley.





El Honorable Senador señor Orpis observó que el articulado no establece con claridad qué se entiende por “vivienda social”, por lo que sería conveniente acotar el espectro de construcciones contempladas como tales.





Agregó que tampoco se consideran los mecanismos que aseguren que las empresas sanitarias ejecutarán las obras mediante los AFR.





El Honorable Senador señor Horvath consultó si existe un estudio de los montos y costos que esta iniciativa representa, y quiénes los asumirían. Asimismo, demandó una mayor claridad respecto de la idea matriz del proyecto de ley.





La abogada asesora el Ministerio de Vivienda y Urbanismo explicó que la iniciativa resuelve el problema de los radios urbanos sin concesión sanitaria, en los que las empresas sanitarias colindantes condicionan su ampliación al cobro de conexión o ejecución de obras que bajo el territorio operacional no proceden. Esto encarece los proyectos y demora su ejecución, ya que la factibilidad de servicio sólo la puede otorgar la empresa sanitaria, respecto de los inmuebles ubicados dentro de su territorio operacional.

 
 


Añadió que el concepto de “vivienda social” está definido en el decreto ley N° 2.552, de 1979, que deroga el decreto ley N° 1.088, de 1975, y transfiere al Ministerio de Vivienda y Urbanismo los Programas de Viviendas Sociales; modifica el decreto ley N° 1.519, de 1976; define las "Viviendas de Emergencia" y señala la competencia de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior.

 



Señaló que su artículo 3° prescribe que para todos los efectos legales se entenderá por vivienda social la vivienda económica de carácter definitivo, destinada a resolver los problemas de marginalidad habitacional, financiada con recursos públicos o privados, cualquiera que sean sus modalidades de construcción o adquisición, y cuyo valor de tasación no sea superior a 400 unidades de fomento.


Indicó que dicha tasación es efectuada por la Dirección de Obras Municipales respectiva al solicitarse el permiso de edificación, y que en ella se considera la suma de los siguientes factores:
 
a) El valor del terreno, que será el del avalúo fiscal del inmueble, vigente a la fecha de la solicitud del permiso señalado, y

b) El valor de construcción de la vivienda, según el proyecto presentado, que se avaluará conforme a la tabla de costos unitarios a que se refiere el artículo 127 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. El Ministerio de Vivienda y Urbanismo elabora dicha tabla y sus reajustes trimestrales, de acuerdo con los valores bases de construcción utilizados por el Servicio de Impuestos Internos, excluyendo los factores relativos a la clasificación comunal.


El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que el valor de una vivienda social de 750 unidades de fomento, establecido en el artículo 33° A de la Ley General de Servicios Sanitarios, es distinto de su valor de venta, que puede ascender, por ejemplo, hasta 1.500 unidades de fomento. Añadió que eximir de los AFR, como lo propone la iniciativa, a los proyectos habitacionales adquiridos mediante el Fondo Solidario I y II, y a los Proyectos Integrados, o aquéllos que se creen para la atención de estos mismos segmentos poblacionales, es, de acuerdo a su parecer, un criterio muy amplio para conceder este beneficio.


La abogada asesora el Ministerio de Vivienda y Urbanismo advirtió que el Ejecutivo estaría dispuesto a presentar una indicación que recoja las observaciones de Su Señoría.


Connotó que a las viviendas del Fondo Solidario I pueden postular personas que obtengan hasta 8.500 puntos en la Ficha de Protección Social; en tanto que al Fondo Solidario II, se postula con hasta 11.734 puntos.


El Honorable Senador señor Horvath consultó cuántas son las empresas sanitarias que tienen menos de tres mil arranques, a propósito del nuevo inciso tercero del artículo 33° de la iniciativa, que permite a las empresas de servicios sanitarios con menos de esa cantidad, cobrar AFR por capacidad y extensión.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que son alrededor de 2 empresas.


El señor Charles Holmes, asesor de los Honorables Senadores señores Orpis y Pérez Varela, indicó que el concepto de “vivienda social” está definido en el  decreto ley ya señalado, destacando que el valor de 400 unidades de fomento tiene dos componentes: el suelo, cuyo valor es el avalúo fiscal, y la construcción, cuyo valor corresponde a una tabla de costo unitario elaborada por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que asciende a la mitad del valor comercial.


Agregó que la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, amplió el valor de la vivienda social de 400 a 520 unidades de fomento, al definir como “vivienda social” a la vivienda económica de carácter definitivo, destinada a resolver los problemas de marginalidad habitacional, cuyo valor de tasación no exceda en más de un 30% del valor señalado en el decreto ley N° 2.552, de 1979.


Resaltó, por otra parte, que la alusión a los “proyectos habitacionales” financiados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dispuesto el nuevo inciso segundo del artículo 33° del proyecto de ley, puede ser objeto de una modificación reglamentaria posterior, que amplíe o disminuya el espectro de viviendas favorecidas.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo indicó que la limitación de este beneficio está determinada por los programas allí individualizados, que concentran a las familias más vulnerables del segundo quintil.


El Honorable Senador señor Orpis reiteró la observación planteada, en orden a acotar el concepto de “vivienda social”, con el objeto de no otorgar ningún margen de índole administrativo, mediante el cual se pueda ampliar o restringir el universo de las viviendas beneficiadas.


El Honorable Senador señor Naranjo propuso acoger el planteamiento de Su Señoría estableciendo, por ejemplo, el valor de las viviendas favorecidas en unidades de fomento, toda vez que los nombres de los programas contemplados en la iniciativa pueden ser modificados por cada Gobierno.


La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo aclaró que la frase del nuevo inciso segundo del artículo 33° del proyecto de ley que dice: “o aquellos que se creen para la atención de este mismo segmento de la población”, tiene por finalidad abarcar cualquier modificación o cambio de nombre de los programas allí señalados.


Explicó, por otra parte, que a una vivienda social de 370 unidades de fomento de subsidio habitacional se le debe agregar todos los otros subsidios que puede recibir, tales como el de localización y el de mayor equipamiento, por ejemplo, lo que determina que alcance un mayor valor de venta.


El Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo manifestó que el valor de las viviendas sociales es relativo y que varía a lo largo del tiempo, dependiendo de la política habitacional del Gobierno y de la economía del país. 


La Comisión, para su mejor ilustración respecto del proyecto de ley, acordó invitar a algunas entidades.





La Abogada de la Cámara Chilena de la Construcción realizó una presentación en power point, que se adjunta como anexo a este informe. 





Destacó que la referida entidad interpuso, en el año 2005, una denuncia ante la Fiscalía Nacional Económica por abuso de posición dominante por parte de las empresas sanitarias, en relación con el otorgamiento del servicio dentro del territorio urbano y fuera del área operacional y rural, y respecto de la aplicación de los AFR.





Indicó que dicha denuncia pretende lograr condiciones de mercado para un sector de monopolio natural; evitar negociaciones poco equitativas y discrecionales entre las partes, y otorgar mayor transparencia en los cobros efectuados por las mencionadas empresas.





Reiteró que la iniciativa en discusión exime del cobro de los AFR a los proyectos habitacionales destinados a las familias vulnerables que se financien con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, mediante el Fondo Solidario I y II, los Proyectos Integrados, o aquéllos que se creen para la atención de estos mismos segmentos.
 



Manifestó que se exceptúa de lo anterior, a las empresas de servicios sanitarios con menos de 3.000 arranques, las cuales podrán exigir los AFR por capacidad y por extensión.

 



Respecto de estas viviendas sociales, acotó que el proyecto de ley contempla la posibilidad de celebrar y suscribir convenios de factibilidad con “cualquier otro concesionario”, que active, luego de 30 días, el procedimiento de licitación, prohibiéndose cualquier cobro.

 

 


Aclaró que lo anterior no incluye a las siguientes situaciones: 

 



- Los acuerdos entre una empresa sanitaria y el urbanizador, cuyo objeto sea mantener el mismo nivel tarifario del área contigua, y determinadas obras de capacidad que podrán ser asumidas por los interesados. Este aspecto deberá consignarse en los convenios respectivos.




- La ejecución de las obras consideradas para todos los efectos tarifarios posteriores como “aportes de terceros”, y que en caso de desacuerdo respecto de su pertinencia, deberán ser resueltas por la Superintendencia de Servicios Sanitarios.




- De no prosperar el convenio de factibilidad, se propone en el proyecto de ley que, a requerimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, la Superintendencia accione el procedimiento de ampliación forzada, dispuesto en el artículo 33° A de la Ley General de Servicios Sanitarios (obligatorio para los programas de viviendas sociales del Gobierno). 




Lo anterior, resaltó, implica que dicho Órgano Fiscalizador deberá emitir una resolución fundada respecto de la viabilidad técnica y financiera de un prestador sanitario, en un plazo de 30 días. Añadió que si la resolución es positiva, se entenderá que se otorga la factibilidad del servicio al futuro concesionario.

 



Enfatizó que la Cámara Chilena de la Construcción considera que la presente iniciativa de ley es incompleta, puesto que no abarca los problemas de fondo de un mercado regulado que posee características monopólicas. Por ello, estimó necesario incorporar los siguientes aspectos:




- Extender su aplicación a todo tipo de viviendas, eliminando el sesgo con que fue elaborada. Esto corregiría ciertos problemas, ya que la factibilidad sanitaria es requisito para el otorgamiento del permiso de edificación, y en la mayoría de los proyectos de viviendas sería imposible conocer al momento de la celebración del “convenio de factibilidad” si es aplicable la excepción del cobro de los AFR, o bien, la posibilidad de celebrar estos convenios, toda vez  que sólo en el Fondo I el proyecto es calificado por el SERVIU antes del otorgamiento del permiso de edificación.




- Otorgar transparencia, equidad y celeridad a los procedimientos de factibilización sanitaria en las áreas urbanas en las que no hay coincidencia con el territorio operacional de las empresas sanitarias, y la consecuente ampliación de las áreas de concesión, independientemente del tipo de vivienda, reconociendo que el convenio no reemplaza la licitación posterior y, por el contrario, transparenta cobros y fija plazos.




- Prohibir pagos por otorgamientos de factibilidad sanitaria, por conceptos que no se relacionen directamente con el proyecto (obras de interconexión de cargo del urbanizador), independientemente del tipo de vivienda.





- Definir los cobros permitidos, para evitar la duplicidad en el pago a las empresas sanitarias de los aportes de terceros y de los AFR, independientemente del tipo de vivienda.





- Dotar a la Superintendencia de Servicios Sanitarios de competencia para resolver los conflictos que por la situación anteriormente señalada pudieran generarse. 




- Adecuar la normativa de certificación de factibilidad sanitaria de nuevas áreas urbanas, para que la Superintendencia certifique la factibilidad sanitaria al municipio o a los municipios, o a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente, durante la tramitación de la modificación de un Plan Regulador Comunal o Intercomunal que amplíe el límite urbano. Esta certificación de título permitirá al urbanizador, en esa nueva área urbana, activar el procedimiento de licitación establecido en la ley, indicando los puntos de interconexión.





- Regular las tarifas de interconexión para permitir una mayor competencia entre las empresas sanitarias, tal como ha ocurrido en otros mercados de esta misma naturaleza monopólica, de acuerdo al procedimiento dispuesto en el artículo 10 de la Ley de Tarifas Sanitarias.





Por su parte, la señora Superintendente de Servicios Sanitarios explicó el contenido de cada uno de los artículos contenidos en el proyecto de ley.





Indicó que los AFR son una alternativa de financiamiento con que cuentan los prestadores de servicios sanitarios para solventar la expansión de la infraestructura existente, la que está referida a ciertas obras que son de su cargo, como las de capacidad (estanques, plantas elevadoras, plantas de tratamiento de aguas servidas y potable), y las de extensión (redes matrices y colectoras de gran diámetro, que tienen capacidad para servir a más de un proyecto o inmueble). Las obras de capacidad siempre son de cargo del prestador sanitario.
Añadió que el fundamento de los AFR, como prerrogativas de las empresas sanitarias ante los urbanizadores, radica en la obligatoriedad de servicio que tienen dichas empresas dentro del territorio operacional de su concesión. Sin embargo, puntualizó, en el caso de las viviendas sociales no existe riesgo para la empresa por la construcción de un proyecto habitacional, por lo que el cobro pierde sentido. Recordó que el prestador está obligado a atender toda solicitud de servicio que se le formule, dentro de su territorio operacional.

 


Respecto de los territorios operacionales, expresó que no abarcan necesariamente todas las zonas reconocidas como urbanas o urbanizables en los instrumentos de planificación o de autorización, y que la Superintendencia de Servicios Sanitarios y el Ministerio de Vivienda y Urbanismo han acordado buscar soluciones que permitan que las áreas urbanas no atendidas por empresas sanitarias cuenten en el futuro con el suministro correspondiente.

 


Subrayó que el prestador está obligado a dar servicio a quien lo solicite, dentro de los límites de dicho territorio, y a otorgar las factibilidades respectivas. Connotó que existe un caso especial, el de las factibilidades provisorias, en las que aún cuando dicho territorio está en vías de incorporarse a una concesión (para cuyos efectos es necesario haber realizado el acto público; ser el único postulante a la concesión, y contar con un informe favorable de la Superintendencia de Servicios Sanitarios), obtiene una factibilidad condicionada a la adjudicación definitiva de la concesión.




Precisó que el artículo 52° bis de la Ley General de Servicios Sanitarios establece que “Los prestadores podrán establecer, construir, mantener y explotar sistemas de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas servidas en el ámbito rural, bajo la condición de no afectar o comprometer la calidad y continuidad del servicio público sanitario”, pero subrayó que la Superintendencia carece de facultades regulatorias y de fiscalización, respecto de los servicios que prestan las concesionarias fuera del territorio operacional autorizado.

 



Agregó que las condiciones de prestación de los servicios (atención de clientes, régimen de cobros y tarifas, etc.) son las estipuladas por las partes (empresa sanitaria e interesado) en el convenio, respecto de cuyo contenido y cláusulas dicho Organismo tampoco posee atribuciones. Finalmente, indicó que si el terreno abastecido mediante la referida disposición se transforma en urbano, la Superintendencia está facultada para requerir a la empresa que regularice la situación.
Puso de relieve que existen diversas áreas urbanas en el país que son idóneas para desarrollar proyectos de viviendas sociales. Sin embargo, no forman parte de ningún territorio operacional, lo que dificulta la ejecución de los proyectos y su financiamiento público, ya que para obtener las respectivas aprobaciones, es necesario contar con la factibilidad de agua potable y alcantarillado, que sólo puede ser otorgada por una concesionaria sanitaria, respecto de solicitudes de servicio que se le formulen dentro del territorio concesionado. 
Añadió que la rigidez de los requisitos y la amplitud de los plazos en muchos casos ha desincentivado o frustrado los proyectos de viviendas sociales, o bien, ha obligado a negociar con la empresa sanitaria más cercana para obtener una pronta ampliación de la concesión, generalmente con condiciones poco favorables. 
El Jefe de la División de Concesiones de la Superintendencia de Servicios Sanitarios destacó la conveniencia de realizar una modificación integral del marco regulatorio sanitario, en forma razonable y que no implique un derroche de recursos. Aclaró que existen diversas materias, como la delimitación entre territorios urbanos y rurales, que no han sido abordadas por la presente iniciativa legal y que requieren ser modificadas, tarea en la que el Organismo que representa trabaja.
Por otra parte, manifestó, existe la necesidad de establecer la obligación de hacer coincidir los territorios operacionales de las empresas sanitarias con los límites urbanos de las respectivas localidades. De acuerdo a este criterio, los territorios operacionales deberían ajustarse automáticamente a los cambios de los límites urbanos. Se aduce que como la solicitud de una nueva concesión o ampliación del territorio concesionado es facultativa para las empresas, éstas pueden condicionar o limitar el crecimiento de las ciudades. 

El Honorable Diputado señor Tuma coincidió con la propuesta de una modificación global del sistema, pero señaló que debe efectuarse en otra oportunidad. Enfatizó la urgencia para el despacho del proyecto de ley en estudio, por cuanto solucionará un problema para los comités de la vivienda que deben cancelar altas sumas de dinero para conectarse a la red sanitaria. Además, reiteró otros fundamentos plasmados en las Mociones parlamentarias, como la existencia de diversas áreas idóneas para el desarrollo de proyectos de viviendas sociales, que no son cubiertas por los territorios operacionales.

El Honorable Senador señor Letelier solicitó agregar dentro de la presente iniciativa legal la eliminación o regulación para las viviendas sociales del área rural el cobro estipulado en el artículo 52° bis de la Ley General de Servicios Sanitarios.

Reiteró que el citado artículo dispone que los prestadores podrán establecer, construir, mantener y explotar sistemas de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas servidas en el ámbito rural, bajo la condición de no afectar o comprometer la calidad y continuidad del servicio público sanitario. 

Explicó que en virtud de esta norma la empresa puede dar servicio en una zona rural, fuera de los límites urbanos, y exigir aportes no reembolsables (aportes de terceros), sin limitaciones de precio. Asimismo, señaló que esta disposición estipula una prerrogativa para las concesionarias sanitarias, para que puedan atender en el área rural, dando asesorías o explotando los servicios sanitarios, por cuenta de los interesados, pero sin que ello signifique un menoscabo para los clientes de su concesión. 

Advirtió que el aspecto negativo de dicha facultad radica en que no existen reglas que orienten la definición de los derechos y obligaciones de los contratantes, ni tampoco se contemplan la forma en que la autoridad pueda intervenir para resolver sus conflictos o discrepancias.

Requirió, por otra parte, mayores atribuciones para la Superintendencia de Servicios Sanitarios, en cuanto a los servicios prestados fuera del radio urbano. Asimismo, sugirió establecer con claridad que son las autoridades las llamadas a decidir cómo y hacia dónde crecen las ciudades, y no las empresas sanitarias, como ocurre en la actualidad. 
El Honorable Senador señor Sabag manifestó que el proyecto en estudio es beneficioso para los sectores más vulnerables. Añadió que sería conveniente que en caso de ampliarse el radio urbano de una comuna, en forma automática se aumente el área operacional de las empresas sanitarias. Por otra parte, estimó que muchas de las obras destinadas a la ampliación del radio operacional de las empresas, no son de gran envergadura, por lo que no deberían verse reflejadas en un aumento de tarifas.





Destacó que en la actualidad el cobro de los AFR a las viviendas sociales depende de la decisión de cada empresa sanitaria, lo que constituye una autorregulación a la que la iniciativa pone término.

 



La señora Superintendente de Servicios Sanitarios enfatizó que muchas de las obras necesarias para la ampliación de un territorio operacional son costeadas por aportes de terceros, lo que se traduce un nulo impacto en las tarifas.





En cuanto al artículo 52° bis de la Ley General de Servicios Sanitarios, indicó que el 38,7 % del territorio urbano no posee concesión sanitaria, cifra que varía por Región. Añadió que las facultades de la Superintendencia en esta materia son, como ya lo advirtió, muy limitadas.

 



La abogada asesora el Ministerio de Vivienda y Urbanismo puso de relieve que dicha Secretaria de Estado no ha analizado la posibilidad de incluir dentro de esta iniciativa legal una enmienda al artículo 52° bis, como lo ha solicitado el Honorable Senador señor Letelier. 

 



Coincidió en que en algunas Regiones existen importantes diferencias entre el territorio urbano y el territorio operacional. No obstante, indicó, no hay claridad en cuanto a si esta situación está determinada por la sobreestimación del territorio urbano, o por la subestimación del territorio operacional.




Expresó que el actual sistema de licitación pública de concesiones, regulado en el artículo 33° A del decreto con fuerza de ley N° 382, resulta insuficiente, puesto que dispone sólo la posibilidad de requerir la ampliación dentro de los limites urbanos, pero sujeto a una serie de requisitos que se extienden en el tiempo, quedando excluida el área rural.





Replicó, ante algunas sugerencias de Sus Señorías, que la idea de establecer un metraje determinado para la ampliación de una concesión entre dos áreas contiguas, una de ellas rural y la otra urbana, traería consigo la dificultad de interpretar el concepto de “área contigua”, como aquélla que es aledaña a la zona operativa de la empresa o a la del área urbana. Aclaró que sobre el particular no existe coincidencia de criterio, aunque en el sentido técnico dicho término aludiría a la cercanía del territorio operacional.





El Honorable Diputado señor Tuma explicó que durante la tramitación del presente proyecto de ley en la Honorable Cámara de Diputados se hizo un esfuerzo importante por incluir el artículo 52° bis en la iniciativa, pero que no hubo el consenso necesario para ello.





La abogada asesora de la Cámara Chilena de la Construcción, como solución a la problemática que genera el artículo 52° bis, propuso implementar un registro de los prestadores que establezcan, construyan, mantengan y exploten sistemas de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas servidas en el ámbito rural, bajo la condición de no afectar o comprometer la calidad y continuidad servicio público sanitario.





Agregó que sería conveniente, además, adecuar la Ley General de Urbanismo y Construcciones a la forma de operación del mercado sanitario, para que sean los Instrumentos de Planificación Urbanos y Territoriales, los que determinen las áreas urbanas.





En una sesión posterior, la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios (ANDESS CHILE), realizó una presentación en power point, que se adjunta como anexo a este informe.





El Presidente de ANDESS CHILE explicó que su organización representa al 94% de los clientes de las zonas urbanas concesionadas a lo largo del país. Añadió que la entidad ha tenido un espíritu de colaboración y de apoyo a la iniciativa legal, en beneficio del desarrollo de la política habitacional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.





Anunció algunas observaciones al proyecto de ley, relativas a la delimitación de las viviendas sociales que serán beneficiadas, y a algunos aspectos sobre la ampliación de territorios operacionales.





El Miembro del Directorio de ANDESS CHILE, señor Gabriel Bitrán, enunció las principales características e implicancias del sistema tarifario del sector sanitario. En primer término, manifestó que la empresa modelo tarificada se dimensiona sólo para atender a la respectiva zona de concesión y al crecimiento previsto dentro de ésta en el período tarifario de 5 años. Agregó que el referido modelo no está concebido, diseñado ni dimensionado para atender la demanda potencial que pueda existir más allá de la zona de concesión.

 



En segundo término, indicó que la rentabilidad está acotada a una actividad de bajo riesgo y a flujos altamente predecibles, y que un servicio de rentabilidad regulada no está en condiciones de asumir las eventualidades de una actividad altamente volátil.

 



Afirmó que las tarifas se calculan para las zonas de costos homogéneos a fin de evitar subsidios cruzados entre los usuarios, con el objeto de que éstos y los desarrolladores inmobiliarios sean racionales en su decisión de ubicación. Concluyó que las tarifas de un sector normalmente no son aplicables a la realidad de costos de un sector aledaño.



 
En otro orden de ideas, acotó que los AFR constituyen la contrapartida de la obligación de servicio que enfrentan las sanitarias en su área de concesión. Indicó que en cualquier momento, dentro de la zona concesionada, puede aparecer un desarrollador inmobiliario exigiendo a la empresa la factibilidad de proyectos de cualquier envergadura, y dado que la sanitaria no puede negarse a su otorgamiento, se vería en la necesidad de financiar las obras necesarias para satisfacer a cabalidad dichos requerimientos.





Añadió que los AFR son la opción que la sanitaria tiene para exigir al desarrollador inmobiliario el financiamiento de las obras. Enfatizó que pese a que la liquidez del mercado financiero puede variar en el tiempo, esto no releva a la sanitaria de su obligación de construir las obras; por ello, estas empresas deben contar con una opción de financiamiento.

 



Puso de relieve que los AFR buscan, además, evitar comportamientos oportunistas de parte de los desarrolladores urbanos, ya que en cualquier industria competitiva los actores pueden rechazar una venta evitando incurrir en inversiones que no pueden o no quieren asumir, destacando que las sanitarias no tienen esta opción.
 



En cuanto a la responsabilidad social, afirmó que debe asegurarse la óptima focalización de los recursos fiscales, para lo cual sugirió destinarlo al quintil más pobre de la población, normalmente cubierto por el Fondo Solidario I, y resaltó que la extensión al Fondo Solidario II, que abarca el segundo quintil, debe hacerse precaviéndose que bajo esa clasificación no se beneficie a los segmentos más acomodados.

 



Propuso evitar cualquier mención vaga en la iniciativa que pudiera dar oportunidad para que los urbanizadores busquen extender el beneficio a loteos o viviendas orientadas a grupos socioeconómicos superiores. A mayor abundamiento, sostuvo que en el caso de los Proyectos Integrados, este beneficio debe extenderse sólo a las viviendas del Fondo Solidario I y II, con un valor comercial máximo de 750 unidades de fomento, basándose su asignación en las viviendas, no en los loteos.

 

 

Criticó la figura de la factibilidad previa a la concesión por ser contraria al espíritu, a la estructura y a la práctica de la regulación sanitaria, ya que una factibilidad de este tipo, otorgada a quien no es concesionario y respecto de quien se desconoce si tendrá el interés de serlo, constituye un riesgo para los futuros usuarios. 

 



Precisó que una vez adquiridas las viviendas, los usuarios podrían encontrarse sin servicio sanitario, debido al desinterés de prestarlo de parte de quien otorgó la factibilidad originalmente y, por ello, si se quiere posibilitar a un concesionario potencial para que pueda otorgar la factibilidad, deberían establecerse multas adecuadas en caso de desistimiento.





Manifestó que existen loteos socialest dentro del territorio operacional, como fuera del mismo, destacando que la extensión de los beneficios a estos últimos, tiene implicancias que podrían ir más allá del apoyo a la vivienda social.





Hizo presente que las tarifas sanitarias están concebidas para cubrir costos dentro del territorio operacional; fuera de él, la cuenta la terminan subsidiando los usuarios actuales, ya que, como se dijo, las tarifas cubren los costos medios dentro de la zona de concesión, por lo que si se anexan nuevas áreas, se presentan costos medios que los clientes finalmente pagan debido a las malas decisiones económicas de expansión urbana.





Expresó que, en definitiva, esta no es una contienda entre hogares pobres y las empresas sanitarias; sino, entre desarrolladores inmobiliarios y los clientes de las sanitarias.
 



Advirtió que el pago de los mayores costos implícitos en los desarrollos inmobiliarios puede ser asumido por:

 - los clientes de las nuevas casas, situación en la que podría llegarse al absurdo de que las tarifas sanitarias varíen por manzanas con valores impagables para las viviendas sociales;

- los clientes dentro de la zona de concesión, con lo cual se produciría un subsidio encubierto, que favorecería la extensión inorgánica de las ciudades, financiado por todos los hogares dentro del territorio operacional. Precisó que en localidades pequeñas el impacto en los clientes actuales podría ser importante;

- los urbanizadores, en la medida que ellos son quienes generan estos mayores costos, situación razonable; y

 - el Fisco de Chile, para el caso de las viviendas sociales, existiendo mecanismos legales para este efecto; en tanto que para las viviendas privadas, esta vía no tendría ningún sentido ni justificación.





Concluyó señalando que los desarrolladores inmobiliarios deberían internalizar los mayores costos que irrogan a la sociedad, en virtud de los proyectos que emprenden (“internalización de externalidades”), con la finalidad de que el área urbana no crezca desmedidamente como resultado de una política que distorsione las decisiones de inversión, legitimando subsidios cruzados entre clientes sanitarios y urbanizadores.





Indicó que la buena o mala aptitud de un terreno debe ser asumida por quien selecciona y desarrolla un negocio a partir de él, ya que mientras mejor sea el terreno, menores serán sus costos de urbanización y de provisión de servicios básicos y, por ello, será más caro. Además, afirmó, la elección de terrenos más baratos, conlleva mayores costos de urbanización y no parece lógico que una mala selección de los mismos, se traduzca en una carga económica para terceros.





Informó que en proyectos de viviendas no preasignadas, orientados a grupos socioeconómicos más elevados, la incertidumbre en la demanda también genera pérdidas. Indicó que en el año 2006, la demanda efectiva fue menor a la cuarta parte de lo prometido por los urbanizadores. Por tanto, cabría preguntarse ¿quién financia la capacidad ociosa invertida por la empresa?.

 



Destacó que la extensión inorgánica de las ciudades genera múltiples problemas a la sociedad, como por ejemplo: aumenta los valores de transporte y los tiempos de viaje, conjuntamente con la congestión vehicular y la contaminación; incrementa los costos generales de infraestructura y de equipamiento; causa segregación socioeconómica; propende a la urbanización de suelos con aptitud agrícola; eleva los costos de seguridad ciudadana y, en síntesis, deteriora la calidad de vida.
 


Añadió que cualquier política que extienda el área urbana o urbanizable, sin que su causante internalice los costos que se generen, es contraria a la política de densificación urbana impulsada por el Estado en los últimos 13 años. 

 


Puso de relieve que si se adoptaran cambios regulatorios que promovieran la urbanización de todas las zonas aptas, la densidad de Santiago podría reducirse a menos de la mitad, hacia el año 2020. A nivel nacional, agregó, si los territorios operacionales cubrieran el 100% del territorio urbano, las ciudades tendrían el riesgo de extenderse en más de un 50% de su superficie actual.

 



Agregó que la “internalización de externalidades” ha sido uno de los elementos claves en la definición del desarrollo condicionado de las zonas urbanas, y que el Plan Regulador Metropolitano de Santiago ha establecido, entre los requisitos para la ampliación condicionada de zonas urbanas, lo siguiente: “Construir las obras de infraestructura necesarias para mitigar los impactos urbanos y ambientales del proyecto sobre el resto de la ciudad. Esta infraestructura incluye desde las vías de acceso y enlaces hasta las plantas de tratamiento de aguas servidas y residuos líquidos industriales en el caso de las áreas productivas.” (Fuente: Memoria Explicativa y Ordenanza PRMS).
 



Resaltó que la “internalización de externalidades” se convirtió en el elemento habilitador de las expansiones de las zonas urbanas, pues evita a sus habitantes asumir el costo de las nuevas ampliaciones. Indicó que el mismo concepto debe aplicarse, en lo que a servicios sanitarios se refiere, a las evaluaciones y cobros que realizan las sanitarias.




Asimismo, criticó algunos aspectos del proyecto de ley. En primer término, explicó que la iniciativa debe precisar las viviendas sociales que serán beneficiadas con la exención de los AFR, que se justifican, como se ha señalado, por la obligación de la empresa sanitaria de satisfacer los requerimientos de servicio de cualquier interesado o urbanizador dentro del área de concesión, aún cuando ello no sea económicamente conveniente para la empresa sanitaria.

 



Afirmó que los AFR compensan los riesgos que asumen las empresas sanitarias al disponer de una infraestructura cuya utilización no está garantizada por el urbanizador, y que las viviendas sociales que tienen el carácter de preasignadas o que tienen un bajo riesgo de no ser ocupadas, podrían ser objeto de dicha exención. Estas viviendas son las destinadas al quintil más pobre de la población, correspondientes al Fondo Solidario I.
 



Destacó que el concepto de vivienda social, por razones de certeza jurídica, debe estar determinado según el valor de venta de la misma, para los efectos de la exención. En la actualidad, indicó, se considera el valor de tasación que calculan los Directores de Obra Municipales, siendo frecuente que califiquen en esta categoría a viviendas que en rigor, no son tales. 





Manifestó que por las razones expuestas, en armonía con la actual legislación sanitaria, la exención de los AFR debe beneficiar a las viviendas sociales que se financien en todo o parte con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, cuyo valor de venta no exceda las 750 unidades de fomento.




En cuanto a los riesgos de factibilidades sin previa concesión, comentó que el proyecto de ley admite que cualquier concesionario fuera del territorio operacional, propio o de un tercero, puede otorgar certificado de factibilidad, sin haber solicitado u obtenido previamente la correspondiente concesión, entendiendo que el objetivo de la iniciativa es que además de las concesionarias, cualquier interesado pueda otorgar estas factibilidades, de modo de ampliar la oferta de los servicios sanitarios.

 



Añadió que la factibilidad sin concesión previa es una anomalía dentro de la regulación vigente, ya que si el otorgante de la misma no solicita la concesión, o a su mera voluntad se desiste de ella, puede llevar a que las viviendas sociales se ejecuten y asignen a los beneficiarios, sin contar con los servicios de agua potable y alcantarillado.





Indicó que el proyecto de ley considera que la factibilidad así otorgada será válida para todos los efectos legales, aun cuando en definitiva, sea otro prestador el que se adjudique la concesión, pero puede ocurrir que no exista otro interesado, de modo que la falta de servicios sanitarios para las viviendas construidas podría subsistir.

 



Precavió que el otorgamiento de factibilidades sin concesión previa, fomenta conductas especulativas y desincentiva que terceros interesados soliciten la misma concesión ya condicionada por factibilidades, cuya correcta evaluación económica no está garantizada.




Agregó que un agente inmobiliario podría convenir con un interesado que le otorgue la factibilidad de servicios sanitarios para un terreno, cuyos costos de infraestructura sanitaria pueden determinar una tarifa superior a la vigente en áreas cercanas (por ejemplo en un cerro que requiere la elevación de aguas, cuyo valor de terreno es bajo). El resultado de lo anterior podría ser:


 


a) Si se trata de una operación inescrupulosa y de un otorgante de factibilidad que no presente seguridades jurídicas y económicas, las viviendas sociales construidas y asignadas se quedarán sin servicios sanitarios, y el Estado tendrá que cubrir la ineficiencia y el fraude de los agentes involucrados.


 


b) Si la operación es correcta, entonces el beneficiario de la vivienda social, persona de escasos recursos, tendrá que soportar tarifas superiores a las de los usuarios de concesiones existentes en la misma ciudad.





Explicó que el proyecto de ley, tal como está concebido, no sólo impide que los agentes inmobiliarios internalicen los costos asociados a la urbanización, sino que también incentiva la ocupación de terrenos menos aptos y más baratos, lo que obliga a la Superintendencia de Servicios Sanitarios a decidir ciegamente una eventual ampliación forzada de concesión, ya que no sería política ni socialmente presentable que estando construidas y asignadas las viviendas, no pudieran ser ocupadas por falta de servicios sanitarios.
 



Manifestó que si la iniciativa legal no es debidamente corregida, impide la utilización de los mecanismos allí dispuestos, en el sentido de que cuando sea necesario mantener el mismo nivel tarifario del área contigua en la zona que se solicita en ampliación, ciertas obras de capacidad podrían ser asumidas por los interesados y se considerarían aportes de terceros. Indicó que este aspecto deberá consignarse en los convenios respectivos.

 



Ello, acotó, se producirá por la razón evidente de que el proyecto de ley sólo faculta y no obliga a exigir aportes de terceros para mantener el nivel tarifario del área contigua.





Consideró que debe exigirse, previo al otorgamiento de la factibilidad, que el interesado en otorgarla presente las garantías de seriedad y publique la respectiva solicitud de concesión de servicio en un plazo de 30 días. 

 



 Añadió que lo anterior sería esencial una vez publicada la solicitud y otorgada la factibilidad, y que debería sancionarse de un modo equivalente a la inobservancia del programa de desarrollo, el no cumplimiento de los requisitos legales para la obtención de la concesión o el desistimiento de la solicitud por mera voluntad del interesado, en cuyo caso el representante legal o el directorio de la sociedad infractora debería responder solidariamente de la multa.
  



Recomendó que en el convenio se establezca la exigencia de aportes de terceros (no reembolsables) para mantener el nivel tarifario de las áreas contiguas, y para que el urbanizador internalice debidamente los costos.

 



Por otra parte, sugirió precisar los conceptos de área urbana y de área de ampliación urbana, en armonía con la legislación de los servicios sanitarios. Propuso referirse a las áreas urbanizables y susceptibles de concesión sanitaria en los términos previstos en el artículo 5º de la Ley General de Servicios Sanitarios, es decir, como servicio prestado mediante redes ubicadas en bienes nacionales de uso público (urbanizaciones con apertura de calles, incluidos los cambios de uso de suelo en la Ley General de Urbanismo y Construcciones).





El Presidente de ANDESS CHILE, en relación a las anomalías de la factibilidad otorgada por la Superintendencia de Servicios Sanitarios, y en cuanto a la ampliación forzada de concesiones, recomendó algunas formas de evitar posibles inconstitucionalidades:
 



1.- El artículo 33° D del proyecto de ley, establece que cuando no es posible la suscripción de los convenios que permitan dar factibilidad sin concesión, la Superintendencia de Servicios Sanitarios deberá llamar a licitación de la concesión vacante, previa evaluación de la viabilidad técnica y financiera de ampliar la concesión, teniendo la facultad para otorgar la factibilidad de servicio, sin perjuicio que el concesionario forzado formalice sus términos y condiciones una vez obtenida la concesión o cuando sea el único postulante, celebrado el acto público de presentación del programa de desarrollo y presentación de tarifas.

 



2.- El otorgamiento de factibilidad por la Superintendencia de Servicios Sanitarios es una anomalía, por cuanto asigna una función operativa de carácter empresarial al órgano encargado de fiscalizar dichas operaciones.





Resaltó que el texto del proyecto de ley es ambiguo y presenta contradicciones en esta materia. Reiteró que si la Superintendencia de Servicios Sanitarios otorga la factibilidad y luego el futuro concesionario no formaliza la concesión, no se disponen las consecuencias ni las sanciones para este incumplimiento. 
 



Añadió que si el concesionario que debe formalizar u obtener la concesión presenta condiciones económicas (tarifas) superiores a las de la evaluación practicada por la Superintendencia de Servicios Sanitarios, la iniciativa no establece la forma de resolver dicha discrepancia, toda vez que el concesionario siempre tiene la facultad de desistirse cuando la tarifa calculada resulta superior a la computada por él. Por tanto, cabe preguntar ¿si no hay interesados en la licitación o éstos se desisten legalmente, qué pasaría con las viviendas sociales construidas y asignadas, esto es, quién les prestará el servicio sanitario?.




Como única solución posible, vislumbró la ampliación forzada de concesiones, prevista en el artículo 33° A de la Ley General de Servicios Sanitarios. Sin embargo, en tal caso, se pueden presentar dos situaciones que el proyecto de ley tampoco prevé:

 


a) El concesionario afectado podría quedar en la indefensión, ya que la decisión de la Superintendencia de Servicios Sanitarios de ampliar forzosamente la concesión y de otorgar factibilidad, no admite contradicción alguna por parte del concesionario eventualmente afectado, con la agravante de que una vez otorgada la factibilidad por dicho Órgano Fiscalizador no se modificará, y si no hay interesados en la concesión, en forma ciega y unilateral, deberá ordenar la ampliación forzada de la misma.


 


b) Cuando proceda la ampliación forzada, la iniciativa de ley no considera la reducción de los plazos actualmente previstos en la legislación que permita solucionar ciertas dificultades.





Consideró, además, que el artículo 33° D es innecesario, toda vez que la Ley General de Servicios Sanitarios ya tiene previsto que la Superintendencia, a requerimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, para el caso de viviendas subsidiadas de un valor de hasta 750 unidades de fomento, debe llamar a licitación pública, y si no hay interesados, tiene la facultad para ampliar forzosamente la concesión de la empresa sanitaria que opere el servicio del área más cercana, siempre que ello sea técnica y financieramente factible de abordar.

 



Indicó que esta normativa fue introducida por la ley N° 20.038, y que hasta ahora se habría utilizado en dos oportunidades.
 



Opinó, por las razones señaladas, que debe reemplazarse el artículo 33° D por uno que permita disminuir los plazos previstos en la ley para licitar, y en su caso, ampliar nuevas concesiones, si son necesarias, para viviendas sociales. Para estos efectos, indicó que debe establecerse que, tratándose de las viviendas sociales a las que se refiere el inciso segundo del actual artículo 33° A, cuando proceda la licitación o la ampliación forzada de concesiones, el acto público al que se refiere el artículo 14 de la ley, deberá efectuarse dentro del plazo de 60 días, contados desde la publicación del llamado a licitación y el concesionario deberá otorgar la factibilidad desde que sea notificado por la Superintendencia de Servicios Sanitarios de la resolución que ordena la ampliación forzada de la concesión. 

 



Lo anterior, precisó, es sin perjuicio de aplicar a estas situaciones el inciso tercero del artículo 33° C propuesto, en el sentido de exigir aportes de terceros cuando sean necesarios para mantener el nivel tarifario del área contigua.




El señor Felipe Larraín, miembro del Directorio de ANDESS CHILE, hizo presente que existe un convenio entre la Empresa Aguas Andinas y el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que exime del pago de los AFR a las viviendas sociales, facilitando así el desarrollo de la política habitacional.





El señor Pedro Pablo Errázuriz, miembro del Directorio de ANDESS CHILE, manifestó, a título personal, que las empresas sanitarias pagan un alto costo por la falta de una política comunicacional. Argumentó que desde el año 1998 a la fecha, se han desarrollado obras y mecanismos, como pagos efectuados por los usuarios y subsidios bien utilizados, que han permitido que el 90% de las aguas de riego estén descontaminadas, índice destacado a nivel mundial. Resaltó que, a su juicio, el marco regulatorio de las empresas de servicios sanitarios ha operado bien, por lo que cualquier enmienda que se introduzca no debe entorpecer el funcionamiento del sistema.

 



El señor Gustavo González, Gerente General de ESVAL, manifestó que dicha empresa, al igual que Aguas Andinas, ha dispuesto exenciones de los AFR para viviendas sociales, hecho que es poco conocido.





El Honorable Senador señor Horvath solicitó transparentar los costos en los modelos tarifarios. Asimismo, consultó cómo se refleja en las tarifas la sobrecobertura que en la actualidad tiene la empresa Aguas Andinas.  








El señor Felipe Larraín, miembro del Directorio de ANDESS CHILE, contestó que los costos de la infraestructura subutilizada de las sanitarias son asumidos por las propias empresas mientras se genera la demanda respectiva.





La señora Superintendente de Servicios Sanitarios, en una sesión posterior, replicó la presentación efectuada por ANDESS CHILE. Explicó que la eliminación del pago de los AFR para las viviendas sociales comprendidas en la iniciativa legal, evita que una parte del subsidio estatal  vaya a las empresas sanitarias para que financien las obras destinadas a obtener los servicios correspondientes.





En cuanto a la factibilidad previa, destacó que es necesario introducir una sanción en caso de que el concesionario celebre un convenio anticipado, pero posteriormente desista de su propuesta, situación en la cual si bien se prevé una garantía, se torna insuficiente.





Como solución a la situación planteada, propuso sancionar este desistimiento con una pena similar a la asignada al incumplimiento de los programas de desarrollo, regulado en el artículo 11 de la ley N° 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios, con el objeto de otorgar seriedad a la celebración de estos convenios.





Dicho precepto, agregó, establece que los prestadores de servicios sanitarios que incurrieren en alguna infracción a las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con los servicios sanitarios, o en caso de incumplimiento de las instrucciones, órdenes y resoluciones que dicte la Superintendencia, podrán ser objeto de la aplicación por ésta, sin perjuicio de las establecidas específicamente en esta ley o en otros cuerpos legales o reglamentarios, de algunas de las multas a beneficio fiscal que señala. Entre ellas, la letra e) prescribe una sanción de cincuenta y una a diez mil unidades tributarias anuales cuando se trate del incumplimiento del programa de desarrollo a que se refiere el artículo 14º del decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas.





Afirmó que en la actualidad el desistimiento a que se ha hecho referencia, no está contemplado en la ley.





Por su parte, el II Vicepresidente de la Cámara Chilena de la Construcción reiteró los principales puntos de la presentación realizada por dicha entidad en el seno de la Comisión.





Luego, la Comisión debatió  acerca de la definición de las viviendas sociales que serán beneficiadas con la exención del pago de los AFR.





El Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, explicó que las viviendas sociales subsidiadas con el Fondo Solidario I tienen un costo de 670 unidades de fomento, y las del Fondo Solidario II, de 900 unidades de fomento. Manifestó que se trata de dos programas que reúnen a la población más vulnerable y a la que más afecta el pago de los AFR.





El Honorable Senador señor Orpis explicó que los programas sociales son propios de cada Gobierno, por lo que pueden ser modificados. Sugirió establecer como límite para optar al beneficio de la exención en el pago de los AFR, a las viviendas sociales de hasta 750 unidades de fomento.




 
El Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo estuvo conteste con esta sugerencia, y anunció una indicación del Ejecutivo para la recogerla.





El Honorable Diputado señor Tuma expresó que el actual inciso primero del artículo 33° A de la Ley General de Servicios Sanitarios alude a dicho precio límite.





Añadió que no entiende el sentido de modificar el parámetro para determinar las viviendas sociales que serán favorecidas, ya que los dos programas habitacionales contemplados están destinados a la población más pobre del país.





La Comisión concordó en que el beneficio establecido por esta iniciativa legal sea aplicable a las viviendas con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo de hasta 750 unidades de fomento, con el objeto de focalizar la ayuda hacia los sectores más desposeídos.





En otro orden de ideas, la Comisión, a sugerencia del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, estuvo por reemplazar el vocablo “solicitud” utilizado en la tercera oración del inciso primero del artículo 33° C, por “factibilidad”, que es la expresión que técnicamente corresponde.





Además, propuso al Ejecutivo incorporar una sanción para el caso de desistimiento del postulante a la concesión que celebre un convenio anticipado, recogiendo la recomendación de la Superintendencia, que propuso aplicar la misma sanción prescrita en el artículo 11, letra e), de la ley  N° 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios.





El Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo coincidió con ambas sugerencias, expresando que serían recogidas en una indicación del Gobierno.





El Honorable Senador señor Orpis, respecto del inciso segundo del artículo 33° D, criticó que la Superintendencia de Servicios Sanitarios tenga la facultad de rechazar a un postulante a una concesión sanitaria, por razones fundadas en aspectos técnicos que garanticen el nivel tarifario, sin disponer limitaciones a esta atribución.





La señora Superintendente de Servicios Sanitarios explicó que el Organismo a su cargo está facultado para denegar una concesión sanitaria cuando no existe la viabilidad técnica y financiera del área que se pretende abordar, y cuando la misma tiene un impacto tarifario negativo, es decir, asigna tarifas más altas, en relación con el área más cercana.





Su Señoría replicó que puede ocurrir que se presente un proyecto técnicamente viable con tarifas más altas, y que los usuarios estén de acuerdo con asumir el mayor costo. En su opinión, la autoridad no debe estar facultada para rechazar esta solicitud, cuando los afectados manifiesten su conformidad.





La señora Superintendente de Servicios Sanitarios sostuvo que en la situación descrita los clientes aún son potenciales, pues se trata de zonas que están siendo concesionadas, por lo que mal podría conocerse su parecer. Agregó que si se considera, además, que dichas viviendas revisten el carácter de “sociales”, difícilmente aceptarán una tarifa mayor.





El Honorable Senador señor Orpis contrargumentó señalando que pese a que se trata de personas de escasos recursos, pueden estar dispuestas a asumir una tarifa mayor, cuando exista una posibilidad real de optar a una vivienda social digna.





Propuso, como solución, disponer en la ley un rango de alza tarifaria dentro del cual la Superintendencia pueda decidir sobre una solicitud de concesión.





La señora Superintendente de Servicios Sanitarios explicó que se han analizado diversos mecanismos que definan el incremento tarifario, para efectos del rechazo de una concesión, tal como lo sugirió Su Señoría, pero que ha sido muy difícil su determinación.





El Honorable Senador señor Orpis criticó la inexistencia de parámetros relativos al aumento de tarifas, y para la base de relación o comparación de la misma. Recomendó definir qué se entiende por “impacto tarifario” y sus parámetros, con el objeto de proteger a los usuarios, ya que este factor, determinante para otorgar una concesión, es un elemento arbitrario.





El Jefe de la División de Concesiones de la Superintendente de Servicios Sanitarios explicó que en un primer momento las tarifas pueden variar, pero quedan regularizadas con posterioridad, en el siguiente proceso de regulación tarifaria.





Añadió que generalmente las empresas sanitarias aceptan mantener las tarifas vigentes para evitar problemas sociales, resaltando que no cubren los costos de provisión de los servicios sanitarios, pero que son actualizadas en el proceso de tarificación venidero.


El Honorable Senador señor Letelier propuso establecer las consecuencias del silencio administrativo en el caso de que la Superintendencia de Servicios Sanitarios no emita su pronunciamiento en el plazo máximo de 30 días, respecto de una solicitud de concesión, regulada en el inciso segundo del artículo 33° D del proyecto de ley.


Aclaró que el efecto del silencio administrativo en este caso en particular será el de considerar aprobada la solicitud respectiva.





El Honorable Senador señor Letelier aconsejó, además, contemplar un recurso de apelación en contra de la resolución adoptada por la Superintendencia, respecto de una solicitud de concesión, ya que no existe ningún mecanismo de revisión.





Por otra parte, reiteró su interés por incorporar en el presente proyecto de ley la eliminación del artículo 52° bis de la Ley General de Servicios Sanitarios, para las viviendas sociales del sector rural.





La señora Superintendente de Servicios Sanitarios respondió que la propuesta de Su Señoría no es factible, ya que no existe una institucionalidad sanitaria para el sector rural. Además, sostuvo, estos servicios no son obligatorios para las empresas que los otorgan, y finalmente, los términos de los suministros son convencionales para las partes contratantes, todo lo cual sitúa a la Superintendencia fuera del ámbito de su competencia.





 La abogada asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo expresó que El Ejecutivo estudia una nueva institucionalidad de los servicios sanitarios para el sector rural, y que este tema sería considerado en la oportunidad correspondiente.





El Honorable Senador señor Letelier replicó que la respuesta del Ejecutivo es formal, y que no existe conciencia de los abusos que cometen las empresas en el cobro de los servicios, amparados en el artículo 52° bis ya reseñado. Citó como ejemplo la situación ocurrida en Rancagua, donde un conjunto habitacional ubicado a una cuadra del mall de la ciudad, debió cancelar los pagos previstos en el citado precepto. 





La señora Superintendente de Servicios Sanitarios recomendó, como solución al problema planteados por el señor Senador, incorporar a una zona rural determinada como zona urbana dentro del Plan Regulador respectivo, y posteriormente, integrar esa área a la zona de concesión sanitaria correspondiente, eliminándose así la aplicación del artículo 52° bis.

- - - 





- Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado, en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo, Orpis, Pérez Varela y Sabag.
 - -




Como se expresó durante la discusión en general, el Ejecutivo presentó las siguientes indicaciones que recogen las observaciones y planteamientos de Sus Señorías:

ARTÍCULO ÚNICO

Número 1





La indicación del Ejecutivo propone reemplazar este numeral, por el siguiente:




“1.- En su artículo 33, agrégase el siguiente inciso, nuevo:





“Al prestador no le serán aplicables las disposiciones del Título II del decreto con fuerza de ley N° 70, de 1988, del Ministerio de Obras Publicas, "De los Aportes Financieros Reembolsables”, cuando se trate de proyectos habitacionales de viviendas sociales de hasta 750 unidades de fomento, que se financien en todo o en parte con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.”.”.




Tal como se señaló anteriormente, los miembros de la Comisión estuvieron contestes en que la excepción que contempla esta norma debe focalizarse a los sectores más vulnerables. Por ello, acordaron  que las viviendas sociales beneficiadas deben ser de hasta 750 unidades de fomento, y que hayan recibido subsidio estatal.





- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo, Orpis, Pérez Varela y Sabag.
Número 2

Artículo 33 C




El Ejecutivo presentó la siguiente indicación:





“a) Reemplázase el inciso primero del artículo 33 C, que se propone, por el siguiente:




“Artículo 33 C.- Tratándose de proyectos de viviendas sociales a que se refiere el inciso segundo del artículo 33, a ejecutarse dentro del límite urbano o de extensión urbana, pero fuera del territorio operacional, cualquier concesionario podrá comprometerse con el urbanizador a cargo de ese proyecto, a presentar, dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha del convenio, una solicitud de nueva concesión o ampliación de ella. Celebrado el convenio, el postulante a concesionario que lo suscribió deberá certificar la factibilidad de servicio. La factibilidad otorgada será válida para todos los efectos legales, aun cuando en definitiva sea otro prestador el que se adjudique la concesión. El concesionario que habiendo suscrito el convenio a que se refiere este artículo, no presentare la solicitud de concesión ante la Superintendencia dentro del plazo fijado, incurrirá en infracción administrativa que será sancionada de acuerdo a los montos que establece la letra e) del inciso primero del artículo 11° de la ley N° 18.902, sin perjuicio de la responsabilidad contractual.”.”.




Su Señorías concordaron en que esta indicación recoge las observaciones que hicieron durante la discusión de esta iniciativa.





- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo, Orpis, Pérez Varela y Sabag.
Artículo 33 D





El Ejecutivo presentó una indicación del siguiente tenor:





“b) Sustitúyase el inciso segundo del artículo 33 D, que se propone, por el siguiente:




”En estos casos, el acto público a que se refiere el artículo 14º de esta ley deberá efectuarse dentro del plazo de 60 días contados desde la publicación del llamado a licitación y los postulantes, deberán  otorgar la factibilidad de servicio solicitada en dicho acto público. Si no hubieren interesados la Superintendencia deberá, dentro del plazo de 15 días pronunciarse sobre la procedencia de ampliación forzada, y, en dicho caso el concesionario afectado deberá otorgar la factibilidad en un plazo de 15 días contados desde la notificación de la Superintendencia.”.”.




La señora abogado asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo señaló que la indicación persigue hacer congruentes ambos incisos de este artículo. Resaltó que en la redacción anterior había cierta disconformidad entre la referencia al artículo 33° A, contenida en el inciso primero, y el procedimiento establecido en el inciso segundo, ambos relativos a aquéllos casos en que no es posible obtener la suscripción de convenios.





Con la nueva redacción, señaló, se corrige dicha discrepancia, y se acorta de 120 a 60 días el plazo para efectuar el acto público a que refiere el artículo 14° de la Ley General de Servicios Sanitarios. 





- La indicación fue aprobada con la misma unanimidad señalada precedentemente.

- - - 


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

ARTÍCULO ÚNICO


En su encabezamiento, sustituir “ley” por “Ley”.


(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 1

- Reemplazarlo por el siguiente:



“1.- En su artículo 33°, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Al prestador no le serán aplicables las disposiciones del Título II del decreto con fuerza de ley N° 70, de 1988, del Ministerio de Obras Publicas, "De los aportes de financiamiento reembolsables”, cuando se trate de proyectos habitacionales de viviendas sociales de hasta 750 unidades de fomento, que se financien en todo o en parte con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.”.”.
(Unanimidad 5x0. Indicación del Ejecutivo y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 2






En su encabezamiento reemplazar “artículos 33 C y 33 D” por “artículos 33° C y 33° D”.

Artículo 33 C




- Sustituir su inciso primero por el siguiente:





“Artículo 33° C.- Tratándose de proyectos de viviendas sociales a que se refiere el inciso segundo del artículo 33°, a ejecutarse dentro del límite urbano o de extensión urbana, pero fuera del territorio operacional, cualquier concesionario podrá comprometerse con el urbanizador a cargo de ese proyecto, a presentar, dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha del convenio, una solicitud de nueva concesión o ampliación de ella. Celebrado el convenio, el postulante a concesionario que lo suscribió deberá certificar la factibilidad de servicio. La factibilidad otorgada será válida para todos los efectos legales, aun cuando en definitiva sea otro prestador el que se adjudique la concesión. El concesionario que habiendo suscrito el convenio a que se refiere este artículo, no presentare la solicitud de concesión ante la Superintendencia dentro del plazo fijado, incurrirá en una infracción administrativa que será sancionada de acuerdo a los montos que establece la letra e), del inciso primero, del artículo 11 de la ley N° 18.902, sin perjuicio de su responsabilidad contractual.”.




- En su inciso segundo, reemplazar “artículo 33” por artículo “33°”.

(Unanimidad 5x0. Indicación del Ejecutivo y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 33 D





- En su inciso primero:





Reemplazar “Artículo 33 D” por “Artículo 33° D”.





Sustituir “33 C” por “33° C” y “33 A” por “33° A”.





- Reemplazar su inciso segundo, por el siguiente:





”En estos casos, el acto público a que se refiere el artículo 14º de esta ley deberá efectuarse dentro del plazo de 60 días contado desde la publicación del llamado a licitación, y los postulantes deberán  otorgar la factibilidad de servicio solicitada en dicho acto público. Si no hubiere interesados, la Superintendencia deberá pronunciarse dentro del plazo de 15 días sobre la procedencia de ampliación forzada y, en dicho caso, el concesionario afectado deberá otorgar la factibilidad en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la Superintendencia.”.
(Unanimidad 5x0. Indicación del Ejecutivo y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- - - 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

 



“ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto de la Ley General de Servicios Sanitarios:




“1.- En su artículo 33°, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:





“Al prestador no le serán aplicables las disposiciones del Título II del decreto con fuerza de ley N° 70, de 1988, del Ministerio de Obras Publicas, "De los aportes de financiamiento reembolsables”, cuando se trate de proyectos habitacionales de viviendas sociales de hasta 750 unidades de fomento, que se financien en todo o en parte con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.”.”.

 


2.- Incorpóranse los siguientes artículos 33° C y 33° D, nuevos:





“Artículo 33° C.- Tratándose de proyectos de viviendas sociales a que se refiere el inciso segundo del artículo 33°, a ejecutarse dentro del límite urbano o de extensión urbana, pero fuera del territorio operacional, cualquier concesionario podrá comprometerse con el urbanizador a cargo de ese proyecto, a presentar, dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha del convenio, una solicitud de nueva concesión o ampliación de ella. Celebrado el convenio, el postulante a concesionario que lo suscribió deberá certificar la factibilidad de servicio. La factibilidad otorgada será válida para todos los efectos legales, aun cuando en definitiva sea otro prestador el que se adjudique la concesión. El concesionario que habiendo suscrito el convenio a que se refiere este artículo, no presentare la solicitud de concesión ante la Superintendencia dentro del plazo fijado, incurrirá en una infracción administrativa que será sancionada de acuerdo a los montos que establece la letra e), del inciso primero, del artículo 11 de la ley N° 18.902, sin perjuicio de su responsabilidad contractual.




La suscripción del convenio no puede significar cobros de ninguna especie y su propósito es permitir otorgar la factibilidad de servicio que exigen las normas correspondientes para el desarrollo de los proyectos sociales a que se refiere el inciso segundo del artículo 33°.





Cuando sea necesario para mantener el mismo nivel tarifario del área contigua en el área que se solicita en ampliación, determinadas obras de capacidad podrán ser asumidas por los interesados y se considerarán aportes de terceros. Este aspecto deberá consignarse en los convenios respectivos.





Cualquier discrepancia en relación con la aplicación de este artículo será resuelta por la Superintendencia de Servicios Sanitarios.





Artículo 33° D.- En caso que no sea posible obtener la suscripción de los convenios a que se refiere el artículo 33° C, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dando cuenta de esta situación, solicitará a la Superintendencia de Servicios Sanitarios la licitación prevista en el artículo 33° A. 





En estos casos, el acto público a que se refiere el artículo 14º de esta ley deberá efectuarse dentro del plazo de 60 días contado desde la publicación del llamado a licitación, y los postulantes deberán  otorgar la factibilidad de servicio solicitada en dicho acto público. Si no hubiere interesados, la Superintendencia deberá pronunciarse dentro del plazo de 15 días sobre la procedencia de ampliación forzada y, en dicho caso, el concesionario afectado deberá otorgar la factibilidad en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la Superintendencia.”.”.
- - -
Acordado en sesiones celebradas los días 8, 16 y 30 de septiembre; 7 y 14 de octubre, todas de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz (Presidente), Antonio Horvath Kiss (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Jaime Orpis Bouchon, Víctor Pérez Varela y Hosaín Sabag Castillo. 

                       Valparaíso, 24 de octubre de 2008.
(Fdo.): MILENA KARELOVIC RÍOS, Secretaria de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR VÁSQUEZ, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES EN MATERIA DE DESIGNACIÓN DE REEMPLAZANTES DE DEFENSORES PÚBLICOS 

(6166-07)

Honorable Senado:

La figura del defensor público, a través de la historia de nuestro país, se ha estructurado jurídicamente como un protector para aquéllos que no pueden defenderse por sí mismos. Así configura su rol el Párrafo 2 del Título XI del Código Orgánico de Tribunales.
En tal sentido, debe ser oído en aquellos juicios que se susciten entre un representante legal y su representado; en los actos de los incapaces o de sus representantes legales, de los curadores de bienes; de los menores habilitados de edad, para los cuales actos exija la ley autorización o aprobación judicial; y en general, en todo negocio respecto del cual las leyes prescriban expresamente la audiencia o intervención del ministerio de los defensores públicos o de los parientes de los interesados.
Asimismo, la ley le encomienda la representación de los incapaces, de los ausentes y a las obras pías, carentes de guardador, procurador o representante legal y en otros procesos judiciales no contenciosos respecto de actos realizados por incapaces, curadores de bienes, menores habilitados de edad, en los cuales se requiera autorización judicial.
Corresponde también a los defensores públicos, sin perjuicio de las facultades y derechos que las leyes conceden a los jueces y a otras personas, velar por el recto desempeño de las funciones de los guardadores de incapaces, y puede provocar la acción de la justicia en beneficio de estas últimas personas, cuando lo estime conveniente en el correcto desempeño de sus funciones.
Por su parte, los jueces pueden estimar necesario oír al defensor público en los negocios que interesen a los incapaces, y a los derechos de los que están por nacer.
En la misma dirección, una de las principales obligaciones del defensor público es evitar la indefensión de quienes, por diversas razones, no pueden actuar por sí mismos. Es así como se encuentra mandatado por la ley para asumir la representación del ausente cuando se ignore su paradero, evitando de esta forma que se encuentre en total desventaja en los litigios que tuvieran interés, y le entrega la representación judicial de incapaces y fundaciones de beneficencia, en aquellos casos en los cuales no exista un guardador, procurador o representante debidamente nombrado.
El nombramiento de un defensor público corresponde al Ejecutivo, a través del Ministerio de Justicia, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 291 del Código Orgánico de Tribunales, que lo designa de entre los integrantes de una terna propuesta por el Poder Judicial.
La ley ha previsto que el juez competente, en un proceso o en una gestión no contenciosa que su tribunal conozca, pueda designar un defensor público ad-hoc, si un defensor público se encontrare accidental y temporalmente impedido para desempeñar sus funciones, incluyendo los casos de inhabilidad peculiar de determinados negocios, comprendiendo en ello la incompatibilidad con los intereses o derechos cuya defensa está encomendada a su ministerio. En tal caso, si lo hubiere, debe ser reemplazado por otro defensor público que estuviere designado en la comuna o agrupación de comunas de su competencia, o en caso contrario, por una persona entendida en la tramitación de los juicios y que no tenga incapacidad legal para desempeñar el encargo.
Sin embargo, el inciso final del artículo 371 del citado Código deniega al tribunal la facultad para nominar un reemplazante en caso de impedimento general, pues la designación judicial "no se extiende al caso de licencia del defensor ni al de vacante de la plaza por muerte, destitución o renuncia del que la servía".
Puede resultar entendible tal limitación con el fin de preservar las facultades de nombramiento exclusivo del Ejecutivo de los defensores públicos cuando no se trata de un caso particular, dado que la restricción se refiere a situaciones con cierta latitud en el tiempo en el caso de la licencia, o permanentes en el fallecimiento, destitución o renuncia del defensor público.
Sin embargo, esta norma que responde al purismo de la separación de poderes y facultades de las magistraturas del Estado, posterga por un lapso prolongado la resolución de los procesos en los que los defensores públicos deben intervenir, dado que no es posible dejar en la indefensión a las personas cuyos intereses la ley estima necesario proteger, quienes como se ha dicho, están afectadas por una incapacidad evidente para nombrar por sí mismas un representante adecuado para la defensa de sus intereses. Por lo anterior, quedan paralizados todos los procedimientos judiciales radicados ante uno o más tribunales, en que debe intervenir un defensor público y cuya sustitución inmediata está prohibida.

Lo anterior afecta no sólo a quienes la ley intenta proteger, sino que además el desempeño de los Juzgados de Familia que, dentro de su jurisdicción conocen causas referidas a curadurías, representantes de menores, etc.
Son ampliamente conocidas las falencias, la escasez de recursos y la sobrecarga de trabajo de los Tribunales de Familia, situaciones contra las que la realidad obliga a lidiar a quienes a ellos recurren, que se ven agravadas por esta disposición que impide dar curso a los litigios, cuando el defensor público falta por licencia, renuncia, muerte o destitución.
Por las razones antes expresadas, vengo en presentar el siguiente:
PROYECTO DE LEY:
Que consta de un artículo único, cuya finalidad es derogar la limitación que tienen los tribunales de justicia para designar reemplazantes de los defensores públicos, en los casos contemplados en el inciso final del artículo 371 del Código Orgánico de Tribunales
"Artículo único.-  Deróguese el inciso segundo del artículo 371 del Código Orgánico de Tribunales."
(Fdo.): Guillermo Vásquez Úbeda, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, ÁVILA, CANTERO, MUÑOZ ABURTO, RUIZ-ESQUIDE Y OMINAMI, SOBRE RENOVACIÓN DE CUADROS ACADÉMICOS Y ADMINISTRATIVOS Y PLAN DE INCENTIVO A RETIRO PROPUESTOS POR CONSORCIO DE UNIVERSIDADES ESTATALES

(S 1123-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1. La situación problemática en que se encuentran las Universidades Estatales de Chile, debido al débil involucramiento del Estado en el financiamiento de la Educación Superior, que se observa en que el gasto público de Chile en Educación Superior asciende a un 0,32% del PIB, mientras que el promedio de la OECD es del 1,05%.

2. Que el informe del Consejo Asesor Presidencial sobre los desafíos de la Educación Superior señala que el cambio que se produjo en 1981, y que redefinió el sistema,  afectó de manera más relevante a las universidades estatales las que, en el nuevo entorno de competencia, comenzaron a experimentar mayores costos de transacción, escasez de financiamiento para dar cumplimiento a compromisos legales surgidos con posterioridad a esa fecha y mayores rigideces a la hora de adoptar sus decisiones y administrar sus recursos.

3. Que la Ley de Donaciones, que buscaba proveer de nuevas fuentes de financiamiento a las universidades, ha favorecido claramente a las Universidades Privadas, las cuales, entre 1998 y 2006, han recibido $101.576 millones, lo cual equivale a un 58,2% del total de donaciones del sistema, mientras que las Universidades Estatales regionales solo han recibido $9.155 millones, equivalentes al 5,3% del total.

4. Que, con objeto de discutir la problemática de financiamiento y regulación del Sistema de Educación Superior Estatal, se creó una Comisión Tripartita, en la que participaron la Comisión de Educación del Senado, el Consorcio de Universidades del Estado de Chile, y la División de  Educación Superior del Mineduc.

5. Que en dicha comisión, los rectores de las Universidades Estatales plantearon como una medida fundamental un Plan de Incentivo al Retiro, para permitir la renovación de los cuadros académicos y no académicos, cuyo monto estimado para el período 2008-2011 es de $83.585 millones, y que beneficiaría a un total de 4.536 funcionarios, entre académicos y no académicos.

6. Que dicho Plan además busca fortalecer a las universidades estatales ubicadas en zonas extremas del país, para lo cual considera un incentivo complementario o bonificación especial para el trabajo en zonas extremas que permita mantener y atraer capital humano avanzado, medida que se basa en el diagnóstico que hace el CUECH respecto de que la renovación de los cuadros académicos y administrativos en las universidades de zonas extremas es más difícil.

7. Que como consta en las actas de las Sesiones de la Comisión Tripartita, el Sr. Rector Juan Zolezzi, Presidente del Consorcio de Universidades del Estado de Chile, afirmó que se generará un impacto negativo en la universidades estatales si no se ejecuta este plan de renovación de los cuadros académicos y administrativos, ya que gran parte de su personal superaría los 60 años de edad, lo que podría generar una baja en la productividad. 

8. Que el Rector Zolezzi ha afirmado que el plan propuesto permitiría renovar al 16,61% del personal total del sistema universitario estatal y tendería a aumentar la productividad científica, en la medida que se contraten a académicos con grado de doctor. 

9. Que dicha solicitud contó con el respaldo de los integrantes de la Comisión, lo cual consta en los informes de la Comisión de Educación.

10. Que ante la negativa de Hacienda a dicha solicitud, los rectores amenazaron con movilizaciones.

El Senado acuerda:

a) Valorar el planteamiento hecho por el Consorcio de Universidades Estatales respecto de la necesidad de renovación de los cuadros académicos y no académicos, y respaldar la solicitud específica de recursos para puesta en marcha del Plan de Incentivo al Retiro.

b) Manifestar al Gobierno su preocupación por los efectos perjudiciales que la no implementación de esta medida pueda significar a las instituciones de Educación Superior del Estado, al privar a dichas instituciones de un aspecto clave en su desarrollo institucional. 

c) Solicitar a los Ministerios de Educación y Hacienda que generen las condiciones necesarias y tomen todas las medidas que estén a su alcance para atender a la solicitud planteada por los rectores, dada la importancia que tiene la Educación Superior para el desarrollo del país y el rol clave que juegan, en este sentido, las Universidades del Estado de Chile.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.-  Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, ÁVILA, BIANCHI, CANTERO, MUÑOZ ABURTO Y OMINAMI, RELATIVO ADMINISTRACIÓN DELEGADA DE ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES QUE IMPARTEN EDUCACIÓN TÉCNICO PROFESIONAL POR PARTE DE LA CORPORACIÓN PRIVADA DE DESARROLLO SOCIAL DE CURICÓ Y A LA INCLUSIÓN DE ESTA MODALIDAD DE ADMINISTRACIÓN EN EL PROYECTO DE LEY DE FORTALECIMIENTO DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA

(S 1124-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1. Que en el país existen cerca de 900 establecimientos educacionales de Enseñanza Media que imparten Educación Técnico Profesional, y que dicha modalidad agrupa al 43% de los estudiantes de 3º y 4º Medio.

2. Que en esta modalidad existe como régimen de dependencia administrativa, aparte de la educación municipal, particular pagada y particular subvencionada, el sistema de Administración Delegada, que agrupa a 70 establecimientos fiscales cuya administración fue traspasada a Corporaciones Privadas.

3. Que dicho traspaso se produjo entre 1981 y 1987, y se rige por el Decreto Ley 3.166 del 29 de enero de 1980 y por el Decreto 5.077 de del 19 de junio de 1980, que reglamenta los convenios de traspaso de la administración desde el Estado a las Corporaciones.

4. Que este sistema ha significado una serie de discriminaciones para los trabajadores y una merma en la calidad educativa de algunos de los establecimientos, por cuanto no existe una regulación que imponga estándares de calidad educativa y de protección laboral en dichos establecimientos.

5. Que, en el caso de algunas corporaciones, hay una innumerable cantidad de infracciones cursadas por la Inspección del Trabajo, a causa de no pago de remuneraciones, irregularidades en los contratos de trabajo, no pago de cotizaciones previsionales ni de horas extra, entre otras.

6. Que la agenda legislativa que de discute respecto de educación apunta a un mayor control de los recursos y a la creación de instrumentos que permitan monitorear la calidad, y que, no obstante ello, este sector no ha sido incluido en la LGE, por lo cual no hay estándares de calidad ni requisitos para las corporaciones administradoras.

7. Que el Mineduc resolvió no renovar los convenios de administración de la Corporación Privada de Desarrollo Social de Curicó, Corpride, por cuanto Contraloría estableció que dicha Corporación traspasó más de $3.200 millones a cuentas corrientes no relacionadas con el servicio educacional. 

8. Que Corpride registra más de 70 multas por infracciones a la normativa laboral, sancionadas por la Inspección del Trabajo, que ascienden en total a 1458 UTM, por las siguientes causas: 

· Efectuar deducciones indebidas de las remuneraciones

· No cumplir estipulaciones de instrumento colectivo

· No pagar remuneraciones.

· No proporcionar colación y movilización o asignación compensatoria por los mismos, convenidos anticipada y expresamente.

· No llevar registro de asistencia y determinación de las horas de trabajo.

· No pagar remuneraciones

· No declarar oportunamente las cotizaciones previsionales en AFP.

· Exceder jornada ordinaria diaria máxima de 10 horas

· No pagar horas extraordinarias

· No otorgar día de descanso en compensación a las actividades desarrolladas en día festivo.

· No dar respuesta dentro de plazo al proyecto del Contrato colectivo

· No pactar por escrito las horas extraordinarias.

· Separar de sus funciones a trabajador amparado con fuero laboral del orden sindical.

· No pagar beneficios Contractuales acordados libremente por las partes.

· No exhibir toda la documentación necesaria para efectuar las labores de fiscalización.

· No realizar el comité paritario al menos una reunión al mes

· No actualizar en el Contrato de trabajo la remuneración derivada de reajustes legales

· No Confeccionar reglamento interno de higiene y seguridad

· No Constituir comité paritario de higiene y seguridad

· No comparecer a citación de la Dirección del Trabajo.

9. Que dichos antecedentes constituyen evidencia fundada de la mala administración  realizada por CORPRIDE.

El Senado acuerda:

a) Respaldar la medida adoptada por el Mineduc respecto de Corpride, a raíz de la fundada evidencia de la mala administración realizada por dicha Corporación.

b) Solicitar al Mineduc que el sector de Administración Delegada sea incluido en la Ley de Fortalecimiento de la Educación Pública bajo la misma fórmula de administración de los restantes establecimientos públicos, para terminar con la desregulación de esta forma de administración.

c) Solicitar al Mineduc que los establecimientos administrados por Corpride sean provisionalmente administrados por el Estado, sin que se firmen nuevos convenios de administración hasta que se haga efectiva la nueva formula de administración propuesta por el Proyecto de Ley de Fortalecimiento de la Educación Pública. 

d) Solicitar al Mineduc la apertura de espacios de diálogo tripartito del cual sean parte el Ejecutivo, el Parlamento y las organizaciones representativas de los trabajadores, padres y apoderados, así como estudiantes de esos establecimientos. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

(4059-07)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

HONORABLE SENADO:

La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la suma, iniciado por Mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar.


La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 11 de marzo de 2008, designó como integrantes de la misma a los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda y Cristián Monckeberg Bruner.


El Senado, por su parte, en sesión de fecha 12 del mismo mes y año, designó como miembros de la referida Comisión Mixta a los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, José Antonio Gómez Urrutia y Pedro Muñoz Aburto.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 2 de abril del presente año, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, José Antonio Gómez Urrutia y Pedro Muñoz Aburto, y de los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda y Cristián Monckeberg Bruner. En la oportunidad indicada, se eligió por unanimidad como Presidente al H. Senador señor José Antonio Gómez Urrutia.

A las sesiones en que se consideró este asunto asistieron también el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney y la abogada del Departamento Jurídico Legislativo de dicho Ministerio, señora Verónica García de Cortazar. El Presidente del Tribunal Constitucional, Ministro señor Juan Colombo

Campbell y el Ministro de dicha magistratura, señor Jorge Correa Sutil. Y la señora Carolina Steidle, asesora legislativa del Diputado señor Edmundo Eluchans. 

NORMAS DE QUÓRUM


Esta iniciativa es propia de ley orgánica constitucional, de acuerdo con el inciso final del artículo 92 de la Constitución Política de la República, por lo que para aprobar el acuerdo que se propone al final, en conformidad con el artículo 66 de la Carta Fundamental, se requiere el voto de cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio. 

- - - - - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIONES EN LA COMISIÓN MIXTA


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones legislativas durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto. Al final se incluye el acuerdo que la Comisión Mixta propone a las Cámaras.

1) Artículo único, Nº 6).


Este numeral reemplaza el artículo 4º de la ley 
N° 17.997, orgánica constitucional del Tribunal Constitucional, que indica, como regla general, que los actos del Tribunal son públicos, pero que, por mayoría de votos, se podrá establecer el carácter reservado de ciertas actuaciones o diligencias.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó el artículo 4º por una nueva disposición, que especifica que son públicos los actos, resoluciones, fundamentos y procedimientos del Tribunal, adoptando con esta redacción similar fraseamiento que el del artículo 8° de la Constitución Política de la República. Agrega que, por mayoría de miembros en ejercicio
 y mediante una resolución fundada, se podrá asignar carácter secreto o reservado a documentos o actuaciones, con sujeción a lo prescrito en el artículo 8º de la Constitución Política de la República.


En el segundo trámite constitucional, el Senado hizo dos agregaciones al texto aprobado en el primero. En primer lugar, elevó el quórum para establecer el secreto o reserva, a dos tercios de los miembros en ejercicio del Tribunal. En segundo lugar, agregó una frase conforme a la cual también se podrá dar tal carácter a los documentos agregados en un proceso.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación.


El Honorable Diputado señor Eluchans previno que no se trata en este punto de resolver cuál de las cámaras tiene la razón, no es un asunto de quórum, sino que hay que contrastar la norma legal propuesta con el precepto constitucional arriba citado. En esta perspectiva, da la impresión de que en lugar de que sea la ley la que establece la reserva o secreto ello se entrega a un acuerdo del Tribunal Constitucional.


El Honorable Senador señor Larraín argumentó que la ley que establezca el secreto o reserva puede definir el mecanismo que resulte más adecuado al caso, siempre que cumpla con la exigencia constitucional de ser aprobada con quórum calificado. En la especie, esta ley, que es de carácter orgánico constitucional, o sea, que exige un quórum aún más elevado, estatuye que el secreto o reserva será declarado mediante un acuerdo del Tribunal Constitucional, adoptado con los resguardos que la misma disposición indica y dentro del marco que fija el artículo 8° de la Carta Fundamental
.


El Honorable Diputado señor Burgos propuso hacer efectivo el carácter público de los actos del Tribunal Constitucional obligando a publicar todas las resoluciones en su página web en la red Internet. La ponencia concitó el apoyo de varios miembros de la Comisión Mixta y quedó para ser resuelta al estudiar las disposiciones relativas a notificaciones y publicidad.


La Comisión Mixta zanjó la presente discrepancia adoptando el texto del artículo 4° en la versión del Senado, tal como se consignará en la proposición al final de este informe.


- Concurrieron a aprobar esta decisión los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

2) Artículo único Nº 7), nuevo, agregado por el Senado.


Este numeral reemplaza el artículo 5° de la ley 
N° 17.997, el cual señala que habrá un Presidente del Tribunal, elegido entre sus miembros por simple mayoría, que durará dos años en el cargo y podrá ser reelecto sólo para el período siguiente.


En el segundo trámite constitucional el Senado lo reemplazó por un precepto que introduce dos cambios al texto vigente. En primer lugar, eleva el quórum de elección del Presidente al de mayoría absoluta, estableciendo una regla de segunda vuelta entre las dos mayorías más altas, si en la primera votación no se alcanza el quórum. En segundo lugar, permite que el Presidente sea reelegido indefinidamente.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación.


El ministro del Tribunal Constitucional señor Jorge Correa manifestó que las elecciones en los cuerpos colegiados son complejas, lo que hace recomendable no impedir la permanencia de un Presidente que sus pares estiman como el más adecuado para dirigir los trabajos del Tribunal.


Los Honorables Diputados señores Burgos y Eluchans manifestaron su anuencia con el texto del Senado, si se limita la reelección del Presidente de manera que ello no pueda tener lugar dos veces consecutivas. De esa manera, nadie podrá desempeñar el cargo por tres períodos seguidos, lo que no impide que un Presidente que lo haya detentado dos veces, pueda ser nuevamente elegido, una vez transcurrido el período o los períodos presidenciales de otro ministro.


La Comisión Mixta aprobó el texto del Senado, con la modificación indicada.


- Concurrieron al acuerdo los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

3) Artículo único, Nº 10 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 12 en la numeración del Senado.


En el primer trámite constitucional la Cámara de Diputados agregó un artículo 12 bis, nuevo, a la ley N° 17.997. Esta disposición enuncia un conjunto de prohibiciones e inhabilidades que afectan a los ministros del Tribunal Constitucional. 


Entre las primeras se cuenta la prohibición de ejercer la profesión de abogado y la función de juez, la de celebrar y caucionar contratos con el Estado, la de actuar o ser parte de una sociedad de personas que obre como mandatario en juicios seguidos contra el Fisco, la de obrar como procurador o agente de gestiones privadas de carácter administrativo o que tengan que ver con la provisión de empleos públicos, consejerías o funciones similares, la de ser director de bancos o sociedades anónimas o ejercer en dichas entidades cargos de similar importancia. 


Entre las segundas se cuentan la incompatibilidad del cargo de ministro del Tribunal Constitucional con los de Diputado y Senador, con cualquier otro empleo o comisión retribuidos con fondos fiscales, municipales, semifiscales o de empresas del Estado o en las que el Fisco sea dueño o posea parte del capital y con las funciones de director o consejero en las mismas entidades, aunque las ejerzan ad honores. Excepcionalmente se establece que esta incompatibilidad no abarca los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter, en instituciones de enseñanza superior, media y especial.


En el segundo trámite constitucional, el Senado introdujo tres precisiones a la excepción relativa a actividades docentes. En primer lugar, se aclaró que esta norma rige tanto para actividades en establecimientos públicos como en los privados. En segundo lugar, se limitó la excepción a la incompatibilidad hasta un máximo de doce horas semanales. En tercer lugar, se precisó que, para efectos de esta disposición, no se considerarán actividades docentes las que consistan en la dirección superior de una entidad educacional, labores que quedan afectas a la incompatibilidad.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación.


- La Comisión Mixta optó por el texto del Senado, acuerdo que se adoptó con los votos de los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

4) Artículo único, Nº 15), nuevo, agregado por el Senado.


El artículo 14 bis de la ley N° 17.997 establece que los ministros y los abogados integrantes del Tribunal Constitucional tendrán la obligación de efectuar una declaración jurada de patrimonio.


En el segundo trámite constitucional, el Senado incluyó un nuevo número en el artículo único del proyecto, que reemplaza en el artículo 14 bis la expresión "abogados integrantes" por "abogados suplentes".


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la inserción de este numeral, en concordancia con el rechazo al artículo 15, que consulta la institución de los abogados suplentes.

5) Artículo único, Nº 13 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 16) en la numeración del Senado.


El artículo 15 de la ley N° 17.997 instituye la figura de los abogados integrantes. La disposición establece que habrá cinco de estos abogados, quienes deberán cumplir los mismos requisitos exigidos para ser miembro del Tribunal y serán nombrados por mayoría absoluta de sus miembros, en votaciones secretas y sucesivas. Ellos duran tres años en sus funciones y quedan incorporados a una nómina que determina su orden de precedencia.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados derogaba el artículo.


En el segundo trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo 15 que reemplaza al vigente. La nueva disposición indica que el Tribunal Constitucional elegirá, cada tres años y por los dos tercios de sus miembros, dos abogados suplentes que tendrán como función reemplazar a los ministros titulares, en caso de falta o impedimento. Estos abogados deberán cumplir con los mismos requisitos exigidos para ser miembro titular, se les aplicarán las mismas prohibiciones, incompatibilidades, inhabilidades y obligaciones que a los titulares, con excepción de la limitación de doce horas para desarrollar labores docentes y del límite de edad de 75 años, y tendrán una remuneración igual a la mitad de la de un titular.


En el tercer trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación, en el ánimo de insistir en la derogación del instituto de los abogados integrantes.


Ambas normas, los artículos 14 bis y 15 de la ley, están estrechamente vinculadas, por lo que estas dos discrepancias fueron consideradas y resueltas en conjunto.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia expresó que la creación de estos cargos involucra mayor gasto fiscal, lo que requiere la iniciativa legislativa del Presidente de la República. Agregó que el Ministerio de Hacienda ha otorgado su acuerdo para la creación de dos plazas de abogados suplentes, con la mitad de la renta de los ministros titulares.


Los Honorables Diputados que integraron la Comisión Mixta manifestaron una posición opuesta a la existencia de abogados integrantes en el Tribunal Constitucional, pero declararon estar abiertos a considerar soluciones intermedias entre la eliminación del instituto y la fórmula propuesta por el Senado. Por ejemplo, indicó el Honorable Diputado señor Eluchans, se podría integrar el Tribunal Constitucional con ministros de la sala constitucional de la Corte Suprema.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que esta puede ser la oportunidad de poner en marcha la tendencia a poner coto a la práctica de completar los tribunales colegiados con abogados que ejercen la profesión en el mismo medio en que opera el órgano jurisdiccional del que pasan a formar parte transitoriamente, pues ello da pábulo a un eventual tráfico de influencias, especialmente en regiones. 


En otro orden de cosas, advirtió que la remuneración y las limitaciones que se impongan a los suplentes deben de ser de una entidad tal que no desaliente a los posibles candidatos a desempeñar la función.


Los ministros del Tribunal Constitucional que concurrieron a las sesiones de la Comisión Mixta subrayaron la necesidad de contar con algún sistema de integración o reemplazo de sus integrantes, como todos los demás tribunales colegiados del país, que asegure su funcionamiento en todo tiempo y circunstancia. Acotaron que sería conveniente materializar en la norma una práctica arraigada, cual es, que sólo se recurre a los integrantes para completar el quórum mínimo necesario para funcionar, no para completar la dotación total del Tribunal. En la práctica, ello ha significado que no se convoque a más de un integrante para conformar una sala o el pleno. En 2007 se debió llamar a un abogado integrante en un solo caso, y en lo que va corrido de 2008 se ha acudido a uno de estos profesionales en no más de tres ocasiones.


Argumentaron que los elevados quórum constitucionales para sesionar y adoptar acuerdos envuelven el riesgo de que en ocasiones excepcionales el Tribunal se vea imposibilitado de funcionar, con el consiguiente perjuicio para el Estado de Derecho y el orden institucional. Exhortaron también a no asimilar la situación del Tribunal Constitucional, en este aspecto de la integración, con la de los tribunales ordinarios, porque son muy diferentes. Finalmente apuntaron que es de toda conveniencia mantener el logro alcanzado en cuanto a cortar las ligazones entre el Tribunal Constitucional y la Corte Suprema.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia sugirió consagrar un modo de designación de los suplentes semejante al modelo adoptado por la Constitución Política de la República para el nombramiento de otras altas autoridades, en que intervienen el Presidente de la República, el Senado y un órgano jurisdiccional, que en la especie puede ser el mismo Tribunal Constitucional


Recogiendo las ideas planteadas, la Comisión Mixta, sobre la base de una indicación de la señora Presidenta de la República, que de esa manera otorgó el patrocinio necesario, elaboró un artículo 15 que recoge los consensos alcanzados, en cuanto a la condición de miembros “suplentes” y no de “abogados integrantes”; a su número; a la forma y finalidad de su designación; a los requisitos, prohibiciones, inhabilidades y obligaciones a que estarán sujetos, y a su remuneración,


Se optó por la denominación “suplentes” porque el texto constitucional emplea indistintamente los términos “ministros” e “integrantes” para referirse a los diez jueces que componen el Tribunal Constitucional y porque se buscó expresamente evitar el uso de la expresión “abogados integrantes”. El estatuto jurídico que tendrán los suplentes de ministros del Tribunal Constitucional es mucho más riguroso que el de los abogados integrantes de otros tribunales. 


Hubo acuerdo unánime en orden a dejar constancia de que los suplentes llamados a integrar el Tribunal forman parte de éste en plenitud de derechos y prerrogativas y quedan sujetos a las mismas restricciones que los ministros, con las salvedades que se hacen más adelante.


Expresaron los miembros de la Comisión Mixta la esperanza de que la creación de estos dos cargos de suplentes de los ministros del Tribunal Constitucional sea el inicio de un proceso que conduzca al fin de la institución de los abogados integrantes en el Poder Judicial.


En lo que respecta a la designación de los suplentes, se barajaron diversas opciones, que van desde aplicar igual procedimiento que el señalado en la Carta Fundamental para los ministros, hasta la autogeneración, esto es, nombramientos hechos por el mismo Tribunal Constitucional, sobre la base de una proposición de la Corte Suprema. Se planteó también, como se dijo, proveer derechamente a esta necesidad con ministros de la Corte Suprema, o que los nombramientos sean hechos por el Presidente de la República, a propuesta de dicha Corte o con acuerdo del Senado.


Finalmente, el artículo 15 que propone la Comisión Mixta consagra un mecanismo de nombramiento mixto, con intervención del Tribunal Constitucional, que forma una nómina de siete personas seleccionadas mediante concurso público de antecedentes, que asegure condiciones de objetividad, publicidad, transparencia y no discriminación; del Jefe del Estado, que propone al Senado dos nombres, y de la Cámara Alta, que debe prestar su acuerdo a la proposición presidencial cumpliendo determinados requisitos formales, como resolver en un sola votación, en sesión especialmente convocada al efecto y con el quórum de dos tercios de sus miembros en ejercicio. Si el Senado rechaza la proposición presidencial o no alcanza el quórum, el Tribunal Constitucional debe presentar un nuevo listado, formado con el mismo procedimiento, dentro de los sesenta días que sigan a la votación en el Senado


Se descartó la vinculación de la Corte Suprema con el proceso de integración del Tribunal Constitucional, pues éste está llamado a conocer cuestiones de constitucionalidad relativas a autos acordados de aquélla.


Los suplentes quedan afectos a las mismas causales de implicancia, prohibiciones, inhabilidades y obligaciones que los ministros
, salvo en lo relativo al tope horario impuesto al ejercicio de la docencia y al límite de 75 años de edad. Serán llamados a integrar mediante un sorteo que se efectuará con la debida publicidad.


Los suplentes tendrán el deber de destinar al menos la mitad de la jornada a tareas de integración y a otras que el Tribunal Constitucional les encomiende. Su remuneración mensual será equivalente al cincuenta por ciento de la de un ministro, incluidas todas las asignaciones. 


Las regulaciones expuestas pretenden asegurar que estos cargos resulten interesantes para quienes pueden optar a ocuparlos. Por el mismo motivo, se desechó remunerarlos con una dieta por asistencia.


Los acuerdos consignados se trasuntaron en los numerales 15) y 16) del artículo único de la iniciativa de ley en informe, según el proyecto de acuerdo que se propone más adelante, los que contienen enmiendas a los artículos 14 bis y 15 de la ley N° 17.997.


Luego de superar la discrepancia sobre el texto del artículo 15, la Comisión Mixta efectuó en el artículo 14 bis la adecuación correspondiente, reemplazando las palabras “abogados integrantes”, por el vocablo “suplentes”.


Se planteó primeramente la cuestión de la denominación, materia en la cual el Honorable Senador señor Larraín mantuvo su posición, en el sentido de que debe emplearse la expresión “ministros suplentes”, para afirmar la idea de que no son “abogados integrantes”.


- Puesto en votación el punto, la mayoría, formada por los Honorables Senadores señores Gómez y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans, estuvo por el uso únicamente del vocablo “suplentes”. Votó por el empleo de los términos “ministros suplentes” el Honorable Senador señor Larraín. Ulteriormente, este acuerdo se revisó y se adoptó unánimemente la expresión “suplentes de ministro”.

Enseguida, en cuanto dice relación con la cantidad de personas que serán incluidas en la lista que confeccionará el Tribunal Constitucional sobre la base del concurso público, también se dividió la votación, pues algunos miembros de la Comisión Mixta fueron partidarios de la formación de una quina, en lugar de una septena, por considerar que la necesaria repetición del proceso completo de selección en caso de no ser aprobada la propuesta del Jefe del Estado en el Senado representa una exigencia excesiva si cada vez es necesario seleccionar siete postulantes. En definitiva, la opción de formar la nómina con siete postulantes concitó el apoyo mayoritario.


- Votaron por una lista de siete nombres los Honorables Senadores señores Gómez y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos y Díaz. Lo hicieron por la nómina de cinco personas el Honorable Senador señor Larraín y el Honorable Diputado señor Eluchans.


- Todos los demás acuerdos consignados en torno a los artículos 14 bis y 15 fueron adoptados en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
6) Artículo único, Nº 22) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 26) en la numeración del Senado.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó agregar a la ley N° 17.997 un artículo 25 D, nuevo, que establece, en ocho ordinales, la competencia de las salas del Tribunal Constitucional. 


En el segundo trámite constitucional, el Senado reformuló el enunciado de varias de esas competencias y reasignó algunas materias entre el pleno y las salas.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó las modificaciones al artículo 25 D, para revisar el criterio que motivó que el Senado otorgara competencia a las salas para conocer las cuestiones de constitucionalidad que afectan a autos acordados dictados por las Cortes del Poder Judicial y por el Tribunal Calificador de Elecciones. En opinión de los Honorables Diputados de la Comisión Mixta, la jerarquía de los órganos jurisdiccionales involucrados exige que el asunto sea conocido por el pleno. 


Por su parte, los ministros del Tribunal Constitucional que asistieron a las sesiones de la Comisión Mixta hicieron ver que sería de toda conveniencia que la facultad de calificar la inhabilidad de parlamentarios a que alude el número 15° del artículo 93 de la Constitución, así como la renuncia de los mismos a su cargo, se trasladara al pleno y no quedara radicada en las salas, tal como está consignado en el número 4° del artículo 25 D, ya que se trata de motivos que hacen cesar en el puesto a un representante elegido por la ciudadanía.


En otro orden de cosas, se dejó constancia de que este artículo 25 D, en completo acatamiento de lo preceptuado por el inciso final del artículo 93 de la Constitución Política de la República, coloca dentro la esfera de competencia de las salas la decisión sobre la admisibilidad de las cuestiones relativas a autos acordados, por cuanto su número 1° estipula que a ellas corresponde pronunciarse sobre las admisibilidades que no sean de competencia del pleno, y porque su número 5° dispone que las salas ejercerán las demás atribuciones que les confieren la Constitución y la ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional.


En conclusión, la Comisión Mixta decidió excluir de la competencia de las salas del Tribunal Constitucional las cuestiones de fondo sobre constitucionalidad de autos acordados, la calificación de la inhabilidad de un parlamentario por enfermedad grave, a que se refiere el inciso final del artículo 60 de la Carta Fundamental, y la calificación de la renuncia al cargo de senador o diputado, las cuales pasaron a formar parte de los asuntos de competencia del pleno.


Lo anterior motivó la necesidad de enmendar el artículo 25 C que el numeral 25) del artículo único del proyecto inserta en la ley N° 17.997, que si bien no fue objeto de controversia entre las Cámaras, debe ser parte integrante de la proposición de la Comisión Mixta, porque es indispensable incluir las materias sustraídas a la competencia de las salas, entre aquellas que debe conocer el pleno, a fin de evitar un grave vacío legal en la materia.


Además, la Comisión Mixta resolvió introducir otra corrección en el artículo 25 C, pues su número 10° resulta redundante, dado el contenido de los números 7°, 8° y 14° del mismo artículo
.


En efecto, el citado número 10° señala como de competencia del pleno del Tribunal Constitucional los casos en que se haya ejercido la acción pública. 


El artículo 93 de la Constitución Política de la República concede acción pública para recabar la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable. Los números 7° y 8° del artículo 25 C en comento dan competencia al pleno para conocer de la admisibilidad y del fondo de la cuestión de inconstitucionalidad, de modo que a su respecto el número 10° es efectivamente redundante.


El mismo artículo 93 otorga acción pública para plantear el requerimiento de inconstitucionalidad de organizaciones, movimientos y partidos políticos y para demandar las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser Ministro de Estado, cuestiones incluidas en los números 12° y 14° del artículo 25 C y respecto de las cuales el número 10° resulta igualmente redundante.


- Todos estos acuerdos fueron adoptados en forma unánime, con los votos de los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

7) Artículo único Nº 29), nuevo, agregado por el Senado.


En el segundo trámite constitucional, el Senado incorporó, mediante este numeral, un artículo 30 bis, nuevo, a la ley 
N° 17.997. La norma señala que las salas y el pleno del Tribunal tendrán la facultad de dictar medidas cautelares, dejarlas sin efecto o modificarlas, en cualquier estado de la causa, desde que sea acogido a tramitación el requerimiento y aun antes de la declaración de su admisibilidad. Todo ello de acuerdo al mérito del proceso y por resolución fundada, que puede dictarse a petición de parte o de oficio.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación.


El Presidente del Tribunal Constitucional, ministro señor Juan Colombo, justificó la necesidad y conveniencia de este artículo, que proporciona una herramienta para evitar la colisión de sentencias de diferentes jurisdicciones, situación que contribuye al descrédito de los sistemas judiciales en conflicto. En efecto, argumentó, la forma más adecuada y expedita para impedir el choque de sentencias es que el Tribunal Constitucional pueda decretar lo antes posible la orden de suspender el procedimiento que se ventila en un tribunal común en el que se alega una posible inconstitucionalidad.


- La Comisión Mixta aprobó el artículo 30 bis propuesto por el Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

8) Artículo único, Nº 25) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 30) en la numeración del Senado.


Este numeral incide en el artículo 31 de la ley 
N° 17.997, que establece las menciones que deben tener las sentencias del Tribunal Constitucional, remitiendo al efecto a los numerales 1° a 6°
 del artículo 170 del Código de Procedimiento Civil. 


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados agregó dos nuevos incisos a la norma. El primero de ellos establece que se publicarán íntegramente en la página web del Tribunal, sin perjuicio de su publicación en extracto en el Diario Oficial cuando lo ordena esta ley, todas las sentencias dictadas, y que el envío de ambas publicaciones debe ser simultáneo.


El segundo inciso establece que, cada vez que el Tribunal Constitucional modifique o altere sustantivamente el criterio sostenido en determinada materia en sentencias anteriores, deberá precisar en su resolución las razones fundadas que ha tenido para sustentar tal cambio.


En el segundo trámite constitucional, el Senado conservó el segundo de los incisos agregados por la Cámara y trasladó el contenido del primero al nuevo artículo 31 bis que propuso a continuación.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la enmienda del Senado.

9) Artículo único, Nº 31, nuevo, agregado por el Senado.


El nuevo artículo 31 bis que el Senado introdujo en la ley N° 17.997 ordena publicar íntegramente en el Diario Oficial las sentencias recaídas en las cuestiones de constitucionalidad sobre autos acordados, decretos con fuerza de ley y decretos supremos, y las de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable. Las demás sentencias serán publicadas en ese medio en extracto. Finalmente, el nuevo artículo indica que todas las sentencias del Tribunal serán publicadas íntegramente en el sitio web del Tribunal en Internet u otro medio electrónico análogo.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó también esta modificación.


Estas dos diferencias entre las Cámaras fueron tratadas y resueltas conjuntamente, porque las disposiciones involucradas guardan estrecha relación entre sí.


El Honorable Diputado señor Burgos planteó la inclusión en la ley orgánica constitucional del Tribunal Constitucional de una norma que haga efectivo el principio de transparencia de los actos del mismo, finalidad que puede asegurarse especificando en uno de estos artículos cuáles actos y decisiones deben publicarse y en qué forma y por cuáles medios ello debe hacerse. Especificó que parece necesario y conveniente que exista un arbitrio expedito para que los interesados puedan conocer actuaciones del proceso y otras propias de la gestión del Tribunal que son relevantes para el ejercicio de derechos de las partes, como, por ejemplo, las sentencias definitivas, la designación del ministro redactor de un fallo en acuerdo, las sentencias interlocutorias que fijan derechos permanentes para las partes, las tablas, etcétera.


El Presidente del Tribunal Constitucional, ministro señor Colombo, y el ministro señor Correa hicieron presente que la Constitución Política de la República sólo menciona la publicación en el Diario Oficial de las sentencias dictadas en las cuestiones de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable.


Agregaron que la intención del Tribunal es que todo el proceso sea accesible en la página web, pues así puede ser conocido y controlado por todos los intervinientes, del mismo modo que se está haciendo en los tribunales ordinarios, pero se han presentado inconvenientes técnicos y presupuestarios para llevar esto a la práctica de inmediato, porque implementar los sistemas es complejo y caro. Además, manifestaron que al momento de decidir este punto hay que distinguir con claridad entre sentencias y resoluciones, pues lo que se justifica es asegurar la mayor publicidad y accesibilidad de las sentencias definitivas y de las interlocutorias que ponen término al juicio, no así de las resoluciones de mero trámite.


En lo que respecta al numeral 30) del artículo único del proyecto, se hizo presente que el inciso que el Senado propone agregar al artículo 31 de la ley N° 17.997, relativo a la necesidad de explicitar y fundamentar los cambios sustantivos en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, es innecesario, porque es obvio que toda sentencia debe expresar sus fundamentos. En cuanto al otro inciso que proponía la Cámara de Diputados, sobre publicación de las sentencias, se optó por la solución del Senado, que regula la materia en un precepto específico, el artículo 31 bis.


En consecuencia, la Comisión Mixta acordó suprimir del artículo único del proyecto el numeral 30).


En lo tocante el numeral 31), ella reelaboró el artículo 31 bis que se agregará a la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, sobre publicación de sus sentencias, refundiendo en el texto la idea contenida en el primero de los incisos que incorporaba el número 30) del proyecto de la Cámara de Diputados y las del número 31), nuevo, del proyecto del Senado. 


Además, incluyó en este precepto la propuesta del Honorable Diputado señor Burgos, sobre publicación de otras sentencias, resoluciones y actuaciones, a saber, las resoluciones que pongan término al proceso o hagan imposible su prosecución, las tablas de las salas y el pleno, el listado de causas ingresadas y fecha del ingreso, la designación de relator, de la sala que deba resolver sobre la admisibilidad del requerimiento y de ministro redactor y las actas de sesiones y los acuerdos del pleno. 


La publicación en el Diario Oficial y en la página web del Tribunal Constitucional deberán enviarse simultáneamente al medio respectivo y las que se hagan en dicho Diario deben publicarse dentro de los tres días siguientes a su dictación.


La norma que ordena publicar in extenso en el Diario Oficial las sentencias dictadas en los asuntos sobre constitucionalidad de autos acordados, decretos con fuerza de ley y decretos supremos, y las de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable se mantiene.


- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans, eliminó el numeral 30) y aprobó con las enmiendas descritas el numeral 31) que se propone al final.

10) Artículo único, Nº 27 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 33) en la numeración del Senado.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo mediante este numeral, un artículo 32 B, nuevo, en la ley N° 17.997. La disposición indica en cuales asuntos el Tribunal Constitucional debe escuchar alegatos de las partes:


Asuntos que conforme al artículo 25 C del texto de la cámara de origen son de competencia del pleno del Tribunal Constitucional:

N° 2°: cuestiones sobre constitucionalidad de proyectos de ley, reforma constitucional o tratados sometidos a la aprobación del Congreso, que se encuentren en trámite. 

N° 3°: cuestiones sobre constitucionalidad de decretos con fuerza de ley. 

N° 4°: cuestiones de constitucionalidad relacionadas con la convocatoria a plebiscito. 

N° 5°: requerimientos de inaplicabilidad contra un precepto legal cuya aplicación en una gestión judicial resulte inconstitucional. 

N° 6°: requerimientos de inconstitucionalidad de un precepto legal previamente declarado inaplicable. 

N° 7°: requerimientos porque el Presidente de la República no promulgue una ley o promulgue un texto diverso del que corresponde. 

N° 8°: requerimientos por un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional. 

N° 9°: declaración de inconstitucionalidad de organizaciones, movimientos o partidos políticos y sobre la responsabilidad de quienes han participado en los hechos que motivan aquella declaración.

N° 11°: declaración de admisibilidad y resolución sobre el fondo de requerimientos relativos a inhabilidades para ser Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones.

N° 12°: declaración de admisibilidad y resolución sobre el fondo de requerimientos sobre inhabilidades e incompatibilidades parlamentarias y causales de cesación en el cargo de dichos representantes. 


Asuntos que conforme al artículo 25 D son de competencia de las salas del Tribunal Constitucional:

N° 1°: declaración de admisibilidad y resolución sobre el fondo de requerimientos contra autos acordados.

N° 2°: contiendas de competencia entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia que no correspondan al Senado.

N° 3°: calificar la gravedad de la enfermedad que invoca un parlamentario para renunciar a su cargo.

N° 4°: requerimientos que afecten la constitucionalidad de decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado. 


En el segundo trámite constitucional, el Senado agregó un inciso final al artículo 32 B, que establece que en todos los casos en que se escuchen alegatos la relación será pública.


También modificó la lista de asuntos en que el Tribunal Constitucional está obligado a escuchar alegatos, agregando los siguientes, que según el proyecto del Senado son de competencia del pleno del Tribunal Constitucional, según se establece en el artículo 25 C de su proyecto:

N° 6°: admisibilidad de las cuestiones de inconstitucionalidad de preceptos legales declarados inaplicables. 

N° 10°: resolución sobre todos los casos en que se ha ejercido la acción pública.

N° 11°: cuestiones de constitucionalidad sobre decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado. 


Además, eliminó las siguientes materias en que, siempre en virtud de lo preceptuado por el artículo 25 C, el pleno estaba obligado a escuchar alegatos, según el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados:

N° 11°: declaración de admisibilidad y resolución sobre el fondo de requerimientos sobre inhabilidades para ser Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones.

N° 12°: declaración de admisibilidad y resolución sobre el fondo de requerimientos sobre inhabilidades e incompatibilidades parlamentarias y causales de cesación en el cargo de dichos representantes. 


Finalmente, el Senado eliminó de la lista de alegatos obligatorios todas las materias que son de competencia de las salas del Tribunal Constitucional, contenidas en el artículo 25 D.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó todas las modificaciones introducidas por el Senado.


Los señores Ministros del Tribunal Constitucional que participaron en el análisis que hizo la Comisión Mixta explicaron que oír alegatos implica fijar día para la vista de la causa, lo que debe notificarse a las partes y, si éstas no comparecen y la gravedad del asunto lo exige, el Tribunal suele fijar nueva fecha para la vista, con lo que la tramitación se dilata. En casi todos los casos de admisibilidad, que suelen ser muy parecidos, no se justifica oír alegatos. La mayor parte de las contiendas de competencia se da entre los jueces de garantía y los fiscales, que no concurren a alegar.


Los asuntos en que se justifica la vista y los alegatos son aquellos de fondo que competen al pleno, a saber, cuestiones de constitucionalidad sobre autos acordados, de inaplicabilidad de un precepto legal, de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable, relativas a la promulgación de una ley, de inconstitucionalidad de decretos supremos o resoluciones objetados por la Contraloría o que incursionan en materias propias de la ley, inhabilidades que afectan a Ministros de Estado e inhabilidades, incompatibilidades y cesación en el cargo de parlamentarios.


Sobre la base de los criterios descritos, la Comisión Mixta aprobó por unanimidad el nuevo texto del artículo 32 B que se propone al final de este informe.


- Concurrieron a su aprobación unánime los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
11) Artículo único, Nº 28 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 35) en la numeración del Senado.


Incide en el artículo 33 de la ley N° 17.997, que establece que los plazos en ella fijados serán de días corridos y que la fecha de las notificaciones por carta certificada y de las comunicaciones que envíe el Tribunal será la del día siguiente al de su expedición.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó este artículo 33 por otro, que repite la regla sobre plazos y agrega que serán aplicables supletoriamente a los procedimientos establecidos en la ley lo dispuesto en los Títulos II, De la comparecencia en juicio, V, De la formación del proceso, de su custodia y de su comunicación a las partes y VII, De las actuaciones judiciales, del Libro I del Código de Procedimiento Civil.


En el segundo trámite constitucional, el Senado hizo una corrección formal a la remisión a las disposiciones del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, y agregó dos nuevas reglas. La primera de ellas dispone que el vencimiento de un plazo para que el Tribunal dicte una resolución o ejecute una actuación no será óbice para dictarla o ejecutarla posteriormente. La otra establece que cada vez que la ley señale un plazo para admitir a tramitación o resolver sobre la admisibilidad de un asunto y para dictar sentencia, dicho término se contará desde que se dé cuenta en alguna de las salas o en el pleno del Tribunal, o desde que la causa quede en estado de dictarse sentencia, según corresponda.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó las modificaciones introducidas por el Senado.


Los Honorables Diputados presentes y el señor Presidente del Tribunal Constitucional manifestaron su apoyo a la proposición del Senado, porque sin ella los términos procesales son preclusivos no sólo para las partes, que es lo usual, sino también para el tribunal. Esto significa que si el órgano jurisdiccional no emite pronunciamiento dentro del lapso previsto en la ley queda privado de su jurisdicción y no puede hacerlo con posterioridad. Semejante resultado violentaría el principio de inexcusabilidad consagrado en el inciso segundo del artículo 76 de la Constitución Política de la República y, además, dejaría en la indefensión a las partes, que no obtendrían la satisfacción de sus pretensiones procesales. Por lo demás, hay un solo caso en que el plazo está señalado por la Constitución y eso no se puede dejar de consignar en la ley, cual es el de diez días para resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso
.


- La Comisión Mixta aprobó el texto del artículo 33 con las enmiendas introducidas por el Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
12) Artículo único, Nº 33) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 41) en la numeración del Senado, en relación con el inciso final del artículo 37 C.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo en la ley un artículo 37 C, nuevo, que establece que no se suspenderá la aplicación del auto acordado que ha sido objeto de un requerimiento para declararlo inconstitucional.


En el segundo trámite constitucional, el Senado facultó al Tribunal para decretar, en estos procesos, la suspensión del auto acordado impugnado, como medida cautelar.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación establecida por el Senado.


El Honorable Diputado señor Burgos expresó que la Cámara rechazó la disposición porque la suspensión, que produce efectos erga omnes, no obstante estar pedida y decretada en un caso particular, no tiene plazo y podría, en consecuencia, prolongarse sine die.


Por otra parte, hay que considerar que esta norma está en abierta contraposición con el inciso final del artículo 37 A
, que ha quedado a firme en la tramitación del proyecto.


Enseguida, el artículo 30 bis permite al Tribunal Constitucional decretar la suspensión del procedimiento, como medida cautelar, lo que hace innecesario suspender la aplicación del auto acordado mismo, por los inconvenientes anotados.


- La Comisión Mixta acordó eliminar el inciso final del artículo 37 C, por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

A raíz del estudio de este y otros preceptos se advirtió la ausencia de una causal de inadmisibilidad que se justifica de manera obvia, cual es, que el requirente carezca de titularidad activa para ejercer la acción, que no sea una persona u órgano legitimado de los que señala la ley.


La Comisión Mixta resolvió poner remedio a tal omisión, insertando en el segundo inciso del artículo 37 C y en el primer inciso del artículo 47 G, un ordinal 1°, nuevo, y en el inciso segundo del artículo 48 bis y en el inciso primero del artículo 54, sendas frases, disposiciones todas que incorporan la disposición pertinente.


- Este último acuerdo fue adoptado con idéntica votación que el precedente,

13) Artículo único, Nº 33) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 41 en la numeración del Senado, en relación con el inciso final del artículo 37 E.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo en la ley un artículo 37 E, nuevo. Esta disposición establece que declarado admisible un requerimiento contra un auto acordado, se traerán los autos en relación y deberá dictarse la sentencia dentro de los quince días siguientes. 


De acuerdo con el inciso segundo de la nueva norma, el Tribunal Constitucional podrá, excepcionalmente y por razones fundadas, declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas del auto acordado, por la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento.


En el segundo trámite constitucional, el Senado amplió el plazo para dictar sentencia en estos procedimientos, de quince a treinta días, prorrogables por otros quince, mediante resolución fundada, y eliminó el inciso segundo propuesto en el primer trámite constitucional, trasladando su contenido al nuevo artículo 37 F que insertó en el proyecto.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara rechazó las modificaciones introducidas por el Senado.

14) Artículo único, Nº 33) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 41 en la numeración del Senado, en relación con el inciso final del artículo 37 F, nuevo.


Como se acabe de indicar, en el segundo trámite constitucional el Senado introdujo en la ley un artículo 37 F, nuevo, que permite que faculta al Tribunal Constitucional a declarar, excepcionalmente y por razones fundadas, la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas del auto acordado basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento. 


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó el artículo 37 F, nuevo, propuesto por el Senado.


En vista de la evidente vinculación entre las dos últimas discrepancias descritas, la Comisión Mixta las trató y resolvió en forma conjunta.


Primeramente, adoptó la modalidad del Senado, en orden a separar el contenido en dos preceptos, los artículos 37 E y 37 F.


Enseguida, redactó el artículo 37 E de manera que el plazo para dictar sentencia no sea fatal, en consonancia con su carácter no preclusivo, tal como ha quedado consagrado en el nuevo texto del artículo 33
 de la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.


A continuación, la Comisión Mixta se abocó a resolver la discrepancia suscitada en torno a la posibilidad de que el Tribunal Constitucional pueda fallar sobre la base de infracción constitucional distinta de la invocada por el requirente.


Las cuestiones envueltas en el debate fueron la actuación de oficio del Tribunal; la posibilidad de ejercer la facultad en casos de inconstitucionalidad de forma y de fondo; la competencia específica; la fundamentación complementaria o sustitutiva, y el principio de bilateralidad de la audiencia.


El Honorable Senador señor Larraín sostuvo que cuando la declaración de inaplicabilidad por inconstitucionalidad estaba en la esfera de atribuciones de la Corte Suprema, dicho tribunal pudo siempre actuar de oficio o a petición de parte. Tratándose de salvaguardar la supremacía constitucional, adujo, es de conveniencia que el Tribunal Constitucional esté investido de la misma capacidad.


Los señores Ministros del Tribunal Constitucional presentes en la sesión hicieron ver que el Tribunal siempre ha declarado las inconstitucionalidades por vicios formales, sea que las partes los hayan alegado o no. Añadieron que el Tribunal no puede exceder el marco de su competencia específica, fijada por las partes en sus escritos de requerimiento y contestación, so pena de incurrir en el vicio de ultra petita. Pero sí estima que puede recurrir a fundamentos que se sumen a aquellos hechos valer por las partes. 


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia recordó un precedente en que el Tribunal Constitucional acogió un requerimiento de inconstitucionalidad basado únicamente en un vicio de forma invocado en el alegato en la vista de la causa, que no había sido demandado por el requirente en su escrito y del cual el requerido no tuvo oportunidad procesal para hacerse cargo.


El Honorable Diputado señor Burgos manifestó que su opción es dar supremacía al principio de bilateralidad de la audiencia. De modo que si la posibilidad de fundamentar el fallo en la infracción de un precepto constitucional no alegado antes surge en una etapa avanzada del proceso, sea porque una de las partes lo esgrime en la vista de la causa, sea porque el Tribunal lo incorpora en la etapa de acuerdo y fallo, las partes deben ser escuchadas al respecto, aunque con ello se dilate el proceso.


Los intervinientes en el debate coincidieron en que es posible y aceptable que el Tribunal Constitucional agregue a los vicios reclamados algún otro que los complementa y que resulta del examen de la causa que ha practicado, pero estuvieron igualmente contestes en que debe haber un tratamiento diferente para el evento de que el fallo del Tribunal vaya a basarse en forma exclusiva en la infracción de un precepto constitucional no alegado por el requirente.


La situación que ofrece un cariz más dudoso es aquella en que el Tribunal prescinde de la fundamentación esgrimida por las partes y declara la inconstitucionalidad por una causal diferente. Si lo hace sin exceder el marco de competencia específica, al menos debe dar a las partes la oportunidad procesal de abocarse al punto. 


En resumen, la Comisión Mixta aprobó por unanimidad un artículo 37 F que recoge las ideas surgidas en la discusión y que ordena al Tribunal Constitucional advertir a las partes acerca del posible uso, como fundamento exclusivo del fallo, de un precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. La advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver. Se conserva la exigencia de que esto sea de ocurrencia excepcional y de que la resolución que abre la posibilidad sea fundamentada.

- Concurrieron a aprobar este acuerdo los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
15) Artículo único, Nº 36 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 44) en la numeración del Senado.


El inciso cuarto del artículo 93 de la Constitución Política de la República fija el momento final del plazo para recurrir al Tribunal Constitucional contra un proyecto de ley, de reforma constitucional o de acuerdo de aprobación de un tratado internacional, cuando la controversia se suscita durante la tramitación. Ese instante es antes de la promulgación de la ley o de la remisión de la comunicación que informa al Jefe del Estado la aprobación del tratado por el Congreso Nacional. En caso alguno podrá entablarse el requerimiento después de quinto día de despachado el proyecto o del envío de la señalada comunicación.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un artículo 38 bis, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece, para los efectos de la oportunidad en que debe presentarse el requerimiento contra un proyecto de ley, de reforma constitucional o de acuerdo de aprobación de un tratado internacional en tramitación, que se entenderá que la promulgación tiene lugar cuando el decreto respectivo ingresa a la Oficina de Partes de la Contraloría General de la República. 


Especifica también el artículo 38 bis que el plazo máximo para impugnarlos como inconstitucionales será el instante en que se verifique dicho ingreso y además, en el caso de los acuerdos aprobatorios de tratados, la ocurrencia de la ratificación del instrumento internacional por el Presidente de la República. 


En el segundo trámite constitucional, el Senado modificó el artículo propuesto por la Cámara, estableciendo que la promulgación se entenderá hecha cuando se tome razón del proyecto en cuestión, agregando que estas normas son sin perjuicio de lo dispuesto en la parte final del inciso cuarto del artículo 93 de la Constitución Política de la República resumido más arriba. Finalmente adecuó el fraseamiento del segundo inciso del artículo 38 al utilizado por la norma constitucional que le sirve de marco, y eliminó la frase “y el Presidente de la República lo hubiera ratificado en el intertanto”, referida al plazo máximo para recurrir contra un tratado, porque ella podría dar lugar a que los órganos constitucionales legitimados perdieran la posibilidad de ejercer su acción, si el Jefe del Estado ratifica el instrumento internacional antes que venza el plazo para requerir al Tribunal Constitucional.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó las modificaciones hechas por el Senado.


La discrepancia estriba en la fijación del momento en que precluye el plazo para recurrir: la Cámara de Diputados propone que sea al ingresar a la Contraloría y el Senado cuando se tome razón del decreto promulgatorio. 


La Comisión Mixta prefirió en este punto la alternativa de la Cámara, porque el ingreso a la Contraloría es un hecho objetivo y comprobable por cualquiera, en tanto que la toma de razón se produce al final de un procedimiento administrativo previo, que no tiene plazo.


El Honorable Senador señor Larraín y el Honorable Diputado señor Eluchans se manifestaron partidarios de la solución dada por el Senado, porque la toma de razón es un acto jurídico formal, que da certeza, en tanto que el ingreso es un simple hecho, sin efectos jurídicos significativos para la finalidad que se persigue.


En conclusión, la Comisión Mixta adoptó el criterio de la Cámara de Diputados en cuanto al primer inciso del artículo 38, e hizo suyo el del Senado, en lo que se refiere a modificar el inciso segundo. 


- El inciso primero del artículo 38 fue aprobado por mayoría. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Gómez y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos y Díaz. Lo hicieron en contra el Honorable Senador señor Larraín y el Honorable Diputado señor Eluchans.


- El inciso segundo fue aprobado por unanimidad, por los señores Senadores y Diputados recién nombrados.

16) Artículo único, Nº 39) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 47) en la numeración del Senado.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un artículo 41 bis, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece que el Tribunal tendrá diez días, prorrogables por otros diez si existen motivos graves y calificados, para resolver el requerimiento presentado contra un proyecto de ley, de reforma constitucional o de acuerdo aprobatorio de un tratado en tramitación en el Congreso Nacional, plazo que se contará desde que se dé cuenta del mismo o desde que se subsanen los reparos de forma y las deficiencias objetados por el Tribunal.


En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó la disposición por otra, que regula el trámite de admisibilidad de estos requerimientos y señala las causales de inadmisibilidad.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la norma propuesta por el Senado, porque advirtió que no se consigna en ella la causal de falta de legitimidad activa para requerir, objeción que resulta igualmente válida en otros casos en que la titularidad de la acción está limitada a las personas u órganos legitimados definidos en el artículo 32 C que este proyecto incorpora a la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional. 


La Comisión Mixta acogió el planteamiento e insertó en el artículo 41 bis, como primera causal de inadmisibilidad, que el requerimiento no sea planteado por quien detente la calidad de órgano legitimado en el procedimiento en cuestión.


- Acordado por una unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
17) Artículo único, Nº 40) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 49) en la numeración del Senado.


El artículo 44 de la ley N° 17.997 establece que el Tribunal Constitucional, conociendo de un requerimiento de control constitucional de un proyecto de ley, de reforma constitucional o de aprobación de un tratado, en actual tramitación, podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados derogó esta norma.


En el segundo trámite constitucional, el Senado repuso el artículo 44, agregando que en el caso allí previsto el Tribunal sólo podrá proceder excepcionalmente y por razones fundadas.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara rechazó la modificación introducida por el Senado.


La Comisión Mixta adoptó el mismo predicamento con el cual resolvió idéntica cuestión al ocuparse de la discrepancia sobre el artículo 37 F
.


- El nuevo artículo 44 fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
18) Artículo único, Nº 54), nuevo, introducido por el Senado, en relación con el artículo 46 B.


En el segundo trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo 46 B, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece el procedimiento de admisibilidad y las causales de inadmisibilidad en los requerimientos contra un decreto con fuerza de ley. 


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la norma propuesta por el Senado, por la misma razón hecha valer respecto del artículo 41 bis, esto es, por no incluir entre las causales de inadmisibilidad la falta de legitimación activa, de la calidad de órgano legitimado para iniciar este procedimiento.


La Comisión Mixta aplicó la misma solución e incorporó en el artículo 46 B la causal pertinente.


- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
19) Artículo único, Nº 54), nuevo, introducido por el Senado, en relación con el artículo 46 C.


En el segundo trámite constitucional, el Senado insertó en el texto un artículo 46 C, nuevo. Esta disposición establece que una vez que el Tribunal Constitucional declare admisible un requerimiento contra un decreto con fuerza de ley dará traslado por diez días a los órganos constitucionales interesados, en la especie, el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras que componen el Parlamento o una cuarta parte de sus miembros, luego de lo cual el Tribunal contará con veinte días para fallar, prorrogables mediante resolución fundada por otros quince.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la norma propuesta por el Senado, por estimar excesivo un plazo para resolver que puede extenderse hasta cuarenta y cinco días.


Se tuvo a la vista lo resuelto en cuanto al carácter no preclusivo de los plazos señalados al Tribunal, por lo cual se dio al inciso segundo del artículo 46 C una redacción que está en armonía con tal criterio.


- El acuerdo fue unánime y concurrieron a él los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
20) Artículo único, Nº 42) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 57 en la numeración del Senado.


De conformidad con el inciso primero del artículo 47 de la ley N° 17.997, las cuestiones de constitucionalidad sobre una convocatoria a plebiscito se regirán por el procedimiento establecido para el requerimiento de control de constitucionalidad de los proyectos de ley, de reforma constitucional y de acuerdos sobre aprobación de un tratado, en tramitación en el Congreso, más las reglas que contienen los incisos siguientes del mismo artículo.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados hizo dos rectificaciones a las referencias a normas constitucionales que se hacen en el inciso primero, para ponerlo al día con la nueva numeración del articulado de la Constitución Política de la República, tras la modificación hecha en el año 2005.


En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó el inciso primero del artículo 47, designándolo como artículo 47 bis, como consecuencia de un acuerdo anterior, que intercaló un artículo 47, nuevo. 


La norma modificada por la cámara revisora establece que el requerimiento contra una convocatoria a plebiscito deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho que le sirven de apoyo, la indicación precisa de la cuestión de constitucionalidad y, en su caso, del vicio de inconstitucionalidad que se aduce, la indicación de las normas transgredidas y la publicación en el Diario Oficial que fija el día del plebiscito.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación hecha por el Senado, para instar por incluir entre las causales de inadmisibilidad la falta de titularidad activa.


La Comisión Mixta acogió esta última idea y la incluyó en la nueva redacción que dio al inciso tercero del artículo que figurará en la ley como 47 bis. En lo demás, mantuvo los acuerdos del Senado.


- Lo anterior fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
21) Artículo único, Nº 43) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 58) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 47 K.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un artículo 47 K, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece que la sentencia que rechace un requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad solicitado por el tribunal en que se ventila el procedimiento en el cual debe ser aplicado el precepto impugnado, deberá declarar expresamente, si así ha ocurrido, que el requerimiento fue desechado por carecer de fundamento plausible.


En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó la norma por otra, que señala que el Tribunal Constitucional podrá declarar la inaplicabilidad de un precepto legal impugnado, en forma excepcional y por razones fundadas, basado en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación aprobada por el Senado.


Se trata en este caso de la misma situación ya resuelta al tratar los artículos 37 F y 44, en que se decidió oír a las partes si el Tribunal detecta la posibilidad de basar su fallo únicamente en una infracción constitucional no invocada en el requerimiento. Por lo tanto, se dio la misma solución que en los preceptos similares anteriores.


- El nuevo texto del artículo 47 K fue aprobado unánimemente, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
22) Artículo único, Nº 43) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 58) en la numeración del Senado, en relación con el número 4° del 
artículo 47 S.


El Senado, en el segundo trámite constitucional, introdujo un artículo 47 S, que señala las causales de inadmisibilidad del requerimiento formulado para declarar la inconstitucionalidad de un precepto legal previamente declarado inaplicable. Una de ellas, la del número 4°, es que no aparezca demostrada la conveniencia de la declaración de inconstitucionalidad, el interés general que ella envuelve o su trascendencia para el ordenamiento jurídico.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó el número 4° del artículo 47 S, por considerarlo demasiado ambiguo.


Se hizo presente a la Comisión Mixta que una causal como la que es objeto de controversia puede ser fuente de problemas, en lugar de soluciones y, en el fondo, puede entenderse en el sentido de que otorga al Tribunal Constitucional atribuciones legislativas. El contenido de conceptos como interés general, conveniencia de la declaración y trascendencia para el orden jurídico son muy discutibles 


Una barrera de entrada como la que pone la causal de inadmisibilidad en comento hace posible eludir la decisión sobre el fondo, para no generar un precedente, transgrediendo, sin embargo, el principio de inexcusabilidad que gravita sobre todos los tribunales. En esta hipótesis, el Tribunal aparecería declinando ejercer su función esencial. 


Por otra parte, la acción de inconstitucionalidad es una acción pública, de modo que cualquier salida dilatoria no impide que otras personas la demanden una y otra vez. 


Se argumentó que no corresponde dotar al Tribunal Constitucional de la facultad de emitir juicios de conveniencia, que por naturaleza son eminentemente políticos y no competen a un tribunal de derecho. Entregarle una valoración de este orden distorsionaría el sistema y contribuiría a su descrédito. El deber del Tribunal es fallar conforme a razones estrictamente jurídicas. Las apreciaciones y dictámenes de orden político corresponden a las autoridades políticas.


También se consideraron fórmulas alternativas, como definir la causal en términos positivos, circunscribiendo su objetivo con mayor precisión y exigiendo un quórum elevado, como los cuatro quintos del pleno y hasta la unanimidad. 


O dar un tratamiento diferenciado, según sea quien interpone la acción: si es un órgano legitimado, se entra al fondo, si es un particular, permitir al Tribunal Constitucional hacer uso de la causal de conveniencia. Esta alternativa se desechó de plano, porque implica establecer una desigualdad ante la ley, sin justificación razonable.


También se consideró la posibilidad de facultar al Tribunal Constitucional para dilatar en el tiempo la resolución de la cuestión de inconstitucionalidad, permitiéndole, por ejemplo, postergar por seis meses la declaración o sus efectos, cuando la aprobación pueda producir consecuencias contrarias al orden institucional o social. Además, en tal eventualidad el Tribunal podría dar oportuna cuenta al Congreso Nacional y al Presidente de la República de los efectos de una eventual declaración de inconstitucionalidad, suspendiendo entretanto, su decisión.


Hay dos tipos de control de constitucionalidad: el concreto, que resuelve la inaplicabilidad de una norma en un caso determinado, y el abstracto, en que la ley es expulsada del ordenamiento jurídico, es derogada, lo que genera un vacío que puede dar lugar a perniciosos efectos sociales y jurídicos. En efecto, cuando el Tribunal Constitucional acoge la acción de inconstitucionalidad deroga la norma, pero no establece una de reemplazo. Hasta la fecha se ha declarado una sola inconstitucionalidad. En esta perspectiva, la comunicación dirigida a los colegisladores haría posible que fueran ellos quienes abolieran la ley inconstitucional y la reemplazaran.


Otros tribunales constitucionales poseen la facultad de certiorari, que les permite decidir cuáles casos avocarse y cuáles eludir, para no causar un problema mayor con la derogación de una norma que ellos no pueden sustituir. Prácticamente todos ellos pueden fijar la fecha en que la norma queda derogada, de manera que el legislador cuente con un tiempo para salvar la situación, pero este no es el caso del chileno.


Sin embargo, varias de las fórmulas traídas a colación en el debate suponen una reforma constitucional, lo que las hace inviables en esta instancia de la Comisión Mixta.


- En definitiva, no se alcanzó un acuerdo sobre el particular, por lo que el número 4° del artículo 47 S quedará excluido del proyecto. 


Como consecuencia de lo anterior, fue necesario efectuar adecuaciones formales en el artículo, en vista de la eliminación recién comentada.


- El acuerdo respectivo fue adoptado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
23) Artículo único, Nº 43) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 58) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 47 V.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados incorporó a la ley un artículo 47 V, nuevo. Esta disposición establece que el Tribunal Constitucional sólo podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad en la infracción de los preceptos constitucionales que fueron considerados transgredidos por la sentencia previa que le sirve de sustento.


En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó el artículo por otro, que establece que el Tribunal deberá dictar la sentencia en el requerimiento de inconstitucionalidad contra un precepto legal, dentro de los treinta días de terminada la tramitación, plazo que podrá ser prorrogado por quince días más, si media una resolución fundada que así lo disponga. Simultáneamente, el Senado insertó un artículo 47 W, nuevo, idéntico al que la cámara de origen consultaba como artículo 47 V.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación aprobada por el Senado, por incluir la norma un plazo preclusivo para el Tribunal, que le impediría ejercer su jurisdicción si no falla dentro del término legal.


La Comisión Mixta aplicó en este caso el mismo criterio adoptado en las normas similares precedentes y redactó el precepto en términos concordantes con lo dispuesto en artículo 33 de la ley N° 17.997
.


- El nuevo texto del artículo 47 V se aprobó por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
24) Artículo único, Nº 43) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 58) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 47 W.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo un artículo 47 W, nuevo, en la ley. Esta disposición establece que la sentencia que declare la inconstitucionalidad de todo o parte de un precepto legal deberá ser publicada en extracto en el Diario Oficial, dentro de los tres días siguientes a su dictación. La norma agrega que el precepto quedará derogado desde la fecha de publicación y que la abolición no tendrá efecto retroactivo.


Como se dijo, el Senado, en el segundo trámite, reemplazó la norma descrita por otra igual a la contenida en el artículo 47 V del texto de la Cámara, y trasladó las disposiciones del artículo 47 W de la cámara de origen al artículo 47 X de su propuesta.


En el tercer trámite, la Cámara de Diputados rechazó la modificación aprobada por el Senado, porque entendió que la frase “El Tribunal podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad” puede dar pie a que se interprete como que la decisión podría no indicar fundamentos.


En vista de lo dicho, la Comisión Mixta aprobó un artículo 47 W concebido en términos imperativos, lo que debe despejar la duda señalada.


- Fue aprobado en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.

25) Artículo único, Nº 43) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 58) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 47 X.

En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados insertó en la ley un artículo 47 X, nuevo. Esta disposición señala que si la sentencia dictada en un requerimiento de inaplicabilidad de un precepto legal, o de inconstitucionalidad de un precepto legal previamente declarado inaplicable, rechaza la demanda, se impondrá la condena en costas al requirente de inaplicabilidad que es parte en el juicio, o al particular que ha ejercido la acción pública, en el segundo caso, salvo que se declare que tuvieron fundamento plausible para accionar.


En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó la norma por otra, que establece una regla similar, con algunas salvedades, a la del artículo 47 W introducido por la Cámara de Diputados, relativo a la publicación de la sentencia recaída en el requerimiento de inconstitucionalidad de una norma legal previamente declarada inaplicable. Como consecuencia de ello, trasladó al artículo 47 Y parte del contenido de la norma sobre costas que la cámara de origen incluía en el artículo 47 X. 


En el tercer trámite la Cámara rechazó la modificación introducida por el Senado.


En lo que concierne a la diferencia entre los textos aprobados por las cámaras, el del Senado remite al artículo 31 bis que por el presente proyecto se agrega a la ley N° 17.997, en lugar de repetir las disposiciones del artículo 94 de la Constitución Política de la República, porque ellas están recogidas en el citado artículo 31 bis.


En efecto, el artículo 47 X del Senado, rechazado por la Cámara de Diputados, señala que la sentencia que acoge la acción de inconstitucionalidad del número 7° del artículo 93 de la Constitución será publicada “en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis”. Este último precepto dispone que tales sentencias se publiquen en el Diario Oficial in extenso, dentro de los tres días siguientes a su dictación, de manera que ambas disposiciones guardan la debida correspondencia con la Carta Fundamental.


- La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans, aprobó el artículo 47 incluido en el texto del Senado.

26) Artículo único, Nº 46) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 65) en la numeración del Senado, en relación 
con el artículo 50 bis, Nº 4º.


En el segundo trámite constitucional el Senado insertó un artículo 50 bis, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece las causales de inadmisibilidad de los requerimientos sobre inconstitucionalidad de decretos supremos. Entre esas causales, la del número 4°, se cuenta la de que el vicio invocado afecte al precepto legal vigente en virtud del cual se dicta el decreto impugnado y no a este último.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la causal de inadmisibilidad en comento. El fundamento de tal decisión estuvo en que debe primar siempre el principio de supremacía constitucional, aunque se argumente que el decreto sólo está ejecutando la ley. 


En contra se sostuvo que las vías para impugnar por inconstitucional un decreto o una ley son diferentes, corren por carriles separados. De modo que si el decreto está en pugna con la Constitución, pero se ajusta a la ley, lo que corresponde es dirigir el requerimiento contra la ley. 


Esta es lo que en doctrina se denomina “ley pantalla”, tesis que el Tribunal Constitucional ha acogido por mayoría, como regla general, porque, de no ser así, en el fondo la sentencia estaría cuestionando la constitucionalidad de la ley, que no es lo que se le ha pedido. En resumen, si no se cuestiona le ley, el decreto es válido.


Es discutible que este asunto pueda ser resuelto en la etapa de la admisibilidad, porque es más propio de un dictamen de fondo. Empero, como el criterio orientador de la asignación de competencias entre el pleno y las salas ha sido el de aliviar la carga de causas del primero, la mayor parte de las admisibilidades es resuelta por las salas. Con todo, en el caso que se analiza, la causal cuarta del artículo 50 bis, la decisión de fondo compete al pleno.


- La Comisión Mixta, por unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans, aprobó el artículo 50 bis propuesto por el Senado.


Igual que en casos anteriores, La Comisión Mixta agregó en este artículo la causal de inadmisibilidad de carecer el requirente de titularidad activa para ejercer la acción.


La Comisión Mixta resolvió poner remedio a tal omisión, insertando en el segundo inciso del artículo 37 C un ordinal 1°, nuevo, que incorpora la disposición pertinente.


- Este último acuerdo fue adoptado con idéntica votación que el precedente,

27) Artículo único, Nº 49) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 68) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 50 C.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados insertó un artículo 50 C, nuevo, en la ley N° 17.997. Esta disposición establece que, en los procesos por contiendas de competencia entre autoridades políticas o administrativas y tribunales de justicia, el Tribunal Constitucional podrá ordenar la suspensión del procedimiento en que dicha contienda incida, si su continuación puede causar un daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de la sentencia que acoja la contienda.


En el segundo trámite constitucional, el Senado agregó que esta atribución debe ser ejercida de conformidad con lo que dispone el artículo 30 bis, que fue introducido en el proyecto en el segundo trámite constitucional, e hizo correcciones de redacción. La referencia al artículo 30 bis hacer explícito el carácter cautelar de esta suspensión y la sujeta a los requisitos y procedimientos allí fijados.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación aprobada por el Senado.


- La Comisión Mixta, por unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans, aceptó las modificaciones del Senado al artículo 50 C.
28) Artículo único, Nº 55 de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 75) en la numeración del Senado, en relación con el artículo 72 E.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados insertó en la ley seis artículos nuevos, signados 72 A a 72 F, que regulan el procedimiento a que debe ceñirse la renuncia de los parlamentarios a su cargo. 


El artículo 93, número 15°, de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso final del artículo 60 de la misma, permiten que un diputado o un senador resigne su cargo, si le afecta una enfermedad grave que le impida desempeñarlo. El Tribunal Constitucional está llamado a calificar los elementos justificatorios de la renuncia y a aceptarla o rechazarla, según corresponda.


El artículo 72 E introducido por la cámara de origen establece que, una vez que se haya formado el acuerdo, el Tribunal tendrá veinte días para dictar la sentencia.


En el segundo trámite constitucional, el Senado dispuso que el plazo para dictar sentencia se cuente desde que concluya la tramitación de la causa, e hizo posible prorrogarlo hasta por otros veinte días, por motivos calificados y mediante resolución fundada.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite, rechazó los cambios.


El punto en discusión tiene que ver con el carácter preclusivo de los plazos fijados al Tribunal Constitucional, asunto que ya se resolvió, adoptando el criterio del Senado, tal como ha quedado estampado en el inciso segundo del artículo 33, que este proyecto ha modificado.


Por consiguiente, la Comisión Mixta aplicó a este artículo la misma solución y dio al artículo 72 E la redacción que figura en la proposición que consta al final de este informe.


- Acordado por unanimidad de los miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans.
29) Artículo único, Nº 58) de la Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 78) en la numeración del Senado.


El artículo 74 de la ley establece la planta de funcionarios del Tribunal Constitucional y crea siete cargos de Ministro, uno de Secretario Abogado, uno de Relator Abogado, uno de Oficial Jefe de Presupuestos, uno de Oficial Primero Administrativo, dos de Oficial Segundo, uno de Oficial de Sala y uno de Mayordomo. El inciso segundo de la disposición establece que el Tribunal Constitucional podrá contratar más personal, bajo la modalidad de honorarios y siempre que lo permita su presupuesto.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó el artículo en cuestión. La nueva norma establece, en su primer inciso, una nueva planta de funcionarios del Tribunal Constitucional, agregando tres nuevos cargos de Ministro, para llegar a un total de diez; un cargo de Relator Abogado, con lo que se entera un total de dos, y dos nuevos cargos de Abogado Asistente de Ministros. Además, crea los cargos de Bibliotecario, de Secretario de la Presidencia y dos nuevos cargos de Auxiliar de Servicios. También adiciona un nuevo cargo de Oficial Primero Administrativo, enterando así un total de dos, y crea un nuevo cargo de Oficial de Sala, con lo que éstos se elevan a dos. Se mantienen los cargos de un Secretario Abogado, un Jefe de Presupuestos, dos Oficiales Segundos y un Mayordomo.


El inciso segundo faculta al Tribunal Constitucional para contratar a honorarios a profesionales, técnicos y expertos en determinadas materias, para ejecutar actividades específicas propias de sus actividades, siempre que se encuadre en sus disponibilidades presupuestarias.


En el segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó el artículo sobre planta, adicionando a la propuesta de la Cámara un cargo de Relacionador Público, uno de Documentalista, uno de Jefe de Gabinete de la Presidencia, siete de Secretaria y uno de Chofer. Se estipuló, además, que la provisión de los nuevos cargos se hará efectiva cuando las necesidades lo justifiquen y previo acuerdo del Pleno. La modificación concluye señalando que la facultad para contratar personal adicional también podrá hacerse según la modalidad de contrato del Código del Trabajo, además de a honorarios.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la modificación acordada por el Senado, para abrir un debate sobre la relación y la existencia de cargos de relatores.

30) Artículo único, Nº 59) del Cámara de Diputados, que pasó a ser 
Nº 79) en la numeración del Senado.


El artículo 75 de la ley N° 17.997 faculta al Tribunal Constitucional para ampliar la planta de su personal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros, en la medida en que ello sea estrictamente necesario para su normal funcionamiento. Al efecto, la norma permite implementar hasta tres cargos adicionales de Relator Abogado, hasta cinco de Oficial Segundo, hasta dos de Oficial de Sala y hasta siete de Auxiliar de Servicios Menores. 


En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el artículo 75 por otro, que reduce los máximos antes señalados en la siguiente forma: se podrá ampliar la Planta sólo hasta en dos cargos de Relator Abogado, uno de Oficial de Sala y cinco de Auxiliar de Servicios Menores. El resto se mantiene inalterado.


En el segundo trámite constitucional, El Senado modificó el precepto, incrementando la cantidad de cargos en que se puede ampliar la planta de la siguiente forma: hasta dos nuevos cargos de Abogado Asistente y cuatro adicionales de Secretaria.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara rechazó la modificación aprobada por el Senado, por la misma razón que en el caso de la discrepancia anterior.


En vista de ello, ambas fueron tratadas conjuntamente. En primer lugar, se agregó a la planta los dos cargos de Suplente de ministro, consecuencia de lo acordado respecto del artículo 15.

Se ha afirmado que un rasgo modernizador en la justicia constitucional sería eliminar la relación en la vista de la causa, porque dilata el fallo del asunto. Se indicó, a modo de ejemplo, que en la Reforma Procesal Penal se eliminó la relación y no hay relatores y es de todos conocido cómo se ha reducido la duración de los juicios.


Los señores Ministros del Tribunal Constitucional que asistieron a las sesiones explicaron que la experiencia les ha mostrado que la relación es útil y los relatores son eficientes. La alternativa de que sea un ministro quien efectúe la relación, habida consideración de que la relación en el Tribunal Constitucional es siempre pública, resultaría inconveniente porque inevitablemente el ministro relator estaría dejando traslucir un juicio sobre la cuestión pendiente, con conocimiento de los antecedentes necesarios para sentenciar, lo que podría hacerlo perder su competencia por estimársele incurso en causal de implicancia o recusación.


En último término, la decisión sobre oír o no una relación es propia de la potestad del Tribunal Constitucional, que decide en cada caso.


- La Comisión Mixta, por unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans, aprobó la versión del Senado de los artículos 74 y 75, con lo que quedó despachado el asunto.

- - - - - - - - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto, para zanjar las discrepancias producidas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, a fin de adecuarla a las disposiciones introducidas en la Constitución Política de la República por la ley N° 20.050, la Comisión Mixta propone a la Cámara de Diputados y al Senado aprobar, en una sola votación, lo siguiente: 

“Artículo único

Número 6), texto de ambas Cámaras

Aprobar el texto siguiente:


“6) Reemplázase el artículo 4º por el siguiente: 


“Artículo 4º.- Son públicos los actos y resoluciones del Tribunal, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilice. Sin embargo, el Tribunal, por resolución fundada acordada por los dos tercios de sus miembros, podrá decretar reservados o secretos determinados documentos o actuaciones, incluidos los documentos agregados a un proceso, con sujeción a lo prescrito en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución.”.”.

Número 7) nuevo, texto del Senado

Aprobar el texto siguiente:


“7) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:


“Artículo 5°.- Los ministros del Tribunal deberán elegir de entre ellos un Presidente por mayoría absoluta de votos. Si ninguno de los candidatos obtiene el quórum necesario para ser elegido, se realizará una nueva votación, circunscrita a quienes hayan obtenido las dos primeras mayorías en la anterior. El Presidente durará dos años en sus funciones y no podrá ser reelegido dos veces consecutivas.”.”.

Número 10) de la Cámara, que pasa a ser 12) del Senado

Aprobar el texto siguiente:


“12) Agrégase el siguiente artículo 12 bis, nuevo:


“Artículo 12 bis.- Los ministros no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado. Tampoco podrán actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades. 


El cargo de ministro es incompatible con los de diputado y senador, y con todo empleo o comisión retribuido con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, hasta un máximo de doce horas semanales, fuera de las horas de audiencia. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere este inciso.


Asimismo, el cargo de ministro es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honores, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.”.”.
Número 15) nuevo, texto del Senado


Aprobar el texto siguiente:


“15) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 14 bis, la expresión “abogados integrantes” por “suplentes de ministro”.”.

Número 13) de la Cámara, que pasa a ser 16) del Senado


Aprobar el texto siguiente:


“16) Reemplázase el artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15.- Cada tres años, en el mes de enero que corresponda, se procederá a la designación de dos suplentes de ministro que reúnan los requisitos para ser nombrado miembro del Tribunal, quienes podrán reemplazar a los ministros e integrar el pleno o cualquiera de las salas sólo en caso que no se alcance el respectivo quórum para sesionar. 


Los suplentes de ministro a que se refiere el inciso anterior serán nombrados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, eligiéndolos de una nómina de siete personas que propondrá el Tribunal Constitucional, previo concurso público de antecedentes, el que deberá fundarse en condiciones objetivas, públicas, transparentes y no discriminatorias. El Tribunal formará la nómina en una misma y única votación pública, en la que cada uno de los ministros tendrá derecho a votar por cinco personas, resultando elegidos quienes obtengan las siete primeras mayorías. El Senado adoptará el acuerdo por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto, debiendo pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, el Tribunal Constitucional deberá presentar una nueva lista, en conformidad a las disposiciones del presente inciso, dentro de los sesenta días siguientes al rechazo, proponiendo dos nuevos nombres en sustitución de los rechazados, repitiéndose este procedimiento hasta que se aprueben los nombramientos.


Los suplentes de ministro concurrirán a integrar el pleno o las salas de acuerdo al orden de precedencia que se establezca por sorteo público. La resolución del Presidente del Tribunal que designe a un suplente de ministro para integrar el pleno o las salas deberá ser fundada y publicarse en la página web del Tribunal. 


Los suplentes de ministro tendrán las mismas prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los ministros y regirán para ellos las mismas causales de implicancia que afectan a estos. Sin embargo, no cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad ni se les aplicará la incompatibilidad con funciones docentes a que se refiere el artículo 12 bis.


Los suplentes de ministro deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal y recibirán una remuneración mensual equivalente al cincuenta por ciento de la de un ministro.”.”.

Número 21) de la Cámara, que pasa a ser 25) del Senado


Aprobar el texto siguiente:


“25) Incorpórase el siguiente artículo 25 C, nuevo:


“Artículo 25 C.- Corresponderá al pleno del Tribunal:


1° Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;


2° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad de los autos acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones.


3° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;


4° Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;


5° Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;


6° Resolver la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución;


7° Pronunciarse sobre la admisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable;


8° Resolver sobre la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral 6° de este artículo;


9° Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;


10° Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 99 de la Constitución Política;


11º Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República, cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 63 de la Constitución Política de la República;”.


12° Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo, la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del número 15°, del artículo 19, de la Constitución Política. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;


13° Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 53, número 7°, de la Constitución Política; 


14° Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;


15° Determinar la admisibilidad y pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios;


16° Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 60 de la Constitución Política de la República y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y


17º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución Política y la presente ley.”.”.

Número 22) de la Cámara, que pasa a ser 26) del Senado

Aprobar el texto siguiente:


“26) Agrégase el siguiente artículo 25 D, nuevo:


“Artículo 25 D.- Corresponderá a las salas del Tribunal:


1° Pronunciarse sobre las admisibilidades que no sean de competencia del pleno;


2° Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado;


3° Resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, y


4º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución y la presente ley.”.”.

Número 29) nuevo, texto del Senado


Aprobar el texto siguiente:


“29) Agrégase el siguiente artículo 30 bis, nuevo:


“Artículo 30 bis.- Sin perjuicio de las normas especiales contenidas en esta ley que autorizan al Tribunal, en pleno o representado por una de sus salas, para decretar medidas cautelares, como la suspensión del procedimiento, el Tribunal podrá, por resolución fundada, a petición de parte o de oficio, decretarlas desde que sea acogido a tramitación el respectivo requerimiento, aun antes de su declaración de admisibilidad, en los casos en que dicha declaración proceda. De la misma forma, podrá dejarlas sin efecto y concederlas nuevamente, de oficio o a petición de parte, cuantas veces sea necesario, de acuerdo al mérito del proceso.”.”.

Número 25) de la Cámara, que pasaba a ser 30) del Senado

Suprimirlo, enmendado correlativamente los numerales siguientes.
Número 31) nuevo, texto del Senado, que pasa a ser 30)

Aprobar el texto siguiente:


“30) Agrégase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:


“Artículo 31 bis.- Las sentencias del Tribunal se publicarán íntegramente en su página web, o en otro medio electrónico análogo, sin perjuicio de las publicaciones que ordenan la Constitución y esta ley en el Diario Oficial. El envío de ambas publicaciones deberá ser simultáneo.


Las sentencias recaídas en las cuestiones de constitucionalidad promovidas en virtud de los números 2°, 4°, 7° y 16° del artículo 93 de la Constitución se publicarán en el Diario Oficial in extenso. Las restantes que deban publicarse lo serán en extracto, que contendrá a lo menos la parte resolutiva del fallo. 


También se publicarán en la página web del Tribunal, al menos, las resoluciones que pongan término al proceso o hagan imposible su prosecución, el listado de causas ingresadas y fecha del ingreso, las tablas de las salas y el pleno, la designación de relator, de la sala que deba resolver sobre la admisibilidad del requerimiento y de ministro redactor y las actas de sesiones y los acuerdos del pleno.


La publicación de resoluciones en el Diario Oficial deberá practicarse dentro de los tres días siguientes a su dictación.”.”.
Número 27) de la Cámara, que pasa a ser 32)


Aprobar el texto siguiente:


“32) Introdúcese el siguiente artículo 32 B, nuevo:


“Artículo 32 B.- El Tribunal oirá alegatos en la vista de la causa en los casos a que se refieren los números 2º, 6°, 8º, 9º, 10°, 11°, 14° y 15° del artículo 25 C.

En los demás casos, el Tribunal podrá disponer que se oigan alegatos.


La duración, forma y condiciones de los alegatos serán establecidas por el Tribunal, mediante auto acordado.


En los casos en que se oigan alegatos la relación será pública.”.”.

Número 28) de la Cámara, que pasa a ser 34)


Aprobar el texto siguiente:


“34) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:


“Artículo 33.- Serán aplicables, además, en cuanto corresponda, las normas contenidas en los Títulos II, V y VII del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que no sean contrarias a esta ley.


Con todo, los plazos de días establecidos en esta ley serán de días corridos y no se suspenderán durante los feriados. En ningún caso el vencimiento de un plazo fijado para una actuación o resolución del Tribunal, le impedirá decretarla o dictarla con posterioridad.


En los casos en que la presente ley fija plazos al Tribunal para admitir a tramitación un asunto, pronunciarse sobre la admisibilidad del mismo y dictar sentencia, los mismos se contarán desde que se dé cuenta de éste en la sala o el pleno, según corresponda, o desde que la causa quede en estado de dictarse sentencia, en su caso.”.”.

Número 33) de la Cámara, que pasa a ser 40) 
Artículo 37 C


Insertar el siguiente numeral 1°, nuevo, en su inciso segundo, corrigiendo correlativamente la numeración de los que siguen:


“1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;”.


Eliminar el inciso final agregado por el Senado.

Artículo 37 E

Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 37 E.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos para ello, el Tribunal procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 43. El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.”.

Artículo 37 F nuevo


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 37 F.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.

Número 36) de la Cámara, que pasa a ser 43)

Aprobar el texto siguiente:


“43) Agrégase el siguiente artículo 38 bis, nuevo:


“Artículo 38 bis.- Para los efectos de la oportunidad en que debe formularse el requerimiento, la promulgación se entenderá efectuada por el Presidente de la República cuando ingrese a la oficina de partes de la Contraloría General de la República el respectivo decreto promulgatorio.


En ningún caso se podrán admitir a tramitación requerimientos formulados con posterioridad a ese instante. Tampoco podrán admitirse requerimientos contra tratados si estos se presentan después del quinto día siguiente a la remisión de la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional.”.”.

Número 39) de la Cámara, que pasa a ser 46)

Aprobar el texto siguiente:


“46) Agrégase el siguiente artículo 41 bis, nuevo:


“Artículo 41 bis.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por dos días, a los órganos legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.


2° Cuando la cuestión se promueva con posterioridad a las oportunidades indicadas en el artículo 38 bis;


3° Cuando en los antecedentes de la tramitación del proyecto de ley, de reforma constitucional o tratado impugnado no conste haberse suscitado expresamente una cuestión de constitucionalidad a su respecto, y


4° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.”.”.

Número 40) de la Cámara, que pasa a ser 48)


Aprobar el texto siguiente:


“48) Sustitúyese el artículo 44, por el siguiente: 


“Artículo 44.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.

Número 54) nuevo, texto del Senado, que pasa a ser Número 53)
Artículo 46 B


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 46 B.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo, conforme a las reglas del Párrafo 3. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 C el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por cinco días, a los órganos legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.


2° Cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente;


3° Cuando del oficio de representación del Contralor conste que el decreto con fuerza de ley no ha sido objetado de inconstitucionalidad;


4° Cuando la cuestión promovida por una de las Cámaras o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio se funde en alegaciones de legalidad, y


5° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.”.

Artículo 46 C


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 46 C.- Declarada admisible la cuestión, se comunicará a los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, formulen las observaciones y presenten los antecedentes que estimen pertinentes.


El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde la declaración de admisibilidad, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.”.

Número 42) de la Cámara, que pasa a ser 56)


Aprobar el texto siguiente:


“56) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 47 bis.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y en el inciso segundo de este artículo, y deberá acompañarse a él la publicación en el Diario Oficial del decreto que fija el día de la consulta plebiscitaria.”.


b) Sustitúyense los incisos tercero y quinto, por los siguientes: 


“Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión si no es formulada por un órgano legitimado, si es promovida extemporáneamente, carece de fundamento plausible o se refiere a materias de la competencia del Tribunal Calificador de Elecciones.”.


“La sentencia deberá publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.”.”.

Número 43) de la Cámara, que pasa a ser 57) y 58)
Artículo 47 G


Insertar el siguiente numeral 1°, nuevo, en su inciso primero, corrigiendo correlativamente la numeración de los que siguen:


“1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;”.

Artículo 47 K


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 47 K.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.

Artículo 47 S


Sustituir el punto y coma escrito al final del número 2°, por una coma, seguida de la conjunción “y”.


Reemplazar la coma y la conjunción “y” que figuran al final del número 3°, por un punto aparte.


Suprimir su número 4°.
Artículo 47 V


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 47 V.- El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.”.

Artículo 47 W


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 47 W.- La declaración de inconstitucionalidad de las normas legales cuestionadas deberá fundarse únicamente en la infracción de el o los preceptos constitucionales que fueron considerados transgredidos por la sentencia previa de inaplicabilidad que le sirve de sustento.”.

Artículo 47 X


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 47 X.- La sentencia que se pronuncie sobre la inconstitucionalidad de todo o parte de un precepto legal, será publicada en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis. El precepto declarado inconstitucional se entenderá derogado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, sin efecto retroactivo.”.

Número 44) de la Cámara, que pasa a ser 60)

Artículo 48 bis


Insertar, en el inciso segundo, a continuación de la coma que sigue al vocablo “extemporáneamente”, la siguiente frase “cuando no sea formulada por un órgano legitimado,”.

Número 46) de la Cámara, que pasa a ser 64) 
Artículo 50 bis


Agregar el siguiente ordinal 1°, nuevo, en su inciso segundo, corrigiendo en consecuencia la numeración de los que siguen:


“1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado;”.


Aprobar el siguiente texto para el número 4° del mismo inciso segundo, que ha pasado a ser número 5°:


“5° Cuando el vicio invocado afecte a un precepto legal vigente y no al decreto supremo impugnado, y”.

Número 47) de la Cámara, que pasa a ser 65)

Artículo 50 C


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 50 C.- El Tribunal podrá, de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 bis, disponer la suspensión del procedimiento en que incida su decisión si la continuación del mismo puede causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resuelva, en caso de acogerse la contienda.”.

Número 70), nuevo, del texto del Senado, que pasa a ser 69)

Artículo 54


Insertar en el inciso primero, a continuación de la expresión “si el requerimiento”, la frase “no es formulado por una persona u órgano legitimado o”.

Número 55) de la Cámara, que pasa a ser 74)

Artículo 72 E


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 72 E.-  El plazo para dictar sentencia será de veinte días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros veinte días, por resolución fundada del Tribunal.”.

Número 58) de la Cámara, que pasa a ser 77)

Artículo 74


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 74.- La planta de personal del Tribunal estará constituida por los siguientes cargos:

Diez Ministros.

Dos Suplentes de ministro.

Un Secretario Abogado.

Dos Relatores Abogados.

Ocho Abogados Asistentes.

Un Jefe de Presupuestos.

Un Relacionador Público. 

Un Bibliotecario.

Un Documentalista.

Un Jefe de Gabinete de la Presidencia.

Un Secretario de la Presidencia.

Dos Oficiales Primeros.

Dos Oficiales Segundos.

Un Mayordomo.

Dos Oficiales de Sala.

Dos Auxiliares de Servicios.

Siete Secretarias.

Un Chofer.


La provisión de los nuevos cargos creados en la planta señalada en el inciso anterior se hará, previo acuerdo del Pleno, cuando las necesidades del Tribunal así lo justifiquen.


El Tribunal podrá acordar la contratación, sobre la base de honorarios, o con sujeción a las normas del Código del Trabajo, de profesionales, técnicos o expertos en determinadas materias, para ejecutar tareas específicas en sus actividades, dentro de sus disponibilidades presupuestarias.”. 

Número 59) de la Cámara, que pasa a ser 78)

Artículo 75


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 75.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el Tribunal podrá ampliar la planta de su personal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros y sólo en la medida que sea estrictamente necesario para su normal funcionamiento, en la siguiente forma:

- Hasta dos Relatores Abogados;

- Hasta en dos Abogados Asistentes;

- Hasta cinco Oficiales Segundo;

- Hasta un Oficial de Sala;

- Hasta cinco Auxiliares de Servicios Menores;

- Hasta en cuatro Secretarias.”.”.
- - - - - - - -


Finalmente, a título meramente informativo, de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional:


1) Reemplázase la denominación del Capítulo I por la siguiente:

“Capítulo I

De la Organización, Competencia y Funcionamiento del Tribunal Constitucional”


2) Agrégase, a continuación del epígrafe del Capítulo I, un Título I del siguiente tenor:

“Título I

De la Organización del Tribunal Constitucional”


3) Sustitúyese, en el artículo 1º, el número “VII” por “VIII”.


4) Reemplázase, en el artículo 2º, el inciso segundo por el siguiente:


“Los miembros del Tribunal, al término de su período, no podrán ser reelegidos, salvo aquél que habiendo sido elegido como reemplazante, haya ejercido el cargo por un período menor a cinco años y tenga menos de 75 años de edad.”.


5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 3º, por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Tribunal sólo podrá ejercer su jurisdicción a requerimiento de las personas y los órganos constitucionales legitimados de conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política de la República o de oficio, en los casos señalados en la Constitución Política de la República y en esta ley.”.


6) Reemplázase el artículo 4º por el siguiente: 


“Artículo 4º.- Son públicos los actos y resoluciones del Tribunal, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilice. Sin embargo, el Tribunal, por resolución fundada acordada por los dos tercios de sus miembros, podrá decretar reservados o secretos determinados documentos o actuaciones, incluidos los documentos agregados a un proceso, con sujeción a lo prescrito en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución.”.


7) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:


“Artículo 5°.- Los ministros del Tribunal deberán elegir de entre ellos un Presidente por mayoría absoluta de votos. Si ninguno de los candidatos obtiene el quórum necesario para ser elegido, se realizará una nueva votación, circunscrita a quienes hayan obtenido las dos primeras mayorías en la anterior. El Presidente durará dos años en sus funciones y no podrá ser reelegido dos veces consecutivas.”.


8) Sustitúyese el artículo 6º por el siguiente:


“Artículo 6º.- Los Ministros del Tribunal tendrán la precedencia correspondiente a la antigüedad de su nombramiento o de su primer nombramiento, cuando proceda.


En caso que la antigüedad sea la misma se atenderá para ello al orden que determine el Tribunal, en votación especialmente convocada al efecto. Con todo, el Ministro que haya desempeñado el cargo de Presidente en el período anterior tendrá la primera precedencia en el siguiente.


El Presidente será subrogado por el Ministro que lo siga en el orden de precedencia que se halle presente y así sucesivamente.


Del mismo modo será subrogado el Presidente de cada sala.”.


9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 8º:


a) Incorpórase la siguiente letra b), pasando las actuales letras b), c), d), e) y f) a ser letras c), d), e), f) y g), respectivamente:


“b) Distribuir de modo equitativo entre las dos salas del Tribunal, las causas que a ellas les corresponda conocer, tomando en consideración la naturaleza, complejidad y cantidad de los asuntos que estén actualmente sometidos al conocimiento de las salas;”.


b) Sustitúyese la letra b), que ha pasado a ser c), por la siguiente:


“c) Formar las tablas que correspondan al pleno y a las salas de conformidad con lo previsto en el artículo 29 y designar, en los asuntos de que conozca el pleno, al Ministro que corresponda para la redacción del fallo;”.


c) Reemplázase en la letra f), que ha pasado a ser g), el punto final (.) por una coma (,), agregándose a continuación la oración “salvo en los asuntos a que se refieren los números 6° y 7° del artículo 93 de la Constitución Política, y”.


d) Agrégase una letra h), del siguiente tenor:


“h) Rendir anualmente una cuenta pública del funcionamiento del Tribunal.”.


10) Incorpórase el siguiente artículo 8º bis, nuevo:


“Artículo 8º bis.- El Ministro que, conforme a lo dispuesto en el artículo 25 B de esta ley, presida la sala que no integre el Presidente del Tribunal, tendrá respecto a las sesiones que ella celebre las atribuciones que señala el artículo 8°, en lo que corresponda.”.


11) Agrégase al artículo 9° el siguiente inciso segundo:


“Producida la subrogación del Secretario por un Relator, de acuerdo a lo previsto en el artículo 87, el Oficial Primero más antiguo, previo juramento o promesa, podrá autorizar las providencias y demás actuaciones del Tribunal.”.


12) Agrégase el siguiente artículo 12 bis, nuevo:


“Artículo 12 bis.- Los ministros no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado. Tampoco podrán actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades. 


El cargo de ministro es incompatible con los de diputado y senador, y con todo empleo o comisión retribuido con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, hasta un máximo de doce horas semanales, fuera de las horas de audiencia. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere este inciso.


Asimismo, el cargo de ministro es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honores, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.”.

13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 13:


a) Suprímese, en el encabezamiento del inciso primero, la frase “inciso quinto del”.


b) Reemplázase, en el encabezamiento del inciso primero, el número “81” por “92”.


c) Reemplázase el Nº 5 del inciso primero por el siguiente:


“5) Incompatibilidad sobreviniente en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 92 de la Constitución Política.”.


d) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “miembros procesados” por “miembros acusados”.


14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 14.- Si cesare en el cargo algún Ministro, el Presidente del Tribunal comunicará de inmediato este hecho al Presidente de la República, al Senado, a la Cámara de Diputados o a la Corte Suprema, según corresponda, para los efectos de su reemplazo.”.


b) Deróganse los incisos segundo y tercero.


15) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 14 bis, la expresión “abogados integrantes” por “suplentes de ministro”.


16) Reemplázase el artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15.- Cada tres años, en el mes de enero que corresponda, se procederá a la designación de dos suplentes  de ministro que reúnan los requisitos para ser nombrado miembro del Tribunal, quienes podrán reemplazar a los ministros e integrar el pleno o cualquiera de las salas sólo en caso que no se alcance el respectivo quórum para sesionar. 


Los suplentes de ministro a que se refiere el inciso anterior serán nombrados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, eligiéndolos de una nómina de siete personas que propondrá el Tribunal Constitucional, previo concurso público de antecedentes, el que deberá fundarse en condiciones objetivas, públicas, transparentes y no discriminatorias. El Tribunal formará la nómina en una misma y única votación pública, en la que cada uno de los ministros tendrá derecho a votar por cinco personas, resultando elegidos quienes obtengan las siete primeras mayorías. El Senado adoptará el acuerdo por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto, debiendo pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, el Tribunal Constitucional deberá presentar una nueva lista, en conformidad a las disposiciones del presente inciso, dentro de los sesenta días siguientes al rechazo, proponiendo dos nuevos nombres en sustitución de los rechazados, repitiéndose este procedimiento hasta que se aprueben los nombramientos.


Los suplentes de ministro concurrirán a integrar el pleno o las salas de acuerdo al orden de precedencia que se establezca por sorteo público. La resolución del Presidente del Tribunal que designe a un suplente de ministro para integrar el pleno o las salas deberá ser fundada y publicarse en la página web del Tribunal. 


Los suplentes de ministro tendrán las mismas prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los ministros y regirán para ellos las mismas causales de implicancia que afectan a estos. Sin embargo, no cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad ni se les aplicará la incompatibilidad con funciones docentes a que se refiere el artículo 12 bis.


Los suplentes de ministro deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal y recibirán una remuneración mensual equivalente al cincuenta por ciento de la de un ministro.”.

17) Reemplázanse los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 16, por el siguiente:


“El Tribunal, mediante auto acordado, establecerá sus sesiones ordinarias y horarios de audiencia.”.


18) Reemplázase, al final del inciso segundo del artículo 17, el punto final (.) por una coma (,), agregándose a continuación las palabras “mediante resolución fundada.”.


19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 19:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “12°” y “82”, por “16°” y “93”, respectivamente.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo, los números “8º”, “10º”, “11º” y “82” por “10º”, “13º”, “14º” y “93”, respectivamente.


c) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:


“Las implicancias podrán ser promovidas por el Ministro afectado, por cualquiera de los demás Ministros, y por los órganos constitucionales interesados que se hayan hecho parte.”.


d) Agrégase el siguiente nuevo inciso sexto, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo: 


“Será, además, causal de implicancia la existencia actual de relaciones laborales, comerciales o societarias de un Ministro con el abogado o procurador que actúe en alguno de los procesos que se sustancian ante el Tribunal.”.


20) Reemplázase, en el artículo 21, la expresión “procesado” por “acusado”.


21) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 22, la referencia al artículo “14” por otra al artículo “15”.


22) Incorpórase, a continuación del artículo 25, el siguiente artículo 25 A, nuevo:


“Artículo 25 A.- El Tribunal, en sesiones especialmente convocadas al efecto, podrá dictar autos acordados sobre materias que no sean propias del dominio legal y que tengan como objetivo la buena administración y funcionamiento del Tribunal.”.


23) Incorpórase, a continuación del artículo 25 A nuevo, un Título II del siguiente tenor:

“Título II

De la Competencia y Funcionamiento del Tribunal Constitucional”


24) Agrégase un artículo 25 B, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 25 B.- El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas. En el primer caso, el quórum para sesionar será de, a lo menos, ocho miembros, y en el segundo de, a lo menos, cuatro. Cada sala, en caso de necesidad, podrá integrarse con Ministros de la otra sala.


En el mes de diciembre de cada año, en una sesión pública especialmente convocada al efecto, una comisión formada por el Presidente del Tribunal y los dos Ministros más antiguos del mismo, designará a los Ministros que integrarán las dos salas del Tribunal a partir del mes de marzo siguiente. La sala que integre el Presidente del Tribunal será presidida por éste, y la otra, por el Ministro más antiguo presente que forme parte de ella. 


Las sesiones ordinarias se suspenderán en el mes de febrero de cada año.


Las sesiones extraordinarias se celebrarán cuando las convoque el Presidente del Tribunal o de la sala respectiva, de propia iniciativa o a solicitud de tres o más de los miembros del Tribunal, tratándose de sesiones extraordinarias del pleno, o a solicitud de dos o más de los miembros de la sala respectiva, tratándose de sesiones extraordinarias de sala.


Cada sala representará al Tribunal en los asuntos de que conozca.”.


25) Incorpórase el siguiente artículo 25 C, nuevo:


“Artículo 25 C.- Corresponderá al pleno del Tribunal:


1° Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;


2° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad de los autos acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones.


3° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;


4° Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;


5° Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;


6° Resolver la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución;


7° Pronunciarse sobre la admisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable;


8° Resolver sobre la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral 6° de este artículo;


9° Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;


10° Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 99 de la Constitución Política;


11º Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República, cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 63 de la Constitución Política de la República;


12° Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo, la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del número 15°, del artículo 19, de la Constitución Política. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;


13° Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 53, número 7°, de la Constitución Política; 


14° Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;


15° Determinar la admisibilidad y pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios;


16° Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 60 de la Constitución Política de la República y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y


17º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución Política y la presente ley.”.

26) Agrégase el siguiente artículo 25 D, nuevo:


“Artículo 25 D.- Corresponderá a las salas del Tribunal:


1° Pronunciarse sobre las admisibilidades que no sean de competencia del pleno;


2° Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado;


3° Resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, y


4º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución y la presente ley.”.

27) Derógase el inciso segundo del artículo 27.


28) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 29:


a) En el inciso primero, sustitúyese la frase que sigue a la coma (,) y que comienza con la palabra “salvo”, por la siguiente: “sin perjuicio de la preferencia que, por motivos justificados y mediante resolución fundada, se haya otorgado a alguno de ellos.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, el número “82” por “93”.


29) Agrégase el siguiente artículo 30 bis, nuevo:


“Artículo 30 bis.- Sin perjuicio de las normas especiales contenidas en esta ley que autorizan al Tribunal, en pleno o representado por una de sus salas, para decretar medidas cautelares, como la suspensión del procedimiento, el Tribunal podrá, por resolución fundada, a petición de parte o de oficio, decretarlas desde que sea acogido a tramitación el respectivo requerimiento, aun antes de su declaración de admisibilidad, en los casos en que dicha declaración proceda. De la misma forma, podrá dejarlas sin efecto y concederlas nuevamente, de oficio o a petición de parte, cuantas veces sea necesario, de acuerdo al mérito del proceso.”.

30) Agrégase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:


“Artículo 31 bis.- Las sentencias del Tribunal se publicarán íntegramente en su página web, o en otro medio electrónico análogo, sin perjuicio de las publicaciones que ordenan la Constitución y esta ley en el Diario Oficial. El envío de ambas publicaciones deberá ser simultáneo.


Las sentencias recaídas en las cuestiones de constitucionalidad promovidas en virtud de los números 2°, 4°, 7° y 16° del artículo 93 de la Constitución se publicarán en el Diario Oficial in extenso. Las restantes que deban publicarse lo serán en extracto, que contendrá a lo menos la parte resolutiva del fallo. 


También se publicarán en la página web del Tribunal, al menos, las resoluciones que pongan término al proceso o hagan imposible su prosecución, el listado de causas ingresadas y fecha del ingreso, las tablas de las salas y el pleno, la designación de relator, de la sala que deba resolver sobre la admisibilidad del requerimiento y de ministro redactor y las actas de sesiones y los acuerdos del pleno.


La publicación de resoluciones en el Diario Oficial deberá practicarse dentro de los tres días siguientes a su dictación.”.

31) Agrégase el siguiente artículo 32 A, nuevo:


“Artículo 32 A.- En los casos en que la cuestión que se somete al Tribunal sea promovida mediante acción pública, o por la parte en el juicio o gestión judicial en que se solicita la inaplicabilidad de un precepto legal o la inconstitucionalidad de un auto acordado, las personas naturales o jurídicas que lo promuevan deberán señalar en su primera presentación al Tribunal un domicilio conocido dentro de la provincia de Santiago. La presentación será patrocinada y suscrita por un abogado habilitado para ejercer la profesión.


Las resoluciones que se dicten en los procesos indicados en el inciso anterior se notificarán por carta certificada a la parte o a quien la represente.


Las sentencias definitivas se notificarán personalmente o, si ello no es posible, por cédula, en el domicilio que haya señalado la parte en el expediente. En ambos casos la notificación se practicará por un Ministro de Fe designado por el Tribunal.


Las comunicaciones a que se refiere esta ley, que deban hacerse a los órganos constitucionales interesados o que sean parte en el proceso, se efectuarán mediante oficio.


De dichas actuaciones o diligencias se dejará constancia en el expediente respectivo.


La fecha de las notificaciones efectuadas por carta certificada y mediante las comunicaciones a que se refiere esta ley será, para todos los efectos legales, la del tercer día siguiente a su expedición.


En el caso de la Cámara de Diputados y del Senado los oficios se dirigirán a los respectivos Presidentes, quienes estarán obligados a dar cuenta a la sala en la primera sesión que se celebre. Se entenderán oficialmente recibidos y producirán sus efectos una vez que se haya dado cuenta de los mismos. En el caso del Presidente de la República, los oficios se dirigirán por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia y se entenderán oficialmente recibidos y producirán sus efectos una vez ingresados a la Oficina de Partes de dicho Ministerio.


Con todo, el Tribunal podrá autorizar otras formas de notificación que, en la primera comparecencia, le sean solicitadas por alguno de los órganos o personas que intervengan ante él. La forma particular de notificación que se autorice sólo será aplicable al peticionario y, en cualquier caso, deberá dejarse constancia de la actuación en el respectivo expediente el mismo día en que se realice.”.


32) Introdúcese el siguiente artículo 32 B, nuevo:


“Artículo 32 B.- El Tribunal oirá alegatos en la vista de la causa en los casos a que se refieren los números 2º, 6°, 8º, 9º, 10°, 11°, 14° y 15° del artículo 25 C.


En los demás casos, el Tribunal podrá disponer que se oigan alegatos.


La duración, forma y condiciones de los alegatos serán establecidas por el Tribunal, mediante auto acordado.


En los casos en que se oigan alegatos la relación será pública.”.

33) Incorpórase el siguiente artículo 32 C, nuevo: 


“Artículo 32 C.- Son órganos y personas legitimadas aquéllos que, de conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política de la República, están habilitados para promover ante el Tribunal cada una de las cuestiones y materias de su competencia.


Son órganos constitucionales interesados aquéllos que, de conformidad a esta ley, pueden intervenir en cada una de las cuestiones que se promuevan ante el Tribunal, sea en defensa del ejercicio de sus potestades, sea en defensa del orden jurídico vigente. 


Son parte en los procesos seguidos ante el Tribunal el o los órganos y la o las personas que, estando constitucionalmente legitimadas, han promovido una cuestión ante él, y las demás partes de una gestión o juicio pendiente en que se ha promovido una cuestión de inaplicabilidad de un precepto legal o de inconstitucionalidad de un auto acordado. También podrán serlo los órganos constitucionales interesados que, teniendo derecho a intervenir en una cuestión, expresen su voluntad de ser tenidos como parte dentro del mismo plazo que se les confiera para formular observaciones y presentar antecedentes.”.


34) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:


“Artículo 33.- Serán aplicables, además, en cuanto corresponda, las normas contenidas en los Títulos II, V y VII del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que no sean contrarias a esta ley.


Con todo, los plazos de días establecidos en esta ley serán de días corridos y no se suspenderán durante los feriados. En ningún caso el vencimiento de un plazo fijado para una actuación o resolución del Tribunal, le impedirá decretarla o dictarla con posterioridad.


En los casos en que la presente ley fija plazos al Tribunal para admitir a tramitación un asunto, pronunciarse sobre la admisibilidad del mismo y dictar sentencia, los mismos se contarán desde que se dé cuenta de éste en la sala o el pleno, según corresponda, o desde que la causa quede en estado de dictarse sentencia, en su caso.”.


35) Incorpóranse, a continuación del artículo 33, los siguientes artículos, nuevos:


“Artículo 33 A.- Mientras no sea declarada su admisibilidad, las cuestiones promovidas ante el Tribunal por los órganos o personas legitimados podrán ser retiradas por quien las haya promovido y se tendrán como no presentadas.


El retiro de las firmas por parte de parlamentarios que hayan promovido una cuestión ante el Tribunal producirá el efecto previsto en el inciso anterior, siempre que se efectúe antes de que se dé cuenta de ella al pleno o a la sala, según corresponda, y que, por el número de firmas retiradas, el requerimiento deje de cumplir con el quórum requerido por la Constitución Política de la República.


Declarada su admisibilidad, dichos órganos y personas podrán expresar al Tribunal su voluntad de desistirse. En tal caso, se dará traslado del desistimiento a las partes y se comunicará a los órganos constitucionales interesados, confiriéndoles un plazo de cinco días para que formulen las observaciones que estimen pertinentes.


El desistimiento será resuelto y producirá los efectos previstos en las normas pertinentes del Título XV del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que sea aplicable.


Artículo 33 B.- El abandono del procedimiento sólo procederá en las cuestiones de inaplicabilidad a que se refiere el número 6º del artículo 93 de la Constitución Política de la República que hayan sido promovidas por una de las partes en el juicio o gestión pendiente en que el precepto impugnado habrá de aplicarse.


El procedimiento se entenderá abandonado cuando todas las partes del proceso hayan cesado en su prosecución durante tres meses, contados desde la fecha de la última resolución recaída en alguna gestión útil para darle curso progresivo.


El abandono no podrá hacerse valer por la parte que haya promovido la cuestión de inconstitucionalidad. Si renovado el procedimiento, las demás partes realizan cualquier gestión que no tenga por objeto alegar su abandono, se considerará que renuncian a este derecho.


Una vez alegado el abandono, el Tribunal dará traslado a las demás partes y lo comunicará a los órganos constitucionales interesados, confiriéndoles un plazo de cinco días para formular las observaciones que estimen pertinentes.


El abandono del procedimiento declarado por el Tribunal producirá los efectos previstos en el Título XVI del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.”.


36) Modifícase el artículo 34 de la manera que se indica:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“En el caso del número 1° del artículo 93 de la Constitución, corresponderá al Presidente de la Cámara de origen enviar al Tribunal los proyectos de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de los tratados que contengan normas sobre materias propias de estas últimas.”.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo, las palabras “inciso tercero” por “inciso segundo” y el número “82” por “93”.


c) Agrégase, en su inciso segundo, después de la expresión “el proyecto”, la oración “o el tratado” y, en su inciso tercero, después de la palabra “proyecto”, la expresión “o del tratado”.


37) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 35:


a) Agrégase en su inciso segundo, después de la expresión “del proyecto”, la oración “o de las normas respectivas del tratado, dentro del plazo de treinta días, prorrogable hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada”.


b) Incorpórase un nuevo inciso final, del siguiente tenor:


“Si el Tribunal resuelve que uno o más preceptos de un tratado son inconstitucionales, deberá declararlo así por resolución fundada cuyo texto íntegro se remitirá a la Cámara de origen. La inconstitucionalidad total impedirá que el Presidente de la República ratifique y promulgue el tratado. La inconstitucionalidad parcial facultará al Presidente de la República para decidir si el tratado se ratifica y promulga sin las normas objetadas, en caso de ser ello procedente conforme a las normas del propio tratado y a las normas generales del derecho internacional.”.


38) Agrégase, como inciso segundo del artículo 36, el siguiente:


“En el caso de un tratado internacional respecto del cual se ha declarado su inconstitucionalidad parcial, se comunicará el acuerdo aprobado por el Congreso Nacional, con el quórum correspondiente, y las normas cuya inconstitucionalidad se haya dispuesto, para que el Presidente de la República decida si hará uso de la facultad señalada en el inciso final del artículo anterior.”.


39) Agrégase, en el artículo 37, después de la expresión “sobre la constitucionalidad”, la oración “de las normas de un tratado o”, y adiciónase el siguiente inciso segundo: 


“Resuelto por el Tribunal que un precepto legal es constitucional, no podrá declararse inaplicable por el mismo vicio materia del proceso y de la sentencia respectiva.”.


40) Incorpóranse, a continuación del artículo 37, los siguientes artículos nuevos, precedidos de un Párrafo 2, nuevo, alterándose la numeración de los párrafos siguientes, con el epígrafe: “Cuestiones de constitucionalidad sobre autos acordados”.


“Artículo 37 A.- En el caso del número 2° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras o diez de sus miembros en ejercicio; y personas legitimadas las que sean parte en una gestión o juicio pendiente ante un tribunal ordinario o especial, o desde la primera actuación en un procedimiento penal, que sean afectadas en el ejercicio de sus derechos fundamentales por lo dispuesto en un auto acordado.


El requerimiento deberá formularse en la forma señalada en el inciso primero del artículo 39 y a él se acompañará el respectivo auto acordado, con indicación concreta de la parte impugnada y de la impugnación. Si lo interpone una persona legitimada deberá, además, mencionar con precisión la manera en que lo dispuesto en el auto acordado afecta el ejercicio de sus derechos fundamentales.


La interposición del requerimiento no suspenderá la aplicación del auto acordado impugnado.


Artículo 37 B.- Presentado el requerimiento, la sala que corresponda examinará si cumple con los requisitos señalados en el artículo anterior y, en caso de no cumplirlos, no será acogido a tramitación y se tendrá por  no presentado, para todos los efectos legales. La resolución que no acoja a tramitación el requerimiento será fundada y deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde la presentación del mismo.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 37 C.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad o inadmisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal acoge la solicitud, dará traslado de esta cuestión, por tres días, al tribunal que haya dictado el auto acordado impugnado y a los órganos y las personas legitimados. 


Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad, en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;

2° Cuando se promueva respecto de un auto acordado o de una de sus disposiciones, que hayan sido declarados constitucionales en una sentencia previa dictada de conformidad a este Párrafo y se invoque el mismo vicio materia de dicha sentencia;


3° Cuando carezca de fundamento plausible;


4° Cuando no exista gestión, juicio o proceso penal pendiente, en los casos en que sea promovida por una parte o persona constitucionalmente legitimada, y


5° Cuando no se indique la manera en que el auto acordado afecta el ejercicio de los derechos constitucionales del requirente, en los casos en que sea promovida por una parte o persona constitucionalmente legitimada.


Declarada la inadmisibilidad por resolución fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 37 D.- Declarada la admisibilidad del requerimiento, se comunicará a la Corte Suprema, a la Corte de Apelaciones o al Tribunal Calificador de Elecciones que haya dictado el auto acordado impugnado y, cuando corresponda, se comunicará al tribunal de la gestión o juicio pendiente y se notificará a las partes de éste, enviándoles copia del requerimiento, para que, en el plazo de diez días, hagan llegar al Tribunal las observaciones y los antecedentes que estimen pertinentes.


Declarada la admisibilidad, la resolución se notificará a quien haya requerido.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 37 E.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos para ello, el Tribunal procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 43. El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.


Artículo 37 F.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.


Artículo 37 G.- La sentencia que declare la inconstitucionalidad de todo o parte de un auto acordado, deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación. Desde dicha publicación, el auto acordado, o la parte de él que hubiere sido declarada inconstitucional, se entenderá derogado, lo que no producirá efecto retroactivo.


Artículo 37 H.- Habiéndose pronunciado el Tribunal sobre la constitucionalidad de un auto acordado, no se admitirá a tramitación ningún requerimiento para resolver sobre cuestiones de constitucionalidad del mismo, a menos que se invoque un vicio distinto del hecho valer con anterioridad.


Artículo 37 I.- En el caso del requerimiento deducido por una parte en un juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya solicitado su intervención, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivo plausible para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


Para los efectos de las costas, se aplicará lo dispuesto en el artículo 47 Z de esta ley.”.


41) Reemplázase, en el Párrafo 2 del Título II, el guarismo “2” por “3”, y sustitúyese su denominación por la siguiente: 

“Cuestiones de Constitucionalidad sobre proyectos de ley, de reforma constitucional y tratados en tramitación legislativa”.


42) Reemplázase el inciso primero del artículo 38, por el siguiente: 


“Artículo 38.- En el caso del número 3° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras, o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.”.


43) Agrégase el siguiente artículo 38 bis, nuevo:


“Artículo 38 bis.- Para los efectos de la oportunidad en que debe formularse el requerimiento, la promulgación se entenderá efectuada por el Presidente de la República cuando ingrese a la oficina de partes de la Contraloría General de la República el respectivo decreto promulgatorio.


En ningún caso se podrán admitir a tramitación requerimientos formulados con posterioridad a ese instante. Tampoco podrán admitirse requerimientos contra tratados si estos se presentan después del quinto día siguiente a la remisión de la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional.”.


44) Reemplázase, en el artículo 40, el número “82” por “93”.


45) Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 41, por los siguientes: 


“Artículo 41.- Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en el artículo 39, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. La resolución que no lo acoja a tramitación deberá ser fundada, se dictará en el plazo de dos días, contado desde que se dé cuenta, y se notificará a quien lo haya formulado.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado para todos los efectos legales.”.


46) Agrégase el siguiente artículo 41 bis, nuevo:


“Artículo 41 bis.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por dos días, a los órganos legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.


2° Cuando la cuestión se promueva con posterioridad a las oportunidades indicadas en el artículo 38 bis;


3° Cuando en los antecedentes de la tramitación del proyecto de ley, de reforma constitucional o tratado impugnado no conste haberse suscitado expresamente una cuestión de constitucionalidad a su respecto, y


4° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.”.
47) Modifícase el artículo 42 del siguiente modo:


a) Incorpórase el siguiente inciso primero nuevo, pasando el actual a ser segundo: 


“Artículo 42.- El requerimiento se entenderá recibido desde que sea declarado admisible y desde esa fecha comenzará a regir el plazo de diez días para resolverlo, sin perjuicio de la prórroga establecida en el inciso quinto del artículo 93 de la Constitución Política de la República.”.


b) Sustitúyese en el actual inciso único, que pasa a ser segundo, la expresión “Admitido a tramitación un requerimiento” por “Declarado admisible”.


c) Agrégase, al final del inciso que pasa a ser segundo, en punto seguido, la siguiente oración: “Para este solo efecto, la comunicación se entenderá recibida al momento de su ingreso en las oficinas de partes de la Cámara de Diputados, el Senado y el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


48) Sustitúyese el artículo 44, por el siguiente: 


“Artículo 44.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.


49) Derógase el inciso segundo del artículo 45.


50) Incorpórase, a continuación del artículo 45, el siguiente artículo 45 bis, nuevo: 


“Artículo 45 bis.- Declarado por el Tribunal que un precepto legal impugnado de conformidad a este Párrafo es constitucional, no podrá ser declarado posteriormente inaplicable por el mismo vicio materia del proceso y de la sentencia respectiva.”.


51) Agrégase, antes del artículo 46, el siguiente epígrafe, nuevo: 

“Párrafo 4

Cuestiones de Constitucionalidad sobre decretos con fuerza de ley”


52) Sustitúyese el artículo 46, por el siguiente: 


“Artículo 46.- En el caso del número 4º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras, o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre decretos con fuerza de ley se regirá por las normas de los artículos siguientes y, en lo que sea pertinente, por las disposiciones del Párrafo 3.”.


53) Incorpóranse, a continuación del artículo 46, los siguientes artículos, nuevos: 


“Artículo 46 A.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el artículo 39 y a él deberá acompañarse el decreto con fuerza de ley impugnado o su respectiva  publicación en el Diario Oficial. En caso de ser promovido por el Presidente de la República, deberá adjuntarse el oficio en que conste la representación del Contralor General de la República.


Cuando el requerimiento provenga del Presidente de la República, el plazo a que se refiere el inciso séptimo del artículo 93 de la Constitución se contará desde que se reciba en el Ministerio de origen el oficio de representación del Contralor General de la República.


Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en el artículo 39, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. La resolución se dictará en el plazo de tres días, contado desde que se dé cuenta, y se notificará a quien lo haya formulado. En caso que no lo acoja a tramitación deberá ser fundada.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 46 B.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo, conforme a las reglas del Párrafo 3. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 C el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por cinco días, a los órganos legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.


2° Cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente;


3° Cuando del oficio de representación del Contralor conste que el decreto con fuerza de ley no ha sido objetado de inconstitucionalidad;


4° Cuando la cuestión promovida por una de las Cámaras o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio se funde en alegaciones de legalidad, y


5° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.

Artículo 46 C.- Declarada admisible la cuestión, se comunicará a los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, formulen las observaciones y presenten los antecedentes que estimen pertinentes.


El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde la declaración de admisibilidad, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.


Artículo 46 D.- La sentencia que acoja la cuestión promovida por el Presidente de la República será comunicada al Contralor General para que proceda, de inmediato, a tomar razón del decreto con fuerza de ley respectivo.


La sentencia que acoja una cuestión respecto de todo o parte de un decreto con fuerza de ley del cual la Contraloría General haya tomado razón, será publicada en la forma y plazo que señala el artículo 31 bis. A partir de la fecha de publicación, la norma respectiva se entenderá derogada, sin efecto retroactivo.”.”.

54) Intercálase, antes del artículo 47, el siguiente epígrafe, nuevo: 

“Párrafo 5

Cuestiones de Constitucionalidad sobre convocatorias a plebiscito”.


55) Intercálase, antes del artículo 47, que ha pasado a ser artículo 47 bis, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 47.- En el caso del número 5º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados la Cámara de Diputados y el Senado.


La cuestión deberá promoverse dentro del plazo de diez días, contados desde la publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre convocatorias a plebiscito se regirá por las normas del artículo siguiente y, en lo que sea pertinente, por las del Párrafo 4.”.


56) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 47 bis.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y en el inciso segundo de este artículo, y deberá acompañarse a él la publicación en el Diario Oficial del decreto que fija el día de la consulta plebiscitaria.”.


b) Sustitúyense los incisos tercero y quinto, por los siguientes: 


“Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión si no es formulada por un órgano legitimado, si es promovida extemporáneamente, carece de fundamento plausible o se refiere a materias de la competencia del Tribunal Calificador de Elecciones.”.


“La sentencia deberá publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.”.

57) Incorpóranse, a continuación del artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis, el siguiente epígrafe y los artículos nuevos que le siguen:

“Párrafo 6

Cuestiones de Inaplicabilidad


Artículo 47 A.- En el caso del número 6° del artículo 93 de la Constitución Política, es órgano legitimado el juez que conoce de una gestión pendiente en que deba aplicarse el precepto legal impugnado, y son personas legitimadas las partes en dicha gestión.


Si la cuestión es promovida por una parte ejerciendo la acción de inaplicabilidad, se deberá acompañar un certificado expedido por el tribunal que conoce de la gestión judicial, en que conste la existencia de ésta, el estado en que se encuentra, la calidad de parte del requirente y el nombre y domicilio de las partes y de sus apoderados.


Si la cuestión es promovida por el tribunal que conoce de la gestión pendiente, el requerimiento deberá formularse por oficio y acompañarse de una copia de las piezas principales del respectivo expediente, indicando el nombre y domicilio de las partes y de sus apoderados.


El tribunal deberá dejar constancia en el expediente de haber recurrido ante el Tribunal Constitucional y notificará de ello a las partes del proceso.


Artículo 47 B.- De conformidad con el número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de la República, no procederá la inaplicabilidad respecto de tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Artículo 47 C.- El requerimiento de inaplicabilidad, sea promovido por el juez que conoce de la gestión pendiente o por una de las partes, deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos en que se apoya y de cómo ellos producen como resultado la infracción constitucional. Deberá indicar, asimismo, el o los vicios de inconstitucionalidad que se aducen, con indicación precisa de las normas constitucionales que se estiman transgredidas.


Artículo 47 D.- El requerimiento podrá interponerse respecto de cualquier gestión judicial en tramitación, y en cualquier oportunidad procesal en que se advierta que la aplicación de un precepto legal que pueda ser decisivo en la resolución del asunto resulta contraria a la Constitución.  


Artículo 47 E.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en los artículos 47 A y 47 C. En caso contrario, por resolución fundada que se dictará en el plazo de tres días, contado desde que se dé cuenta del mismo, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. 


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Acogido a tramitación, el Tribunal Constitucional lo comunicará al tribunal de la gestión o juicio pendiente, para que conste en el expediente. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal acoge la solicitud, dará traslado de esta cuestión a las partes, por cinco días.


Tratándose de requerimientos formulados directamente por las partes, en la misma oportunidad señalada en el inciso anterior el Tribunal requerirá al juez que esté conociendo de la gestión judicial en que se promueve la cuestión, el envío de copia de las piezas principales del respectivo expediente.


Artículo 47 F.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que se acoja el requerimiento a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, la sala que corresponda examinará la admisibilidad de la cuestión de inaplicabilidad.


Artículo 47 G.- Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;

2° Cuando la cuestión se promueva respecto de un precepto legal que haya sido declarado conforme a la Constitución por el Tribunal, sea ejerciendo el control preventivo o conociendo de un requerimiento, y se invoque el mismo vicio que fue materia de la sentencia respectiva;


3° Cuando no exista gestión judicial pendiente en tramitación, o se haya puesto término a ella por sentencia ejecutoriada;


4° Cuando se promueva respecto de un precepto que no tenga rango legal o respecto de disposiciones de un tratado internacional vigente;


5° Cuando de los antecedentes de la gestión pendiente en que se promueve la cuestión, aparezca que el precepto legal impugnado no ha de tener aplicación o ella no resultará decisiva en la resolución del asunto, y


6° Cuando carezca de fundamento plausible.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido, al juez que conozca de la gestión judicial pendiente y a las demás partes que intervengan en ella, y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 47 H.- La suspensión del procedimiento en que se ha promovido la cuestión de inaplicabilidad deberá pedirse en el requerimiento o con posterioridad, ante la misma sala que resolvió su admisibilidad. Una vez decretada, se mantendrá hasta que el Tribunal dicte la sentencia y la comunique al juez ordinario o especial que conoce de la gestión pendiente. Pero la sala respectiva, por resolución fundada, podrá dejarla sin efecto en cualquier estado del proceso.


El rechazo de la solicitud a que alude el inciso precedente no obstará a que en el curso de la tramitación del requerimiento la petición pueda ser reiterada, debiendo cada solicitud ser resuelta por la misma sala que conoció de la admisibilidad, la que también será competente para decretar de oficio la suspensión del procedimiento, siempre que haya motivo fundado.


Artículo 47 I.- Declarado admisible el requerimiento, el Tribunal lo comunicará o notificará al tribunal de la gestión pendiente o a las partes de ésta, según corresponda, confiriéndoles un plazo de veinte días para formular sus observaciones y presentar antecedentes.


En la misma oportunidad, el Tribunal pondrá el requerimiento en conocimiento de la Cámara de Diputados, del Senado y del Presidente de la República, en la forma señalada en el artículo 32 A, enviándoles copia de aquél. Los órganos mencionados, si lo estiman pertinente, podrán formular observaciones y presentar antecedentes, dentro del plazo de veinte días.


Artículo 47 J.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43, debiendo el Presidente incluir el asunto en la tabla del pleno, para su decisión.


Terminada la tramitación, el Tribunal dictará sentencia dentro del plazo de treinta días, término que podrá prorrogar hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada.


Artículo 47 K.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.


Artículo 47 L.- La sentencia que declare la inaplicabilidad del precepto legal impugnado deberá especificar de qué modo su aplicación en la gestión pendiente de que se trata resulta contraria a la Constitución.


Artículo 47 M.- Resuelta la cuestión de inaplicabilidad por el Tribunal Constitucional, no podrá ser intentada nuevamente, por el mismo vicio, en las sucesivas instancias o grados de la gestión en que se hubiere promovido.


Artículo 47 N.- La sentencia que se pronuncie sobre la cuestión de inaplicabilidad deberá notificarse a la o las partes que formularon el requerimiento y comunicarse al juez o a la sala del tribunal que conoce del asunto, haya o no requerido, y a los órganos señalados en el artículo 47 I. Deberá, además, publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.


Artículo 47 Ñ.- La sentencia que declare la inaplicabilidad sólo producirá efectos en el juicio en que se solicite. 


En caso de que la inaplicabilidad haya sido deducida por una parte del juicio o gestión, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya requerido su intervención. Con todo, podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivos plausibles para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


Respecto de las costas, se aplicará la dispuesto en el artículo 47 Z de esta ley.”.


58) Incorpórase, a continuación del nuevo Párrafo 6, el siguiente Párrafo 7 y su epígrafe, y los artículos nuevos que le siguen:

“Párrafo 7

Cuestiones de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable


Artículo 47 O.- En el caso del número 7º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la cuestión de inconstitucionalidad podrá ser promovida por el Tribunal Constitucional actuando de oficio y por las personas legitimadas a que se refiere el inciso duodécimo del mismo artículo. 


La cuestión sólo podrá promoverse dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de la sentencia que haya declarado la inaplicabilidad.


Esta cuestión no podrá promoverse respecto de un tratado ni de una o más de sus disposiciones.


Artículo 47 P.- En los casos en que el Tribunal proceda de oficio, así lo declarará en una resolución preliminar fundada, que individualizará la sentencia de inaplicabilidad que le sirve de sustento y las disposiciones constitucionales transgredidas.


Artículo 47 Q.- Si la cuestión de inconstitucionalidad es promovida mediante acción pública, la o las personas naturales o jurídicas que la ejerzan deberán fundar razonablemente la petición, indicando precisamente la sentencia de inaplicabilidad previa en que se sustenta y los argumentos constitucionales que le sirven de apoyo. 


El requerimiento al que falte alguno de los requisitos señalados en el inciso anterior no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. Esta resolución, que será fundada, deberá dictarse dentro del plazo de tres días, desde que se dé cuenta del requerimiento en el Pleno. 


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 47 R.- Dentro del plazo de diez días, contado desde que se acoja el requerimiento a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, el Tribunal se pronunciará sobre su admisibilidad. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado a quienes aparezcan como partes en la cuestión de inconstitucionalidad, por diez días.


Articulo 47 S.- Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad promovida mediante acción pública, en los siguientes casos:


1° Cuando no exista sentencia previa que haya declarado la inaplicabilidad del precepto legal impugnado;


2° Cuando la cuestión se funde en un vicio de inconstitucionalidad distinto del que motivó la declaración de inaplicabilidad del precepto impugnado, y


3° Cuando se promueva fuera del plazo establecido en el artículo 47 O.

Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, se notificará a quien haya recurrido, se comunicará a la Cámara de Diputados, al Senado y al Presidente de la República, y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad de la cuestión no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 47 T.- Declarada la admisibilidad, el Tribunal deberá poner la resolución respectiva y el requerimiento en conocimiento de los órganos individualizados en el artículo anterior, los cuales podrán formular las observaciones y acompañar los antecedentes que estimen pertinentes, dentro del plazo de veinte días.


Artículo 47 U.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43 y el Presidente deberá incluir el asunto en la tabla del Pleno, para su decisión.


Artículo 47 V.- El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.


Artículo 47 W.- La declaración de inconstitucionalidad de las normas legales cuestionadas deberá fundarse únicamente en la infracción de el o los preceptos constitucionales que fueron considerados transgredidos por la sentencia previa de inaplicabilidad que le sirve de sustento.


Artículo 47 X.- La sentencia que se pronuncie sobre la inconstitucionalidad de todo o parte de un precepto legal, será publicada en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis. El precepto declarado inconstitucional se entenderá derogado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, sin efecto retroactivo.

Artículo 47 Y.- En caso de que la cuestión de inconstitucionalidad haya sido promovida mediante acción pública, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya requerido su intervención, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivos plausibles para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


Artículo 47 Z.- La ejecución de la sentencia, en lo relativo a las costas, se efectuará conforme al procedimiento ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil y conocerá de ella el Juez de Letras en lo Civil que corresponda, con asiento en la provincia de Santiago.”.


59) Incorpórase, antes del artículo 48, el siguiente epígrafe, nuevo:

“Párrafo 8

Cuestiones sobre la promulgación de una ley”.

60) Reemplázase el artículo 48, por los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 48.- En el caso del número 8º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Senado, la Cámara de Diputados o una cuarta parte de los miembros en ejercicio de cualquiera de las Cámaras.


La cuestión deberá promoverse dentro de los treinta días siguientes a la publicación del texto impugnado o dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se debió efectuar la promulgación de la ley cuya omisión se reclama.


Para ser acogido a tramitación el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse copia del oficio de la Cámara de origen que comunica al Presidente de la República el texto aprobado por el Congreso Nacional y, en su caso, copia de la publicación en el Diario Oficial. De no ser así, mediante resolución fundada que deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde que se dé cuenta del requerimiento, se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 48 bis.- Dentro del plazo de diez días, contado desde que el requerimiento se acoja a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, el Tribunal se pronunciará sobre su admisibilidad. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión al Presidente de la República y al Contralor General de la República, como órganos constitucionales interesados, por el plazo de cinco días.


La declaración de inadmisibilidad procederá cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente, cuando no sea formulada por un órgano legitimado, cuando se constate que la promulgación de la ley cuya omisión se alega ha sido efectuada y cuando carezca de fundamento plausible. Esta resolución será fundada.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 48 ter.- Declarado admisible, la resolución respectiva y el requerimiento se pondrán en conocimiento de las partes y los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, presenten los antecedentes y formulen las observaciones que estimen pertinentes.


Artículo 48 quáter.- El Tribunal deberá dictar sentencia en el plazo de quince días, contado desde que concluya la tramitación, prorrogable hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada.


La sentencia del Tribunal que, al acoger el reclamo, promulgue la ley o rectifique la promulgación incorrecta, se remitirá a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro y se publicará en la forma y plazo indicados en el artículo 31 bis.


Esta nueva publicación, en su caso, no afectará la vigencia de la parte no rectificada por la sentencia del Tribunal.”.


61) Incorpórase, a continuación del artículo 48 quáter, el siguiente epígrafe nuevo:

“Párrafo 9

Conflictos de Constitucionalidad sobre decretos o resoluciones representados por la Contraloría General de la República”.


62) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 49:


“a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes: 


“Artículo 49.- En el caso del número 9º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, el órgano legitimado es el Presidente de la República y el órgano constitucional interesado, el Contralor General de la República.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre decretos o resoluciones representados de inconstitucionalidad se regirá, en lo pertinente, por las disposiciones del Párrafo 4 y por las normas de los incisos siguientes.


Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse el decreto o resolución representado de inconstitucionalidad y el oficio en que conste la representación del Contralor General de la República.”.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, que pasa a ser inciso cuarto, el número “88” por “99”.


63) Incorpórase, a continuación del artículo 49, el siguiente epígrafe nuevo:

“Párrafo 10

Cuestiones de Constitucionalidad sobre decretos supremos”.


64) Sustitúyese el artículo 50, por los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 50.- En el caso del número 16° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la cuestión podrá fundarse en cualquier vicio que ponga en contradicción el decreto con la Constitución.


Son órganos legitimados el Senado y la Cámara de Diputados y, en caso de que la cuestión se funde en un vicio distinto que  exceder el ámbito de la potestad reglamentaria autónoma, también lo son una cuarta parte de los miembros en ejercicio de cualquiera de las Cámaras. Son órganos constitucionales interesados el Presidente de la República y el Contralor General de la República.


En todo caso, la cuestión deberá promoverse dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del decreto impugnado.


La substanciación de estas cuestiones se regirá, en lo pertinente, por las disposiciones del Párrafo 4 y por las normas del artículo siguiente.


Artículo 50 bis.- Para ser admitido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse la publicación del decreto impugnado.


Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión, en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado;

2° Cuando se promueva extemporáneamente;


3° Cuando se funde en vicios de ilegalidad;


4° Cuando se alegue exceso de la potestad reglamentaria autónoma y no fuere promovida por una de las Cámaras;


5° Cuando el vicio invocado afecte a un precepto legal vigente y no al decreto supremo impugnado, y


6° Cuando carezca de fundamento plausible.


El Tribunal deberá resolver dentro de treinta días, contados desde que quede terminada la tramitación. Podrá prorrogar este plazo hasta por quince días, mediante resolución fundada, si existen motivos graves y calificados.


La sentencia que acoja el requerimiento deberá publicarse en la forma y plazo señalados en el artículo 31 bis. Sin embargo, con el solo mérito de la sentencia que acoja el requerimiento, el decreto quedará sin efecto de pleno derecho.”.”.


65) Incorpórase, a continuación del artículo 50 bis, el siguiente epígrafe nuevo y los artículos que le siguen:

“Párrafo 11

Contiendas de competencia entre autoridades políticas o administrativas y tribunales de justicia”.”.


“Artículo 50 A.- En el caso del número 12º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia involucrados en la contienda de competencia. 


El órgano o autoridad que se atribuya competencia o falta de ella, sobre un asunto determinado, deberá presentar su petición por escrito al Tribunal. En ella deberá indicar con precisión la contienda producida, los hechos y los fundamentos de derecho que le sirven de sustento.”.


Artículo 50 B.- Una vez declarada admisible, se dará traslado al o a los otros órganos en conflicto para que, en el plazo de diez días, hagan llegar al Tribunal las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes.


Artículo 50 C.- El Tribunal podrá, de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 bis, disponer la suspensión del procedimiento en que incida su decisión si la continuación del mismo puede causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resuelva, en caso de acogerse la contienda.


Artículo 50 D.- El Tribunal, evacuados los trámites o diligencias, o transcurrido el plazo para hacerlo, procederá conforme a lo que establece el artículo 43.


Artículo 50 E.- La sentencia deberá dictarse en el plazo de veinte días, contados desde que concluya la tramitación.


66) Reemplázase, en el Párrafo 3 del Título II, el guarismo “3” por “12”.


67) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 51, los números “10°”, “11°” y “82” por “13°”, “14°” y “93”, respectivamente.


68) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 52:


a) En el inciso primero, suprímense las palabras “el Senado, la Cámara de Diputados”, así como la coma escrita antes de ellas.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “decimotercero” por “decimoquinto” y el número “82” por “93”.


69) Sustitúyese el artículo 54 por el siguiente:


“Artículo 54.- Si el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado o no cumple con las exigencias establecidas en los números 1º a 4º, inclusive, del artículo anterior, no será admitido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. Esta resolución será fundada y deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde que se dé cuenta del requerimiento.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.”.


70) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 62:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “10°”, “11°” y “82” por “13°”, “14°” y “93”, respectivamente.


b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “establecido en el Título I del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil” por la oración “ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil” y sustitúyese la oración “el Tribunal ordinario de justicia que corresponda” por la frase “el Juez de Letras Civil que corresponda, con asiento en la Provincia de Santiago”.


71) Reemplázase la denominación del Párrafo 4 del Título II, por la siguiente:

“Párrafo 13

Declaración de inconstitucionalidad de organizaciones, movimientos o partidos políticos”.


72) Reemplázanse, en el artículo 63, los números “7°” y “82”, por “10°” y “93”, respectivamente.


73) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 65, la expresión “El Tribunal examinará” por “La sala que corresponda examinará”.


74) Incorpóranse, a continuación del artículo 72, los siguientes artículos nuevos, precedidos de un Párrafo 6, nuevo, con el epígrafe “Renuncia de Parlamentarios”.


“Artículo 72 A.- En el caso del número 15° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la renuncia del parlamentario deberá presentarse ante el Presidente de la Cámara a la que pertenece, quien la remitirá al Tribunal en el plazo de cinco días desde que le fue presentada.


Artículo 72 B.- El Presidente de la República, el Senado, la Cámara de Diputados o diez o más parlamentarios en ejercicio de la Cámara a la que pertenece el renunciante, podrán oponerse fundadamente a la renuncia. En tal caso, se dará traslado a la Cámara a la que pertenezca el parlamentario renunciado y a él mismo, para que en el plazo de diez días hagan llegar las observaciones y antecedentes que estimen necesarios.


Artículo 72 C.- El Tribunal resolverá si es preciso recibir prueba. En caso de que lo estime necesario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 57. El Tribunal apreciará la prueba en conciencia.


Artículo 72 D.- Una vez evacuados los trámites o diligencias anteriores, se estará a lo dispuesto en el artículo 43.


Artículo 72 E.-  El plazo para dictar sentencia será de veinte días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros veinte días, por resolución fundada del Tribunal.


Artículo 72 F.- Pendiente la sentencia, la renuncia no producirá efecto alguno.”.


75) Reemplázase, en el Párrafo 5 del Título II, el guarismo “5” por “15”.


76) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 73, los números “9°” y “82” por “11°” y “93”, respectivamente.

77) Reemplázase el artículo 74, por el siguiente:


“Artículo 74.- La planta de personal del Tribunal estará constituida por los siguientes cargos:

Diez Ministros.

Dos Suplentes de ministro.

Un Secretario Abogado.

Dos Relatores Abogados.

Ocho Abogados Asistentes.

Un Jefe de Presupuestos.

Un Relacionador Público. 

Un Bibliotecario.

Un Documentalista.

Un Jefe de Gabinete de la Presidencia.

Un Secretario de la Presidencia.

Dos Oficiales Primeros.

Dos Oficiales Segundos.

Un Mayordomo.

Dos Oficiales de Sala.

Dos Auxiliares de Servicios.

Siete Secretarias.

Un Chofer.


La provisión de los nuevos cargos creados en la planta señalada en el inciso anterior se hará, previo acuerdo del Pleno, cuando las necesidades del Tribunal así lo justifiquen.


El Tribunal podrá acordar la contratación, sobre la base de honorarios, o con sujeción a las normas del Código del Trabajo, de profesionales, técnicos o expertos en determinadas materias, para ejecutar tareas específicas en sus actividades, dentro de sus disponibilidades presupuestarias.”.

78) Reemplázase el artículo 75, por el siguiente:


“Artículo 75.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el Tribunal podrá ampliar la planta de su personal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros y sólo en la medida que sea estrictamente necesario para su normal funcionamiento, en la siguiente forma:

- Hasta dos Relatores Abogados;

- Hasta en dos Abogados Asistentes;

- Hasta cinco Oficiales Segundo;

- Hasta un Oficial de Sala;

- Hasta cinco Auxiliares de Servicios Menores;

- Hasta en cuatro Secretarias.”.


79) Reemplázase el artículo 77, por el siguiente:


“Artículo 77.- La renta mensual de los Ministros del Tribunal corresponderá a la remuneración de un Ministro de Estado, incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan.


La remuneración de los Ministros del Tribunal tendrá el carácter de renta para todo efecto legal, en los mismos términos y modalidades que lo sean las remuneraciones de los Ministros de Estado, y estará afecta a las incompatibilidades, prohibiciones e inhabilidades señaladas en el artículo 1° de la ley N° 19.863.”.


80) Reemplázase el artículo 83, por el siguiente:


“Artículo 83.- En el mes de marzo de cada año el Presidente del Tribunal rendirá una cuenta pública  que incluirá una reseña de sus actividades institucionales de orden jurisdiccional y administrativo desarrolladas en el año anterior, la cuenta de su gestión financiera, los informes de auditoría y todo otro antecedente e información que se considere necesario.”.


81) Agrégase el siguiente artículo 83 A:


“Artículo 83 A.- En la segunda quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado presentarán la rendición de cuenta de los gastos del ejercicio anterior ante el Tribunal, la que será comunicada a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su incorporación en el Balance General de la Nación y se incluirá resumidamente en la cuenta pública del Tribunal.


Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal, a proposición del Presidente, podrá contratar la ejecución de auditorías de su gestión financiera y patrimonial, por entidades externas, mediante licitación pública o privada.”.


82) Reemplázase el artículo 84, por el siguiente:


“Artículo 84.- Los funcionarios que incurran en faltas a sus deberes o prohibiciones podrán ser sancionados disciplinariamente por el Tribunal con alguna de las siguientes medidas, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pueda derivar del mismo hecho: amonestación, censura por escrito, multa de hasta un mes de remuneración, suspensión de hasta dos meses sin goce de remuneración y remoción.


Las sanciones disciplinarias indicadas se aplicarán previa investigación sumaria simple en la que deberán recibirse los descargos que el afectado pueda hacer valer en su defensa y una vez resueltas, no serán susceptibles de reclamación o recurso alguno.”.


83) Agrégase, al final del artículo 86, luego del término “Secretario”, la frase “o del Relator que lo subrogue, en su caso”. 


84) Intercálase, en el artículo 87, a continuación del vocablo “nombramiento”, la oración “sin perjuicio de lo señalado en el artículo 9º”, precedida de una coma.


85) Reemplázase el artículo 90 por el siguiente:


“Artículo 90.- El Tribunal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros, y cuando sus necesidades de funcionamiento así lo aconsejen podrá proceder a la declaración de vacancia de los cargos que estime conveniente. Igual declaración procederá respecto de los funcionarios que hubieren obtenido una deficiente calificación de su desempeño. Dicha facultad podrá ejercerse respecto a todo el personal, excluidos los Ministros.


Los funcionarios a quienes se les declare la vacancia de sus cargos tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes, por cada año de servicio en la institución, con un máximo de nueve. Dicha indemnización no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la indemnización será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 12 meses anteriores al cese, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de noventa unidades de fomento. 


La indemnización será incompatible con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal similar de otorgamiento. 


Los funcionarios que cesen en sus cargos y que perciban la indemnización no podrán ser nombrados ni contratados, aun sobre la base de honorarios, en el Tribunal Constitucional, durante los 5 años siguientes al término de su relación laboral, a menos  que  previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.


86) Deróganse los artículos 1º, 2º, 3º y 4º transitorios


87) Introdúcense los siguientes artículos transitorios:


“Artículo 1º transitorio.- Los procesos iniciados, de oficio o a petición de parte, o que se inicien en la Corte Suprema, para declarar la inaplicabilidad de un precepto legal por ser contrario a la Constitución, con anterioridad a la aplicación de las reformas al Capítulo VIII de la Constitución Política, seguirán siendo de conocimiento o de resolución de esa Corte hasta su completo término.


Los recursos de inaplicabilidad resueltos por la Corte Suprema o que se hubieren tenido por desistidos o abandonados, con anterioridad al 26 de febrero del año 2006, no podrán presentarse ante el Tribunal Constitucional en ejercicio de la facultad que concede el artículo 93, Nº 6°, de la Constitución Política.


Artículo 2° transitorio.- La entrada en vigencia de esta ley no obstará a la validez de los procesos iniciados ante el Tribunal a partir del 26 de febrero de 2006, ni alterará los efectos de las sentencias que les hayan puesto término. 


Respecto de los procesos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren pendientes ante el Tribunal, se aplicará lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes.”.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones realizadas los días 2 de abril, 14 de mayo, 7 de julio y 19 de agosto, todas del presente año, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, y Pedro Muñoz Aburto, y de los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda y Cristián Monckeberg Bruner (Alberto Cardemil Herrera).


Valparaíso, a 13 de septiembre de 2008.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS, Secretario 

mlp/msfr
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� No se encuentran en ejercicio los ministros suspendidos del cargo, incursos en causal de implicancia y los que se encuentren haciendo uso de licencia o permiso.


� Es requisito que la publicidad afecte el debido cumplimiento de las funciones de órganos del Estado, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.


� Ver los acuerdos acerca de la discrepancia sobre el artículo 12 bis agregado a la ley �N° 17.997.


� Estas últimas referencias se hacen a la numeración correspondiente al texto del artículo 25 C que se incluye en el proyecto de acuerdo que figura al final de este informe.


� “Artículo 170 (193). Las sentencias definitivas de primera o de única instancia y las de segunda que modifiquen o revoquen en su parte dispositiva las de otros tribunales, contendrán: 


 1° La designación precisa de las partes litigantes, su domicilio y profesión u oficio; 


 2° La enunciación breve de las peticiones o acciones deducidas por el demandante y de sus fundamentos;


 3° Igual enunciación de las excepciones o defensas alegadas por el reo; 


 4° Las consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la sentencia;


 5° La enunciación de las leyes, y en su defecto de los principios de equidad, con arreglo a los cuales se pronuncia el fallo; y 


 6° La decisión del asunto controvertido. Esta decisión deberá comprender todas las acciones y excepciones que se hayan hecho valer en el juicio; pero podrá omitirse la resolución de aquellas que sean incompatibles con las aceptadas.


 ……………”.


� Inciso quinto del artículo 93 de la Carta.


� “La interposición del requerimiento no suspenderá la aplicación del auto acordado impugnado.”.





� Ver N° 35) del artículo único del proyecto.


� Ver numeral 14) de este informe.


� Que es sustituido por el numeral 11) del artículo único de este proyecto.
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